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INTRODUCCION 

El arrendamiento inmobiliario en M~xico, ha sido materia 

de incesante reglamentación, en especial, aqu~l que como des­

tino es el de casa-habitación, el cual en los últimos años, -

ha sido uno de los principales problemas que afecta a nuestra 

ciudadanía y que el Gobierno Federal lo contempla dentro de -

sus programas económicos como una prioridad, a la cual no ha­

podido hacer frente con eficacia. 

Por tanto, dedico el presente trabajo al análisis del -­

problema anterior y para ello, en el primer apartado, realizo 

un resumen en relación a las transformaciones que ha sufrido­

el contrato al través de los años, es decir, desde el Derecho 

Romano hasta nuestros días, finalizando con los precedentes y 
Jurisprudencia más significativos que ha dictado la H. Supre­

ma Corte de Justicia de la Nación. 

Dentro del segundo apartado, hago mención a las circuns­

tancias que la LII Legislatura de la H. Cámara de Diputados -

tomó en cuenta para realizar las reformas de siete de Febrero 

de 1985. Asimismo, caracterizo tanto su naturaleza jurídica, 

así corno sus consecuencias jurídicas, creándose con ello una­

nueva situación entre las relaciones arrendador-arrendatario. 

Con anterioridad a las reformas anteriormente señaladas, 

los juicios que versaban sobre el arrendamiento inmobiliario­

se demoraban demasiado tiempo, por lo que se introdujo una --
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nueva etapa procesal conocida como etapa de concilinci6n, con 

el objeto de dar a 1as partes beligerantes la oportunidad de­

llegar a un arreglo y de esta forma concluir el juicio plan--

teado. Paralelamente a lo anterior, se crearon tribunales es 

pecializados cuyo fin es tener un mejor conocimiento en la ma 

teria, y as! contribuir a que la justicia sea pronta y expedi 

ta, tema que abordaré en el tercer apartado de la presente t~ 

sis profesional. 

Por último, en el cuarto apartado hago menci6n a los a!'!_ 

pectes más sobresalientes de 1as legislaciones extranjeras 

~0~s1"1lt2.da~, p2.:=--¿: qt.;.c e:: l.t:cí.:o..c .::a.prtcie las diversas :formas -

en que cada naci6n tiende a proteger a la parte desfavorecida 

econ6mica y socialmente, que en este caso es el arrendatario. 

Miguel Hernández Peñaloza. 
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La Locación en el Derecho Romano se manifiesta como uno­

de los contratos más usuales, con caracteres similares al co~ 

trato de venta y al contrato de enfit~usis, los cuales distin 

guiré en su oportunidad. 

Este contrato puede extenderse no sólo al aprovechamien­

to de los objetos materiales, sino comprender la actividad -­

del hombre. De allí pues que se hable de locatio conductio -

rei cu~ndo el objeto del contrato recae sobre una cosa, el -­

cual es la aplicación más importante de este contrato, y loe~ 

tio conductio operarurn, cuando es el trabajo. 

Una tercer forma de este contrato se efectúa a la vez s~ 

bre una cosa y sobre la actividad útil, locatio conductio op~ 

ris, o locación de obra, que ocurre cuanco los servicios pre~ 

tados se concretan en la ejecuci6n de un trabajo particular. 

Así, el Contrato de Arrendamiento en el Derecho Romano -

se le caracteriza como un contrato por el cual una persona se 

compromete con otra a procurarle el goce temporal de una cosa, 

o a ejecutar por ella cierto trabajo mediante una remunera- -

ci6n en dinero, llamada rnerces. El que se obliga a suminis-­

trar la cosa o trabajo es el locator; hace una locatio y tie­

ne contra la otra parte la acción locati o ex locato. El que 

debe el precio del alquiler o rnerces, toma el nombre de con­

ductor; hace una conductio, y puede ejercitar contra el loca­

tor la acción conducti o ex conducto. 

En el Bajo Imperio, el arriendo de cosas tom6 en ciertos 

casos un carácter especial y se convirtió en un contrato que-
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tenía sus reglas propias: el contrato de enfitéusis. 

I.- FORMACION Y ELEMENTOS ESENCIALES DEL ARRENDAMIENTO 

El. arrendamiento presenta <Jran anal~ con l.a venta, es un 

contrato consensual porque se perfecciona por el. solo consen­

timiento de las partes de cualquier modo que se manifieste. 

El. escrito y las arras que pueden acompañar el arriendo, no 

son más que medios de prueba. 

El. acuerdo de las partes debe recaer sobre la cosa obje­

to del. arrendamiento y sobre el precio que son elementos esen 

ciales del. contrato. 

En general, el arrendamiento puede tener por objeto cual -

quier cosa, mueble o inmueble, corporal o incorporal, suscep­

tibl.e de figurar en el patrimonio de los particul.ares. Hay -

que exceptuar, sin embargo, las servidumbres predial.es que no 

pueden ser arrendadas sin el terreno a que pertenecen y l.as -

cosas que se consumen por el. uso, a menos que sean arrendadas 

como cuerpos ciertos, ad pornpam et ostentationem. Pero nada­

impide arrendar l.a cosa ajena , pues el arrendador puede per-­

fecta.mente obligarse a procurar el disfrute al. inquilino. 

El precio de alquiler debe representar los mismos carac­

teres que el precio de venta. Debe, pues, ser cierto, debe -

consistir en dinero, si por el disfrute de una cosa se ha pr2 

metido una remuneración de otra naturaleza, no hay más que un 

contrato innornin~do. Sin err:barqo, cuando se trata dei arren-

damiento de un fundo de tierra, la renta podía ser fijada en­

especie, en estos casos el arrendatario era un colono parcia­

rio. 

En fin, el precio debe ser serio, si no, no hay arrenda-
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miento; pero puede haber según los casos, un comodato o una -

donaci6n. (Ulpiano, L. 46, D., locat., XIX, 21 Si no se ha­

fijado precio, es decir, si se deja librado a una determina-­

ci6n posterior por las partes, únicamente podrá entablarse 1a 

acci6n praescriptis verbis. 

rr.- EFECTOS DEL ARRENDAMIENTO. 

El arrendamiento es un contrato sinalagmático perfecto 

que produce, como la venta, obligaciones recíprocas a cargo 

de ambas partes. 

l. De la obligación del arrendador. Debe procurar al -

inquilino el uso y disfrute de la cosa durante la duración --

del arrendamiento. El arrendatario tiene, pues derecho a - -

usar de la cosa y recoger los frutos que s6lo adquiere, como-

el usufructuario, por la percepción. Aunque su situación sea 

comparable a la del usufructuario, por las ventajas que saca­

de la cosa alquilada uifiere de ella en que el arrendador es­

tá personalmente obligado a procurarle el disfrute de la cosa, 

mientras que el simple propietario no tiene con el usufructu~ 

rio ninguna obligación, debe únicamente no oponer ningún obs-

táculo a su disfrute. El motivo de esta diferencia es que el 

arrendatario tiene un derecho de cr~dito contra el arrendador 

y el usufructuario un derecho real sobre la cosa. 

Para ejecutar su obligación, es decir, para procurar al­

arrendatario el goce de la cosa arrendada, el arrendador debe 

entregársela. Esta tradición, por otra parte, n.o hace pasar­
a! arrendatario más que la detentación; es una nuda traditio. 

Debe, además, garantizar al arrendatario contra la evicci6n.­

Con mayor razón debe indemnizarle si enajena el inmueble -

arrendado. En este caso, el arrendatario que no tiene dere--
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cho real oponible a los terceros puede ser expulsado por el -

adquirente, a menos de uná cláusula contraria inserta en la-

venta. Pero tiene derecho a reclamar al arrendador daños e -

intereses. 

El arrendador debe también garantía al arrendatario por­

raz6n de los defectos ocultos que disminuyen la utilidad de -

la cosa arrendada; pero las acciones edilicas creadas para la 

venta no son aplicables al arriendo, la acci6n conducti basta 

al arrendatario. 

El arrendador es responsable no solament~ ~e s~ dolo, s~ 

no tá.Ul.Dién de toda falta, pues está interesado en el contrato. 

Pero no responde de los casos fortuitos. 

2. Obligaciones del arrendatario. El arrendatario debe 

pagar el precio convenido, merces, y debe como el comprador -

transferir su propiedad al arrendador. Pero la rnerces no co~ 

siste en un precio único, pagadero en una sola vez para toda­

la duraci6n del arriendo, se descompone en una serie de pres­

taciones peri6dicas, cada una de las cuales, llamada pensio,­

s6lo es exigible en el plazo convenido, muy frecuentemente a-

fin de cada año .. Además, como la merces es el equivalente --

del disfrute que el arrendatario saca de la cosa arrendada, 

cesa de deberla desde el día en que su disfrute se 0a hecho 

imposible sin culpa suya. Por consiguiente, cuando el colono 

de un fundo rural ha hecho mala cosecha por caso fortuito o -

fuerza mayor, tiene derecho a una reducci6n del alquiler del­

año, salvo compensaci6n con los años siguientes, si dan un ex 

cedente de cosechas. 

El arrendatario está, además, obligado a restituir la c2 

sa arrendada al expirar el arriendo. Es responsable de todo­

deterioro sobrevenido por dolo o culpa suyos, pues debe usar-
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de la cosa como un diligente padre de familia. Esta obliga--

ci6n resulta para él del contrato en el que está interesado;­

no es, necesario que de caución de disfrutarlo como un buen 

padre de familia, como debe hacerlo el usufructuario. El -

arrendador puede exigir la ejecución de las obligaciones del­

arrendatario ejercitando contra él la acción locati. 

III.- DE LOS RIESGOS EN EL ARRENDAMIENTO. 

En principio, los riesgos son para el arrendador. En -­

efecto, si la cosa alquilada perece por caso fortuito, el 

arrendatario, que debe devolverl?. ~~ :=-~~::.: :!.e: u....:.cieu<lo y que 

es deudor de un cuerpo cierto, queda libre. Por otra parte,­

cesa de pagar la merces, pues no es más que la remuneración -

de su disfrute y desde que este disfrute se hace imposible ya 

no debe nada. Es, el arrendador quien soporta la pérdida de-

la cosa arrendada. Lo mismo sucede con una pérdida parcial o 

un simple deterioro, pues el arrendatario puede obtener una 

reducci6n de la merces, y se libra al fin del arriendo devol­

viendo la cosa tal como está. 

Las mismas soluciones son aplicables cuando se hace el 

contrato a plazo o bajo condición. Estas modalidades pueden 

ir insertas en el arrendamiento como en la venta y producen 

sus efectos habituales. 

IV.- EXTINCION DEL ARRENDAMIENTO. 

Mientras que la venta debe procurar al comprador la uti­

lidad perpetua de la cosa vendida, el arrendamiento ~6lo está 

destinado a suministrar al arrendatario el disfrute temporal-

de la cosa arrendada. Este contrato por tanto, tiene necesa-
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riamente una duración limitada. Cuando termina, se agota la­

fuente de las obligaciones que emanan de él. Pero las que -­

han nacido y no han sido ejecutadas, subsisten aunque hayan 

nacido de un contrato temporal, y sólo se extinguen por los 

modos de extinción que consagra el Derecho Civil. 

Las causas que ponen fin al arrendamiento son: a) La ex­

piración del tiempo convenido. La duración ordinaria del 

arriendo de un fundo rústico entre los romanos era de cinco 

años, si al cabo del tiempo fijado el arrendatario continúa 

gozando de la cosa arrendada, sin opcsición del arrendador, 

se forma un nuevo arriendo por el acuerdo tácito de las par-­

tes, a condición de que el arrendador sea siempre capaz, se -

dice que entonces hay tácita reconducción. El contrato es va 

ledero por un año, si se trata del arriendo de un fundo de 

tierra, y puede renovarse; b) La pérdida de la cosa arrenda-

da; c) El mutuo disentimiento, es decir, el acuerdo de las 

partes para resolver el contrato; d) La anulación obtenida 

por el arrendador. Tiene derecho a hacer cesar el arriendo -

cuando el arrendatario abusa del disfrute o queda dos años -­

sin pagar la merces, y cuando quiere recuperar la casa arren­

dada para habitarla él mismo; y e) l?or acto unilateral por -­

parte del locatario, cuando el locad=r no efectúa las repara­

ciones necesarias. Zenón, por una constitución que conocemos 

a trav~s de las Basílicas, autoriza ~nto al locator como al­

conductor la rescisión del contrato de locación, sin incurrir 

en daños y perjuicios, si se realiza el primer año de su vi-­

gencia .. 

La muerte de las partes es inoperante, pero no parece h~ 

ber sido esa la regla en tiempo de Labe6n (D. XIX, 2, 60, 1). 
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En el Derecho Romano, el arrendamiento tiene lugar para­

una duración limitada y mediante una renta periódica, mien­

tras que la venta implica una concesión perpetua de la cosa 

vendida por un precio único. Así que los jurisconsultos de 

la época clásica vacilaban en decir si había arrendamiento a­

venta cuando un Municipio concedía a perpetuidad el disfrute­

de un terreno a una persona mediante una renta anual. La 

cuestión tenía importancia desde el punto de vista de los 

riesgos. Si el contrato es una venta, los riesgos son para 

el co~prador, si es un arrendam~ento, son para el propietario, 

es decir, para el arrendador y no para el arrendatario. Esta 

última solución era admitida con preferencia. 

En el Bajo Imperio, el Emperador Zen6n, decidió que este 

contrato que era entonces también practicado por los particu­

lares, no fuera en lo sucesivo ni un arrendamiento ni una ve~ 

ta, sino un contrato especial, con su nombre Enfitéusis, y -­

sus propias reglas, al menos en cuanto a los riesgos. El con 

venia de las partes hace ley a este respecto, pero a falta de 

cláusula particular, la pérdida ~atal de la cosa es soportada 

por el propietario, la pérdida parcial por el enfiteuta. 

La enfitéusis obliga al propietario a procurar al arren­

datario el disfrute de la cosa arrendada. El arrendatario o­

enfiteuta, está obligado a pagar la renta, llamada pensio o -

canon; adquiere sobre la cosa un derecho real, el derecho de­

enfitéusis. 
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El arrendamiento en el Código de Napoleón, tuvo diversas 

formas al igual que en el Derecho Romano, existe el arrenda-­

miento de cosas y el de obras. Este Código, distingue de en­

tre las especies que regula al alquiler, tratándose del -

arriendo de casas y de los bienes muebles, el arrendamiento 

rústico, el de los predios rurales y otras tres especies que­

son el arrendamiento de ser.vicios, aparcer:ía de ganado y los­

presupuestos de obras, los cuales poseen reglas particulares­

(art. 1711 CNJ. Hay una especie más que se conoce como arre!l_ 

damiento de bienes nacionales, cuando se trata de los bienes-

les se hallan sujetos a reglamentos especiales. 

El arrendarni~~to de cosas, objeto de este estudio, lo d~ 

fine el Código de Napoleón en su art:Lculo 1709, como "un con­

trato por el cual una de las partes se obliga a hacer que la­

otra goce de una cosa durante cierto tiempo, y mediant~ un -­

cierto precj.o que ésta se obliga a pagarle". 

Como se puede observar, esta definición en esencia, está 

impregnada por el concepto que hallamos en el Derecho Romano­

respecto al arrendamiento de cosa (locatio rerum), esta in- -

fluencia, es patente en las di.versas legislaciones que anali­

zaremos en este cap:ítulo. 

I.- FORMACIO~ Y ELEMENTOS ES~iCIALES DEL ARRENDAMIENTO. 

El arrendamiento en el Código de Napoleón presenta las -

mismas características que en el Derecho Romano. Cabe seña-­

lar que es factible arrendar toda clase de bienes muebles e -

inmuebles como se establece por el art:ículo 1713 CN, cabe tarn 

bién el arrendamiento de cosa ajena a través de la vía del --
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subarriendo. Cuando el arrendamiento ha sido verbal y una de 

las partes lo niega, no es admisible la prueba testimonial, 

siempre que no haya existido ningún cumplimiento al mismo -

(art. 1715 CN), de ahf que se desprenda el car~cter consen­

sual de este contrato. 

El precio, a diferencia del Derecho Romano, puede ser -­

muy módico y no obstante la naturaleza del contrato celebrado 

no varfa, lo cual se consideraba en el Derecho Antiguo, como­

un Mutuo o una Donaci6n. 

Existe el pago del precio en especie trat~ndose de arre~ 

damiento rastico. Por tanto, el precio del arrendamiento de-

be ser cierto, ya sea que consista en dinero o en especie, no 

importa la cantidad que se convenga entre las partes. 

II.- EFECTOS DEL ARRENDAMIENTO. 

Al igual que en el Derecho Romano, el arrendamiento es 

un contrato sinala~tico perfecto que produce obligaciones y 

derechos a las partes contratantes. 

l. Obligaciones del arrendador. A est~ respecto, el CQ 

digo de Napoleón reproduce las disposiciones creadas en el De 

recho Romano. Estas obligaciones, nos las menciona el artfc~ 

lo 171!1 CN, el cual establece tres obligaciones que son las­

m~s importantes y que necesariamente debe cumplirlas el arre~ 

dador: 

lo. A entregarle el arrendatario la cosa arrendada; 

2o. A mantener esa cosa en estado de servir para el uso 

para el cual haya sido arrendada; 
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3o. A hacer que, durante el tiempo del arriendo, goce -

pacíficamente de la misma el arrendatario. 

Existe una obligaci6n má'.s tratándose de bienes rústicos­

que consiste en asegurar la permanencia y la calidad de las -

plantaciones. 

2. Obligaciones del arrendatario. Son principalmente -

tres obligaciones a su cargo, aunque el C6digo de Napole6n ex 

presamente establece que son dos: 

la. Usar de la cosa arrendada como un buen padre de fa­

milia y según el destino que se JP. he!ya dC?d-:> por el 

arriendo o según el que se presuma de acuerdo con -

las circunstancias, a falta de convenci6n; y 

2a. Pagar el precio del arrendamiento en los tªrminos -

convenidos (art. 1728 CN). Como podemos apreciar,­

para dar una importancia mayor a las obligaciones -

del arrendatario la expresi6n romana de "como buen­

padre de familia•, prevalece. 

III. DE LOS RIESGOS E:i EL ARRENDAMIENTO 

El C6digo de Napole6n acoje al igual que en el Derecho­

Antiguo, el principio de "los riesgos son para el arrendador", 

de conformidad a las circunstancias que señala el propio C6g~ 

go. Tratándose de arrendamientos rústicos, cabe estipular -­

que el arrendatario puede tener a su cargo los casos fortui-­

tos, esta estipulaci6n debe ser expresa (art. 1772 CNJ, ade-­

más, s6lo comprende los casos fortuitos ordinarios, y por ta­

les el artículo 1773 nos señala el granizo, rayo, helada o -­

caída de las flores de la vid, del mismo modo, este artículo 
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comprende como casos fortuitos extraordinarios, a los estra-­
gos de guerra o inundación a la que no esté sujeto ordinaria­

mente el país; aunque estos últimos también pueden pactarse a 

cargo del arrendatario. 

IV.- EXTINCION DEL ARRENDAMIENTO. 

Además de las causas que prevee el Derecho Romano, en el 

Código de Napole6n encontramos que la variación del uso de la 
localidad arrendada es causa de extinción del contrato. Tra-

tándose de arrendamientos urbanos, el arrendañn- ~~ ~u~<l~ re­

solver el arriPn~~ ~~·~~~ aecLare que quiere ocupar por sí -­
mismo la casa alquilada salvo convenci6n en contrario, y de -

ser así, el arrendador está obligado a enviarle al arrendata­
rio, un 3viso con la anticipación que determine la costumbre­
del lugar (arts. 1761, 1762 CH), lo que no ocurría en el Der~ 

che Romano, en el cual no era necesario pactarlo en el contr~ 
to y mucho menos dar un aviso anticipado. 

En relación a los arrendamientos rústicos, al existir -7 

omisión sobre el término del contrato, la duraci6n no era de­

cinco años como sucedía con los romanos, sino se consideraba­

hecho por el tiempo necesario para que el arrendatario reco­

jiera todos los frutos de la heredad arrendada. Así, el -

arrendamiento de un prado, una viña y cualquiera otra finca 

cuyos frutos se recojan por completo en el curso del año, se­

considera hecho por un año, y el arriendo de tierra de labor­

cuando se divida por hojas o estaciones, se considera hecho -

por tantos años como hojas (art. 1774, CN.). Para dar térrni-

no a este contrato, debía existir un aviso dado por escrito -
por una de las partes a la otra, seis meses antes de este téE 

mino (art. 1775), ya que tambi~n el CN reconocía a la tácita­
reconducci6n con todos sus efectos, tal y como en el Derecho­

Rornano era admitida. 
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EL ARRENDAMIENTO EN EL CODIGO CIVIL DE OAXACA DE 1827-1828 

l. FORMACIÓN Y ELEMENTOS ESENCIALES DEL ARRENDAMIENTO 

l. OBLIGACIONES DEL ARRENDADOR, 

2. OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO, 

111, DE LOS RIESGOS EN EL ARRENDAMIENTO, 

IV. EXTINCIÓN DEL ARRENDAMIENTO, 
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En relaci6n al Código Civil de Oaxaca de 1827-1828, pod~ 

rnos afirmar que con respecto a la reglarnentaci6n que sobre el 

arrendamiento (contrato de locación en el Código de Oaxaca),­

realiza el propio Código, éste tornó como modelo al Código de­

Napoleón, del cual copia la mayor parte del capítulo que so-­

bre la locación contiene el ~ismo. Más corno lo considera el­

Doctor Raúl Ortiz Urquidi en su libro titulado "Oaxaca, cuna­

de la codificación iberoamericana", no se trata de una copia­

servil del Código de Napole6n, ya que podemos hallar algunas­

variaciones en el multicitado Código de Oaxaca. 

Este Código, como en el Derecho Romano y como el napo- -

leónica, regula las dos especies de locaci6n o arrendamiento, 

~~ ~~el¿, ~Q ~~ Cútid~ y ia ae obras, articulo 1288. Curiosa­

mente en su artículo 1291 realiza una clasificación del pre~ 

cio, diciéndonos que se llama alquiler al precio de la loca-­

ción de casas y de bienes muebles; y renta al precio que se -

paga por el arrendamiento de las heredades rurales. 

I.- FORMACION Y ELEMENTOS ESENCIALES DEL ARRENDAMIENTO. 

A este respecto, el Código Civil de oaxaca sigue el mis­

mo criterio que aplica el Código de Napoleón. 

II.- EFECTOS DEL ARRENDAMIENTO. 

l. Obligaciones del arrendador. Además de las expresa­

das por el Código de Napoleón, este código en su artículo - -

1298, impone la obligaci6n al arrendador de respetar el suba­

rriendo y aún la cesión del arrendamiento hecha por el arren­

datario a otro, a no ser que le haya sido prohibida al arren­

datario esta facultad, la cual puede serlo en todo o en parte, 
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estableciendo el misto artículo la rigurosidad de esta cláus~ 

la en el contrato. 

2. Obligaciones del arrendatario. Apárte de las menci~ 

nadas por el c6digo de Napole6n ya analizado en el apartado -

anterior, se le impc~e al arrendatario la obligaci6n de re?a­

rar las cerraduras y llaves de puertas.vidrieras, a no ser -­

que sean quebradas pe:: el granizo u otros accidentes extraor­

dinarios o de fuerza =ayer, salvo cláusula contraria, artícu-

lo 1328. Tratándose de heredades rurales, el arrendatario es-

tá obligado a advertí:: al propietario en un mes, de las usur­

paciones que se cometan en la heredad, bajo la pena de los ga~ 

tos e intereses, a::t:=~lo 1334. 

III.- DE LOS RIESGOS EN EL ARR.."!NDAMIENTO. 

En el C6digo que comentamos, se pravee que los riesgos 

son para el arrendado::- y en su artículo 1303 establece que si 

en el tiempo del arre..'"!damiento la cosa arrendada o alquilada­

es destruida en su totalidad por caso fortuito, el arrenda- -

miento cesa de pleno derecho; pero si la destrucci6n es par-­

cial, el conductor o a::-rendatario puede según las circunstan­

cias pedir o una rebaja del precio o la rcscisi6n del arrend~ 

miento, en ambos casos no ha lugar a alguna indemnización. En 

cuanto a la responsabilidad en caso de incendio considero peE 

tinente analizarla en el siguiente apartado en razón de que -

nuestro C6digo Civil de 1870 la contempla con mayor amplitud. 

IV. - EXTINCION DEL ARRENDAMIENTO. 

Además de las forrrcs ya vistas en los apartados anterio­

res, tambi€n podría rescindirse el contrato si el inquilino -
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no proveía la casa de los muebles necesarios, a menos que 

otorgara fianza suficiente para caucionar el alquiler, ya que 

estos muebles se presumían tácitamente hipotecados al pago de. 

los alquileres de la casa, artículos 1323 y 1324. 

Cabe hacer notar que los bienes muebles no son hipoteca­

bles, sólo lo son los bienes inrr.ucbles, por lo que hago oh-­

servar que el artículo 1323 incurri6 en una falla t~cnica al­

mencionar que los muebles se consideraban tácitamente hi?ote­

cados al pago de los alquileres, debiendo haber dicho que ta­

les muebles se consideraban tácitamente constituídos en ?ren­

da, para garantizar el pago de los alquileres. 

LJe igual modo, el arrendamiento rústico podía resci.":ldirse 

si el arrendatario no proveía de animales y utensilios a la -

heredad para su cultivo, o si no la cultivaba o la destinaba­

ª otro uso, o en general si no ctL~plía las cláusulas del 

arrendamiento produciendo así daño al arrendador, en tal ~aso 

el arrendatario estaba obligado al pago de daños e intereses­

que resultara.~ de la inejecuci6n del contrato. 



18 

EL ARRENDAMIENTO EN EL CODIGO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL 
Y TERRITORIOS DE LA BAJA CALIFORNIA (1870) 

l. FORMACIÓN Y ELEMENTOS ESENCIALES DEL ARRENDAMIENTO 

JI, EFECTOS DEL ARRENDAMIENTO 

2. OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO, 

III. DE LOS RIESGOS EN EL ARRENDAMIENTO. 

IV, EXTINCIÓN DEL ARRENDAMIENTO. 
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El C6digo Civil del Distrito Federal y Territorios de la 

Baja California contiene una regulación amplia del Contrato -

de Arrendamiento. Sus normas lo definen, en su artículo 306B, 

de la siguiente forma: •se llama arrendamiento al contrato -
por el que una persona cede a otra el uso o el goce de una c~ 

sa por tiempo determinado y mediante un precio cierto. Se -­

llama arrendador el que da la cosa en arrendamiento, y arrend~ 

tario el que la recibe". Para evitar la confusión que exis-­

tía en la legislación antigua por el uso de los términos -

arrendador y arrendatario, la ley fijó el sentido legal de ca 

da uno de ellos, llamando arrendador al dueño que da la cosa­

en arrendamiento, y arrendatario al colono o inquilin0 '!'-1C !.:.. 

recibe. Por r~~]~ ~~~~~~¡ se liama inquilino al que usa o g~ 

za, mediante una renta, los predios urbanos, y colono si los­

predios son r6sticos. 

I.- FORMACION Y ELEMENTOS ESENCIALES DEL ARRENDAMIENTO. 

En principio, el que no fuere dueño de la cosa, sólo po­
drá arrendarla si tiene la facultad de celebrar este contrato, 

ya en virtud de autorización expresa del dueño, ya por dispo­

sici6n de la ley 'cart. 3070). Sólo puede contratarse a nom-­

bre de otro cuando haya autorización de él o de la ley, así -
es que, no sólo se requiere que la autorización sea expresa,­

sino también que proceóa del que fuere dueño de la cosa que se i!!_ 

tenta arrendar, porque el arrendamiento, bajo cierto aspecto, 

es una especie de enajenación. En el primer caso, con la au­

torización del dueño, la constitución del arrendamiento se su 

jetará a los límites que ella designe; y en el segundo, a los 

que la ley ha fijado al marido, al tutor, al albacea y a los­

demás administradores de bienes ajenos (art. 3071). Los apo­

derados o mandatarios deben sujetarse siempre a los términos­

del mandato, porque fuera de ellos sería lo mismo que no ser-
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apoderado, siendo nulos todos los actos que practiquen a nom­

bre de otro por falta de representaci6n o capacidad. 

No puede arrendar el copropietario de cosa indivisa sin­

consentimiento de los otros copropietarios, o de quien los r~ 

presente (art. 3072). Uno de ~os copropietarios no puede di~ 

poner de una manera absoluta de una cosa cuya propiedad pert~ 

nece también a otros. Estos, para défender sus derechos, pu~ 

den ejercitar la acción de nulidad del arrendamiento celebra­

do sin su :voluntad, el cual, si cesa la indivisi6n, quedará -

sin efecto respecto de aquel de los copropietarios que no co~ 

sinti6; si bien el arrendatario podrá indemnizarse de quien­

le arre.nd6. 

Se prohibe a los magistrados, a los jueces y a cuales- -

quiera otros empleados públicos, tornar en arrendamiento por -

sí o por interp6sita persona, los bienes que deben arrendarse 

en virtud de juicio o de repartici6n en que aquellos hayan i~ 

tervenido (art. 3074}. La posición de las personas menciona­

das, el conocimiento que tienen de los bieres y el prestigio de­

su autoridad, podrían hacer que fácilmente consiguieran en -­

arrendamiento dichos bienes por un precio ínfimo, con perjui­

cio de los propietarios. Además, hay una razón de interés pQ 

blico, y es que los funcionarios mencionados no darían la ga­

rantía de imparcialidad y justificación, si pudieran tener a~ 

gún interés en los bienes que fueron materia de juicio. Se -

prohibe a los miembros de los establecimientos públicos tomar 

en arrendamiento por sí o por interpósita persona los bienes­

que a estos pertenezcan (art. 3075). La analogía que existe­

entre estos funcionarios y los anteriores que he citado, me -

excusa de repetir aquí las razones que fundan este precepto.­

,En cuanto al arrendamiento de cosa ajena sin facultad de cel~ 

brar el contrato, es decir, sin autorizaci6n del dueño ni de­

la ley, será válido de una manera abstracta, en cuanto a que-
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realmente existen derechos y obligaciones entre los contrata~ 

tes que han obrado de buena fe, pero nunca en el sentido de -

que el propietario deba reconocer y respetar el arrendamiento 

hecho sin su consentimiento en cosas de su propiedad. 

El arrendamiento puede hacerse por el tiempo que conven­

ga a los contratantes, salvo lo que para casos determinados -

establezca la ley {art. 3077), si no se fijara plazo vendría­

ª ser indefinido, y equivaldría a una especie de enajenación, 

no ya del uso sino de la cosa misma. La determinación del 

tiempo que debe durar este contrato, es no sólo de interés 

particular, sino público, porque si las partes a su arbitrio­

pudieran terminar el contrato, resultaría perjudicada cual- -

quiera ae e.llas, la una por la dificultad de encontrar arren­

datario o de cultivar la finca por sí misma, y la otra por la 

imposibilidad en que se encontraría muchas veces de abandonar 

la finca sin encontrar otra con qué sustituirla. Además, no -

estando determinado el plazo del arriendo, resultarían perju~ 

cios al propietario, que no podría awnentar la renta ni mejo­

rar la finca que con el transcurso del tiempo debía producir-

una renta mayor. La renta o precio del arrendamiento puede -

consistir en una suma de dinero o en cualquiera otra cosa - -

equivalente, con tal que sea cierta y determinada (art. 3078), 

el pügo puede hacerse con cualquiera cosa equivalente, siem-­

pre que en ello consienta el propietario. 

El arrendamiento debe otorgarse por escrito cuando la -­

renta pase de trescientos pesos anuales (art. 3079). En esto 

no se ha hecho más que seguir lo que se ha establecido en la­

mayor parte de los contratos, eligiéndose generalmente la ca~ 

tidad de trescientos pesos como límite máximo de la forma veE 

bal. Si el predio fuere rústico y la renta pasare de mil pe­

sos anuales, el contrato se otorgará en escritura pública 

(art. 3080), porque siendo estos arrendamientos para largo --
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tiempo por lo general, su valor soporta los gastos de escrit~ 

ra pública, el contrato tendrá más seguridad y prevendrá las-

dificultades y litigios que pudieran ocasionarse. La forma -
del arrendamiento de los bienes nacionales y de cualquier es-

tablecimiento público, 

trativas (art. 3081). 

se regirá por las ordenanzas adminis-­

Los bienes que pertenecen a la Unión,-

a ·1os Estados y al Municipio, que aunque se rigen por sus re­

glamentos especiales, en defecto de ellos podría aplicarse el 

derecho común. 

II.- EFECTOS DEL ARRENDA.~IENTO. 

Celebrado el contrato de . .;i.rrendamiento, por su naturale­

za es bilateral; desde el mo~to de su perfecci6n nacen oara 

ambos contrayentes obligaciones--~derechos recíprocos que~ son 

en su ejecuci6n el resultado final del pacto. 

l. Obligaciones del arrendador. El arrendador está - -

obligado, aunque no haya pacto expreso: 

a) A entregar al arrendatario la finca arrendada con t~ 
das sus pertenencias y en estado de servir para el uso conoci:_ 

do; y si no hubo convenio expreso, para aquél a que por su -­

misma naturaleza estuviere destinada. Esta obligación se de­

riva inmediatamente de la naturaleza del arrendamiento. y s1n 

ella no puede existir el contrato mismo. El arrendador debe 

entregar la cosa en buen estado y con todas aquellas condici~ 

nes y accesiones que conducen al uso para que ha sido arrend~ 

da; y si este uso no ha sido convenido expresamente, debe su­

ponerse que la intención de los contratantes ha sido que la -

cosa se emplee de una manera confor::ie a su naturaleza. Res-­

pecto a la obligación de hacer también la entrega de las per­

tenencias o accesiones de la cosa, esta obligación no es de -
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la esencia del arrendamiento como la primera, y por tanto, s~ 

lo subsistirá cuando no sea derogada por convención expresa -

de las partes. La entrega debe verificarse en el tiempo con­

venido o en la época consagrada por el uso de cada lugar, o -

cuando el arrendatario lo pida. Así es que por solo el retaE 

do de la entrega, si hubo época convenida, podrá el arrendat~ 

río reclamar una indemnización, sin perjuicio de llevar ade-­
lante la ejecución del contrato, si le conviniere, o bien ten 

drá derecho a la rescisi6n del arrendamiento y a demandar al­

arrendador los daños y perjuicios que se le hubieren ocasion~ 
do.· La entrega de la cosa se hará en el tiempo convenido; y­

si no hubiere convenio, luego que el arrendador fuere requeri 

Faltándose a la entrega, 

falta el orí.gen de la obligaci6n, y por consiguiente, será -­
rescindible ésta y exigibles los daños y perjuicios que por -

falta de cumplimiento se ocasionaren. Además los gastos de. -

la entrega propiamente dicha, son·por cuenta del arrendador,­

menos los gastos de escritura, que serán por mitad, salvo co~ 

venio en contrario. 

b) El arrendador está obligado a conservar la cosa -

arrendada en el mismo estado durante el arrendamiento, haci.enoo t:a.ra 

ello todas las reparaciones necesarias. Esta obligación, au~ 

que procede de la misma naturaleza del arrendamiento, no es -
esencial, sino que puede renunciarse, porque si el propieta-­

rio percibe los frutos civiles de su cosa, debe soportar -
igualmente las cargas. Si el arrendador no cumpliere con ha-

cer las reparaciones necesarias para el uso convenido o al -­

que está destinada la cosa, quedará a la elección del arrend~ 
tario rescindir el arrendamiento, u ocurrir al juez para que­

estreche al arrendador al cumplimiento de la obligación (art. 
3148). 
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e) El arrendador está obligado, en tercer lugar, a no -

turbar ni embarazar en manera alguna el 'lSO de la cosa arren­

dada, a no ser por causas de reparaciones urgentes e indispe~ 

sables. 

d) A garantir el uso o goce pacífico de la cosa por t~ 

do el tiempo del contrato, y 

e) A responder de los perjuicios que sufra el arrendat~ 

rio por los defectos o v~cios de la cosa anteriores al arren­

damiento (art. 3082). 

2. ~L arrendatario está 

obligado a: 

a) Satisfacer la renta o precio en el tiempo y forma -­

convenidos. 

b) Responder de los perjuicios que la cosa arrendada S_!! 

fra por su culpa o negligencia, o la de sus familia­

res y subarrendatarios, y 

c) A serv:irse de ·1a cosa solamente par;:¡ el uso conveni­

do o conforme a la naturaleza de ella (art. 3092). 

La primera obligación es tan esencial que sin ella no 

puede concebirse el contrato de arrendamiento. El pago, a 

falta de convenio expreso, debe hacerse en los plazos que fi­

je la costumbre, es decir'· por meses vencidos si el predio es 
urbano, y por tercios también vencidos si el predio es rasti­

co (art. 3094). Estos plazos deben contarse desde el día en­

que se entrega la cosa arrendada, porque s6lo desde entonces­
empieza el uso o goce del inquilino. Así lo afirma la ley 

cuando ordena que el arrendatario no está obligado a pagar la 
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renta sino desde el día en que recibe la cosa arrendada, sal­

vo pacto en contrario (art. 3093), y por esto es que hasta el 

día en que verifique la entrega de la cosa arrendada, el -
arrendatario está obligado a pagar la renta. (art. 3099). 

El arrendatario está obligado a pagar la renta en la es­

pecie de moneda convenida, y si esto no fuera posible, en la­
cantidad de moneda corriente que corresponda al valor real de 

la moneda convenida (art. 3098). Si el precio del arrenda- -
miento debiere pagarse en frutos, y el arrendatario no los e~ 

tregare en el tiempo debido, estará obligado a pagar en dine­
ro el mayor que tuvieren los frutos en todo el tiempo transcu 

rrido {art. 3100). 

En cuanto a la segunda obligación del arrendatario, éste 

debe usar y cuidar de la cosa arrendada como un diligente pa­

dre de familia suele hacerlo de las suyas propias; de suerte­

que, si por no conducirse así el arrendatario, o por otra ca~ 

sa imputable, sufre la cosa deterioro proveniente de él mismo 

o de las personas de su familia, deberá indemnizar al que - -

arrend6 de los males causados. 

La tercera o~ligaci6n del arrendatario se refiere al uso 
de la cosa arrendada. Es necesario que la cosa sea usada co~ 

forme al convenio o a su naturaleza, es decir, que el uso que 

se haga de ella no cause al propietario daños no previstos en 
el contrato; de tal modo que el arrendatario faltará a su - -

obligación cuando el uso sea contra lo convenido, o aunque no 

lo sea, siempre que cause daños al arrendador, porque su con­

ducta en este caso estaría muy lejos de asemejarse a la de un 
buen padre de familia. Hay ciertos cambios tan accidentales­

en la cosa arrendada, que en nada perjudican al propietario,­

pudiendo por lo mismo hacerse libremente por el arrendatario, 
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lo mismo que todo aquello que no exigiendo una transforma-­

ci6n material de la cosa, conserva ésta en conjunto su pri~ 

cipal destino, pero todo cambio contrario a las buenas cos­

tumbres, como el establecimiento de un comercio il~cito o 

que cause alguna incomodidad grave al propietario o a los 

demás inquilinos, podrá ser un motivo bastante para exigir­

indemnizaci6n y la rescisi6n del contrato. 

La obligaci6n de no variar la forma de la cosa arrend~ 

da, es común al arrendador y al arrendatario. Este no pue-

de, sin consentimiento escrito del arrendador, variar la -­

forma de la cosa arrendada; y si lo hace, debe, cuando la -

devuelva, restablecerla al estado en aue la recihi6, ~i~nao 

además responsable de todos los daños y perjuicios (art. --

3117). Entre las obligaciones del arrendatario he enumera­

do la de conservar y devolver la cosa en el estado en que -

la recibió, obligación que no podría cumplir si le fuera ll 
cito variar la forma de ella sin el consentimiento del due­

ño. El arrendatario tiene aún otra obligación, que es la -

de restituir la cosa al concluir el arrendamiento, pero si­

ésta ha dejado de existir por su culpa, deberá pagar su es­

timación. 

Si el arrendatario ha recibido la finca con expresa -­

descripción de las partes de que se compone, debe devolver­

la, al concluir el arriendo, tal como la recibió, salvo la­

que hubiere perecido o se hubiere menoscabado por el tiempo 

o por causa inevitable (art. 3124). La ley ~resume que el­

'~rrendatario que admiti6 la cosa arrendada sin la descrip-­

ción expresada anteriormente, la recibi6 en buen estado, ~­

salvo prueba en contrario (art. 3125). 

El arrendatario no puede rehusarse a hacer la entrega­

del predio, terminado el arrendamiento, ni aún bajo el pre-
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texto de mejoras, sean estas Gtiles o necesarias, (art. 3126) 

porque el propietario, ya por los t~rrninos del convenio, ya­

por el simple derecho de propiedad, pudo contraer nuevos co~ 

premisos en el supuesto de la devoluci6n de la finca, termi­

nado que fuera el arrendamiento. Por otra parte, el arrend~ 

tario tendrá que justificar plenamente las mejoras, así como 

la necesidad o autorizaci6n que tuvo para hacerlas. Su dere 

cho, pues, no es tan claro y evidente como lo es el del pro­

pietario, debiendo preferirse por lo mismo el que sea de me­

jor condici6n. En cuanto a las mejoras que deben abonársele 

al arrendatario, no hay duda que son aquellas que hizo no~ -

ur.~~~~~ ~==~~~Cu~, y las cuaies habría hecho el mismo arren­
dador que tratara de conservar la cosa arrendada, aunque es­

ta consideraci6n, no lo autoriza para no entregar la cosa -­

arrendada; pero el arrendatario no podrá cobrar las mejoras­

Gtiles y voluntarias hechas sin autorizaci6n del arrendador, 

si bien puede llevárselas, si al separarlas no se sigue dete 

ria a la finca (art. 3127). En el arrendamiento de predios­

rústicos por plazo determinado, debe el arrendatario, en el­

Gltimo año agrícola que permanezca en el fundo, permitir a -

su sucesor o al dueño en su caso, el barbecho de las tierras 

que tenga desocupadas y en el que él no pueda verificar ya -

nueva siembra, así como el uso de los edificios y demás me-­

dios que fueren necesarios para las labores preparatorias -­

del año agrícola siguiente (art. 3128). El permiso que el -

arrendatario debe conceder al dueño o nuevo arrendatario pa­

ra el barbecho de las tierras desocupadas y que no pueden -­

ser preparadas para otra siembra, no será obligatorio sino 

en el período y por el tiempo rigurosamente indispensable, 

conforme a las costumbres locales, salvo convenio en contra­

rio (art. 3129). Si al dueño o nuevo arrendatario fuera lí­

cito usar los terrenos o edificios por más tiempo del rigur~ 

samente indispensable para preparar los terrenos, sería lo -
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mismo que limitar el tiempo del arrendamiento por la volun-­

tad de uno solo de los contratantes. 

Terminado el arrendamiento, tendrá a su vez el arrenda­

tario saliente derecho para usar de las tierras y edificios­

por el tiempo absolutamente indispensable para la recolec- -

ci6n y aprovechar.iiento de los frutos pendientes al terminar­

el contrato (art. 3130), primero, porque los derechos y obli 

gaciones de arrendador y arrendatario deben ser rec!orocos,­

Y segundo, porque si no se le concediera el derecho de usar­

de las tierras y edificioc; ""~ ":~~~:''2. ::.=...::;::..:_o..;.;_.:.i..uac.uL~ .inól.spen­

sable para la reco1ecci6n y aprovechamiento de los frutos, 

se limitaría el derecho adquirido en virtud del contrato. -­

Por otra parte el arrendador no s61o está obligado al cumpli 

miento de lo expresamente pactado, sino también a todas las­

consecuencias que, según su naturaleza, sean conformes a la­

buena fe, al uso o a la ley, como todo contratante, y si de­

alguna de estas fuentes le nace una obliyaci6n, debe induda­

blemente cumplir con ellas. 

El arrendatario no puede subarrendar la cosa en todo ni 

en parte, sin consentimiento del arrendador, -si lo hiciere,­

responderá solidariamente con el subarrendatario de los da-­

ños y perjuicios (art. 3118). 

Si el subarriendo se hiciere en virtud de autorizaci6n­

general concedida en el contrato, el arrendatario será res-­

pensable al arrendador como si él mismo continuara en el uso 

o goce de la cosa (art. 3119). Cuando exista consentimiento 

del arrendador, es necesario distinguir la autorizaci6n gen~ 

ral para subarrendar, de la aprobaci6n de un subarriendo es­

pecial. La primera no puede libertar al arrendatario de la-
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responsabilidad, puesto que muy probablemente el arrendador­

muchas veces no tendrá ni aun noticia del nuevo contrato, p~ 
ro si aprueba el que se ha celebrado, en realidad no hay su~ 

arriendo sino nuevo arrendamiento. 

El arrendador goza del privilegio de preferencia para -
el pago de la renta y demás cargas del subarrendamiento so-­

bre los muebles y utensilios del nuevo arrendatario existen­

tes dentro de la cosa, y sobre los frutos de la cosecha rés-: 

pectiva si el predio fuere rústico (art. 3120). Si e1·~~~ert_ 
dador aprueba expresamente el contrato aspecial de subarr-ie~ 
do, el subarrendatario queda subro~~n~ ~~~vs ~os derechos 

~ ~!:>!is;-.:....:..:ivufds del. arrendatario, a no se= que por conven·io 7-. 

se acuerde otra cosa {art. 3121). El subarrendatario que no 

cumple la obligaci6n de servirse de la cosa solamente para -

el uso convenido o conforme a la naturaleza de ella, e~ res­

ponsable de los daños y perjuicios, y en este caso, el ~~re~ 
dador tiene derecho de exigir la rescisión del contrato por­

haberse subarrendado sin su consentimiento expreso. El der~ 

cho que se reconoce al arrendador se reco~oce bajo el supue~ 
to de que el subarriendo se haya hecho en virtud de autoriz~ 

ci6n general, porque si hubiere sido aprobado especialmente­
por el propietario, el arrendatario quedará libre y el suba­

rrenda~ario subrogado en todos sus derechos y obligaciones. 

III. - DE LOS RIESGOS EN EL ARRENDAMI~lTO •. 

Aún después de entregar la cosa y de mantenerla en el -

estado debido durante el tiempo convenido en el contrato, el 

propietario no habrá cumplido con todas sus obligaciones si­

no garantiza al arrendatari.o el uso .pacifico de la cosa. E_!! 
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te puede ser perturbado por varias causas: 

a) Por hechos del propietario que por actos propios i~ 
quiete al inquilino; 

b) Por hechos o pretensiones de tercero; 

c) Por defectos o vicios ocultos de la cosa; y 

d) Por fuerza mayor o caso fortuito. 

En la primera causal de ?~=~~Lvaci6n, claro es que el -
arrend~~w~iu no debe sufrir los perjuicios que de ella pro-­
vengan, a no ser que voluntaria y expresamente haya querido­
someterse a ellos en el contrato. Esta observací6n es coman 
a toda especie de perturbaciones. De lo anterior se despre~ 
de que no habiendo convenio expreso posterior al contrato, 

toda extensión o constitución de servidumbre que existía o -
no antes de ~l, y que sería causa de molestias para el arre~ 
datario; toda cosecha de frutos o participación en el goce -
de la cosa arrendada, toda privación o limitación que en el­
uso de las dependencias o accesorios de l.a cosa se le infie­
ra al inquilino, todo arrendamiento que el propietario haga­
en la misma casa con detrimento de la moral o de la salud de 
l.a familia del arrendatario, todos esos hechos que perturban 
el goce de la cosa arrendada, son de cuenta del propietario, 
que por esta razón está sujeto al pago de daños y perjuicios. 

El arrendador no podrá, durante el arrendamiento, mudar 
la forma de la cosa arrendada ni intervenir en el uso legiti 

mo de ella, salvo que las reparaciones sean urgentes e índi2 
pensables (art. 3084), en efecto, si el propietario tiene la 
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obligaci6n de conservar la cosa ·en el m·ismo estado en que la 

entreg6, justo es que si hace las reparaciones necesarias, -

no se le grave con la obligación de pagar daños y perjuicios 

por estorbar de ese modo el uso de la cosa arrendada; pero -

tampoco se debe gravar al arrendatario con el pago de la re!!_ 

ta mientras dure el impedimento del uso total de la cosa, de 

manera que el arrendatario que por causa de reparaciones - -

pierde el uso total o parcial de la cosa, no tiene obliga- -

ción de pagar renta mientras dure el impedimento, o de pedir 

la reducción parcial de la renta a juicio de peritos, o de -

rescindir el contrato cuando la p~rdida del uso fuere total, 

y aún cuando fuere parcial si la reparación dura más. de dos­

rneses (art. 3116). si el arrendatario no hace uso del dere­

cho que tiene para rescindir el contrato, hecha la repara- -

ción podrá continuar en el uso de la cosa, pagando la misma­

renta hasta que termine el plazo del arrendamiento. 

La segunda de estas perturbaciones son de dos clases: 

las que provienen de personas que pretenden tener derechos 

sobre la cosa arrendada, y las que provienen de terceras peE 

senas sin razón alguna de derecho. La perturbaci6n de dere­

cho es la que resulta de la demanda de un tercero que recla­

ma la propiedad, la posesión, el uso, el usufructo o algún -

desmembramiento de la misma prop_iedad. Hay, no obstante, 

responsabilidad por parte del arrendador, ya sea de buena o­

de mala fe, cuando el arrendatario haya recibido la cosa ig­

norando que aquel que se la arrendó no podría hacerlo, o que 

un tercero podría perturbarle en la posesión, pues de lo co!!_ 

trario su mala fe le priva de todo derecho a la evicción o 

saneamiento, lo mismo que obliga a los daños y perjuicios. 

Las simples pretensiones de tercero, sin ninguna pertuE 
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baci6n material, no produce en favor del arrendatario ningu­

no de los derechos mencionados, porque la raz6n para recla-­

mar la rescisi6n o la indemnizaci6n consiste en habérsele -­

privado o molestado en el uso o aprovechamiento que el pro--

pietario está obligado a garantirle. El arrendatario está -

obligado a poner en conocimiento del propietario, en el más­

breve término posible, toda usurpaci6n o novedad dañosa que­

otro haya hecho o abiertamente prepare en la cosa arr~ndada­

(art. 3113). También está obligado el arrendatario a poner­

en conocimiento del dueño, con la misma urgencia, la neces3.­

dad de todas las reparaciones (art. 3114). En ambos casos -

será responsable el arrendatario de los daños y perjuicios -

g~~ puL tiu negL1gencia se ocasionaren al propietario (qrt. 

3115), porque tácitamente se oblig6 a usar de la cosa como 

buen padre de familia, que no permitiria perder su patrimo-­

nio ni consentiría en que se le impidiera el goce pacífico­

de l!il. 

La perturbaci6n de mero hecho será únicamente por cuen­

ta del arrendatario, quien por lo mismo tendrá el derecho de 

perseguir a los autores del mal. La raz6n es, que no prete_!l 

diéndose ningún derecho sobre la cosa, y no atentándose sino 

contra el goce personal del arrendatario, él es quien debe -

defenderla, porque él y no otro es el atacado. Si embargo,­

no por eso deja de tener la obligaci6n de dar el aviso res-­

pectivo al propietario y de responderle por los daños y per-

juicios que su negligencia le ocasione en los mismos térrni 

nos señalados para el caso de perturbaci6n de derecho. La -

obligaci6n que el arrendador tiene de garantir el uso o goce 

pacífico de la cosa por todo el tiempo del contrato, no com­

prende los embarazos que provengan de meros hechos de terce­

ro ni los ejecutados en virtud de abuso de la fuerza (art. -
3086). 
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La tercera causa de perturbaci6n consiste en los defec­

tos o vicios ocultos de la cosa, los cuales, por regla gene­

ral, son por cuenta del propietario en todo tiempo. Cuando­

se dice que el arrendador está obligado a responder de los -

perjuicios que sufra el arrendatario por los defectos o vi-­

cios ocultos de la cosa, anteriores al arrendamiento, la ley 

se ha referido únicamente a les perjuicios causados en el -­

uso o goce de la cosa arrendada, y no en la misma, los que -

evidentemente serían por cuenta del dueño. 

Refiriéndonos a la perturbaci6n por caso fortuito o - -

fuerza mayor .. ouedo anunti'lr cru~ coni=nrni~ ~ ~-="' 10:,., ~~. ::-0; '="2. 

so fortuito o por fuerza mayor se impide totalmente al arren 

datario el uso de la cosa arrendada, no se causará renta - -

mientras dure el impedimento (art. 3101). Si s6lo se impi-­

diere en parte el uso de la cosa, podrá el. arrendatario pe-­

dir J.a reducci6n de J.a renta, a juicio de peritos (art. 3102) 

sin embargo, los contratantes pueden convenir lo contrario,­

obligándose el uno a responder por el caso fortuito o fuerza 

mayor, o el otro a pagar la renta, aunque se le impida el -­

uso o goce pacífico por las causas dichas (art. 3103). Para 

los efectos legales de este c6digo, por fuerza mayor se en-­

tienden los hechos que provienen de la voluntad del hombre y 

no pueden preverse ni evitarse, y por caso fortuito los he-­

ches que provienen de la naturaleza. Tanto el caso fortuito 

corno la fuerza mayor no son, por regla general, imputables a 

nadie, por la raz6n de que la inteligencia humana ni los pu~ 

de prever ni resistir. De esta manera, el arrendador no es­

tá obligado a los daños y perjuicios que estos acontecimien­

tos produzcan al arrendatario por la perturbaci6n del. uso o­

goce de la cosa, ~s no siendo menos cierto que el irnpedirne~ 

to ocasionado, ya sea total, ya parcial, no puede equitativ~ 

mente, ser imputable al arrendatario, no hay motivo para que, 
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impedido en el uso o goce que se la había ofrecido prestarle, 

no tenga derecho para exigir, según los casos, o una resci-­

si6n o una disminución de renta. 

La fuerza mayor o caso fortuito pueden hacerse sentir -

principalmente: 

I. Sobre la misma cosa destruyéndola en su totalidad­

º en parte; 

ii. 

ríos o pertenencias; 

III. Sobre el destino que se da a la cosa. 

Si lo que se impide o se pierde es el uso o goce de la­

cosa que consista en la producción de los frutos, no hay lu­

gar a la disminución ni a rescisión, porque el arrendatario­

de predio rústico no tiene derecho de exigir disminuci6n de­

la renta, si durante el arrendamiento se pierden en todo o -

en parte los frutos o esquilmos de la finca (art. 3105). Si 

la privación del uso o la pérdida de los frutos o esquilmos­

provenienen de hecho directo o indirecto del arrendador, el­

arrendatario puede exigir la disminución total o parcial de­

la renta o la rescisión del contrato, así como el pago total 

de los daños y perjuicios que le hubieren ocasionado (art. -

3106). 

El arrendatario es responsable del incendio, a no ser 

que sobrevenga de caso fortuito, fuerza mayor o vicio de -

construcción (art. 3107). Por regla general, el arrendata-­

rio responde del incendio siempre que ha habido por su parte 

siquiera un principio de culpa. Además, pesando sobre el --

arrendatario la obligación de entregar la cosa en el mismo -
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estado en que la recibió, sin más deterioros que los causa-­

dos por el tiempo y el uso indispensable, no puede quedar li 

bre de toda responsabilidad entregando los restos de la cosa 

incendiada, a no ser que el incendio provenga de caso fortui 

to o fuerza mayor, u otra causal independiente de su volun-­

tad, en cuyo caso a él le tocare la prueba de su inocencia o 

imposibilidad de impedir el siniestro. 

La responsabilidad del arrendatario no se limita sola-­

mente al propietario, pues su naturaleza comprende a todos -

los perjudicados, y por esta razón los propietarios e inqui­

linos vecinos ¿erjudicados por el incendio, no tendrán ac- -

ción contra el dueño si~o contra el arrendatario culpable. 

En este sentido se expresa la ley cuando enseña que la res-­

ponsabilidad del arrendatario, en caso de incendio, compren­

de no sólo el pago de los daños y perjuicios sufridos por el 

propietario, sino el de los que se hayan causado a otras peE 

sonas, siempre que provengan directamente del incendio (art. 
3112). 

La presunción de culpa, sólo debe entenderse respecto -

del propietario, porque sólo para con él está obligado el -­

arrendatario a entregarle la cosa en el mismo estado en que­

la recibió. El propietario, al demandar al arrendatario, lo 

demanda por falta de cumplimiento de su obligación, para lo­

cual le basta probar que la cosa no está en el mismo estado­

en que la entregó, puesto que ha sido incendiada; al arrend~ 

tario le tocará entonces probar sus excepciones, si las tie­

ne, y que consistirán en el caso fortuito o fuerza mayor, o­

algún otro accidente insuperable o independiente de su volu~ 

tad. No sucederá lo mismo cuando el actor sea cualquiera -­

otra persona, porque entonces el fundamento de la acción no­

es la falta de cumplimiento de una obligación, sino una cul-
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pa de negligencia o imprudencia, hechos cuya prueba segura--

mente toca al actor. Por tanto, los arrendatarios de una --

misma casa, los propietarios y arrendatarios de las vecinas, 

deben probar el delito o cuasi-delito, para poder cobrar la­

indemnizaci6n, mientras que el propietario tiene una acci6n­

más expedita. Parece que la misma regla debe observarse 

cuando el incendio ha sido presuntivamente originado por un­

subinquilino, pues éste, lo mismo que el arrendatario direc­

to, s6lo está obligado a probar que el incendio no fué por -

culpa suya, en el caso de ser demandado por su arrendador o­

por el propietario en su caso. 

Si son varios los arrendatarios, todos son mancomunada­

mente responsables del incendio, a no ser que se pruebe que­

éste comenz6 en la habitación de alguno de ellos, quien en -

tal caso será el solo responsable (art. 3109). Si alguno de 

los arrendatarios prueba que el fuego no pudo comenzar por -

su habitací6n, quedará libre de responsabilidad (art. 3110). 

Incendiada una finca habitada por varios, cada arrendatario 

estará obligado, para librarse del pago de la indernnizaci6n, 

a probar que no fué por su culpa, pues no hay motivo para -­

que la presunción de culpa exista cuando hay un solo arrend~ 

tario y no cuando son varios. El arrendatario que ha pagado 

por todos en ~írtud de ia solidaridad, tiene derecho de rep~ 

tir contra cada uno la parte que le toque, no proporcionada­

ª la renta de sus respectivas viviendas, sino por persona a­

parte civil, porque la culpa recae sobre todos ellos. 

Si el arrendador ocupa alguna parte de la casa, será -­

considerado como arrendatario respecto de la responsabilidad 

(art. 3111). Esto se entiende respecto de los daños y per-­

juicios en caso de condenaci6n. El propietario que habita -

una parte de su casa, debe ser mancomunadamente responsable-
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con los demás arrendatarios, y como bajo este aspecto existe 

igual presunci6n de que el incendio ha empezado por unas co­

mo por otras habitaciones, s6lo probando el propietario que­

el fuego no empez6 por la parte que ocupaba, podrá demandar­

a los arrendatarios y obligarlos a la indemnizaci6n, si a su 

vez no prueban su inculpabilidad. Las circunstancias que ex 

cluyen la responsabilidad de todo arrendatario, o en otros -

t~rmi~os, la presunci6n contra éste desparece probándose que 

hubo caso fortuito, fuerza mayor o vicio en la construcci6n. 

Tampoco responde el arrendatario, del incendio que se -

~•Q.,l•a. Cúl:lUH..i..Cd.Ü.O Ü.~ Utld Cd.Sd Vt:CÍna, a pesar Oe haberse teni­

do la vigilancia que puede exigirse a un buen padre de fami­

lia (art. 3108), porque no hubo culpa alguna de su parte. 

I\'. EXTINCION DEL ARRENDAMIENTO. 

El arrendamiento puede terminar: 

a) Por haber terminado el plazo fijado en el contrato­

º satisfecho el objeto para el que la cosa fué -

arrendada; 

b) Por convenio expreso; 

c) Por nulidad; y 

d) Por rescisi6n (art. 3134). 

Como ya lo he mencionado, el tiempo o es determinado en 

el contrato, o se fija por la ley. En el contrato es deter­

minado de dos maneras: o fijando plazo, o señalando objeto.­

En ambos casos, si el arrendamiento se ha hecho por tiempo -
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deterz;:iinado, concluye en el d!a prefijado, o en el que quede 

satisfecho el objeto, sin necesidad de desahucio (art. 3135). 

Si después de terminado el arrendamiento continúa el arrend~ 

tario sin oposici6n en el goce y uso del predio, y ~ste es -

rústico, se entenderá renovado el contrato por otro año la-­

brador (art. 3136). Se llama año labrador, el espacio de -­

tiempo necesario según las circunstancias del terreno y las­

condiciones de la siembra, para cosechar los frutos, ya sea­

ese tiempo menor, ya sea mayor que el año civil (art. 3137), 

pero si el predio fuere urbano, el arrendamien~o no se ten-­

drá por renovado, y el arrendatario deberá pagar la renta 

que corresponda al t_i~rr+::'""" ":'".::: ::;:ccc'!.:.. ~:. üt:.L. contrato, con 

arreglo a lo que pagaba (art. 3139). 

Este c6digo, admite la tácita reconducci6n para los pr~ 

dios rGsticos, por que en cuanto a los urbanos, dice termi-­

nantemente, que el contrato de arrendamiento no se tendrá -­

por re~o-.rado. En los casos de tácita reconducci6n, s6lo se­

entenderán renovadas todas aquellas cláusulas y condiciones­

que dependen única y exclusivamente de la voluntad de las -­

partes, pero no aquellas que dependen de la concurrencia o 

voluntad de un ter~ero, por extenderse a un tiempo no co~­

prendido en la convención, en consecuencia, cesa, en tal ca­

so, las obligaciones otorgadas por un tercero para la seguri 

dad del arrendamiento, salvo convenio en contrario (art.3140). 

El segundo modo de terminar el arrendamiento es el con­

venio expreso que, es la ley de los contratos, y que deberá­

curnplirse, menos en lo que perjudique los derechos de terce­

ro (art. 3141). 

El arrendador puede exigir la rescisión del contrato en 

general por falta de cumplimiento a las condiciones conveni-
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das, y además en los casos siguientes: 

l. Por falta de pago de la renta en los plazos conveni 

dos, y a falta de convenio, por meses vencidos, si el predio 

arrendado es urbano, y por tercios también vencidos si el -­

predio es rústico. La falta ~ uno de los plazos señalados 

para el pago de la renta basta para privar al arrendatario 

del derecho de exigir el cumplimiento del contrato. Los de­

rechos y las obligaciones de los contratantes deben ser recí 

procos, y si el arrendatario ha faltado, no tiene derecho de 

obligar al arrendador, por faltar la reciprocidad. 

2. El arrendador puede exigir la rescisi6n del contra­

to por el uso 'de la cosa en contravencHSn de lo pactado o -­

contra la naturaleza de ella, porgue no solamente se falta 

al convenio, sino que se causan perjuicios o incomodidades 

al dueño, que en muchos casos pueden ser irreparables; y 

3. Por el subarriendo de la cosa sin consentimiento -­

del arrendador, ya sea especial, ya general, que se le haya­

concedido en el contrato (art. 3144). 

Siempre que se rescinda el ccntrato por falta del arren 

datario, tendrá éste obligaci6n de pagar el precio del arren 

damiento por todo el tiempo que corra hasta que pueda cele-­

brarse otro; además de los daños y perjuicios que se hayan -

causado al propietario (art. 3145) • Aunque por regla gene-­

ral los daños y perjuicios ocasionados sean solamente por la 

falta de renta hasta que se celebre otro arrendamiento. 

En este c6digo, ha desaparecido el derecho que tenía al 

propietario para lanzar a su inquilino, bajo el pretexto de-
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necesitar la cosa para sf o para alguno de sus hijos, cuyo 

derecho· dejaba al arbitrio de una de las partes el cumpli­

miento y subsistencia del contrato, a menos que se haya pac­

tado lo contrario (art. 3146). 

El arrendatario podrá a su vez pedir la rescisi6n, ade­

más de los casos de regla general, en los siguientes: 

l. Si el dueño no entrega la cosa en el tiempo conv~ni 
do, y si no hubiere convenio, luego que el arrendador fuere­

requerido por el arrendatario, quien podrá demandar también­
los daños y perjuicios (art. 3147) que se originen de culpa­

º falta de cumplimiento del arrendador; 

2. Si el arrendador no cumpliere con hacer las repara­

ciones necesarias para el uso a que está destinada la cosa,­

quedará a elecci6n del arrendatario rescindir el arrendamie~ 
to u ocurrir al juez, para que· se estreche al arrendador al­

cumplimiento de su obligaci6n (art. 3148). En este precepto, 

se advierte que la culpa se supone proceder del arrendador,­

y que la ley deja al arbitrio del arrendatario seguir el ~o~ 
trato o rescindirlo. 

3. El arrendatario puede pedir la rescisi6n del contr~ 

to y aún el pago de daños y perjuicios, si el arrendador, -­

con hechos directos o indirectos, le ha privado del uso de -

la cosa, o le ha impedido percibir los frutos o esquilmos de 
la finca (art. 3152). Como el arrendador ha faltado a una -

de las condiciones del contrato, ha perdido el derecho de -­
obligar al arrendatario a continuar en él, porque en los con 

tratos bilaterales debe existir siempre la reciprocidad. 
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4. s.i la cosa se destruyere totalmente por caso fortu.!_ 

to o fuerza mayor, el arrendamiento se rescindirá salvo con­

venio en contrario (art. 3153). 

5. Si la destrucci6n de la cosa fuere parcial, podrá -

el arrendatario pedir reducci6n parcial de la renta a juicio 

de peritos, a no ser que el arrendador o el arrendatario pr~ 

fieran rescindir el contrato (art. 3154). Esto se entiende­

en el supuesto de que la destrucci6n parcial haya provenido­

de fuerza mayor o caso fortuito. 

Si el arrendador sin motivo fundado, se opone al suba-­

rriendo, que con derecho pretenda el arrendatario, podrá és-

te pedir la rescisi6n del contrato. (art. 3J.55). 

Por regla general, el arrendatario no podrá subarrendar 

sin consentimiento del dueño; pero si éste lo hubiera pacta­

do y después lo negare, no siguiéndosele perjuicio, o care-­

ciendo de otro motivo fundado, el arrendatario podrá pedir -

la rescisi6n del convenio por haber faltado el dueño a lo -­

q~e se había comprometido. 

El contrato de arrendamiento no se rescinde por la mueE 

te del arrendador ni del arrendatario, salvo convenio en - -

otro sentido (art. 3156). El arrendamiento sigue la regla 

general, según la cual todas las obligaciones se trasmiten a 

los herederos. Hay no obstante, un caso de excepci6n, y se-

verifica cuando el arrendador es usufructuario vitalicio - -

de la cosa, pues entonces muriendo el usufructuario se exti.!!_ 

gue el arrendamiento. (arts. 982 y 3161). Tampoco se res-­

cinde el arrendamiento por trasmisi6n de la cosa a título -­

~niversal, si no es en caso de convenio en contrato (art.3157). 
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Cuando la trasmisi6n fuere a título singular, como don~ 

ci6n o venta, el arrendamiento subsistirá en los términos 

del contrato, salvo convenio en contrario (art. 3158). 

Hay sin embargo, algunas excepciones a las reglas enun­

ciadas, señaladas en el propio C6digo: 

a. El arrendamiento que celebrare el que compr6 con -­

pacto de retroventa, por un término que exceda del señalado­

para el ejercicio del retracto, luego que éste tenga lugar,­

quedará de pleno derecho rescindido, porque no teniendo el -

arrendador derecho más allá del tiempo señalado en el retra~ 

to, tampoco podía trasmitirlo. Más "" !'"'"" , , ~:::::::.:..::.::.c.-. .c;u-=­
dará libre de responsabilidad respecto del arrendatario, - -

quien conservará a salvo sus derechos contra el que le ha c~ 

dido maliciosamente un derecho que no tenía (art. 3159). 

b. Si la trasmisi6n de la propiedad se hiciere por ca~ 

sa de utilidad pública, el contrato de arrendamiento se res­

cindirá; pero el arrendador y el arrendatario deberán ser i~ 

demnizados por el expropiador, conforme a las reglas que es­

tablezca la ley orgánica del art. 27 de la Carta Federal -

(art. 3160). Tanto el arrendatario como el propietario, a 

pesar del contrato celebrado entre sí tienen que ceder, el 

uno la propiedad, y el otro el uso en favor del interés gen~ 

ral. 

c. Si el usufructuario no manifest6 su cal.idad de tal­

al hacer el arriendo, y por haberse consolidado la propiedad 

con el usufructo, exige el propietario la desocupaci6n de la 

finca, tiene el arrendatario derecho para demandar al arren­

dador la indemnizaci6n de daños y perjuicios (art. 3161), p~ 
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ro no subsistirá el arrendamiento, por existir antes un der~ 

cho preferente. Cuando el arrendador es simpl.e: usufructua-­

rio, y al celebrar el contrato lo manifiesta así, nada habrá 

que reclamarle, porque el arrendatario conoció el riesgo a -

que se exponía; pero si el arrendador ocult6 su carácter de­

usufructuario, podría decirse que el arrendatario de buena -

fe tenía derecho para exigir el cumplimiento del contrato.­

Sin embargo, es rescindible, porq~e como el usufructo es un­

derecho resoluble, l?. continuaci6~ d~l arrenda.~iento sería -

un ataque a la propiedad ajena. El único modo, pues, de co~ 

ciliar los derechos del propietario y del arrendatario es -­

rescindir el contrato, dejando a salvo los derechos de éste­

contra el arrendador, que en este caso es quie~ cometió fra~ 

de. Si el propietario no exige la desocupaci6n de la finca, 

ni por lo mismo la rescisi6n del arrendaniento, se entenderá 

renovado el contrato por un año labrador si el predio fuere­

rústico, si fuere urbano y no se convinieren el propietario­

y arrendatario en continuar el co~trato, ni fijar el tiempo­

para la desocupaci6n de la finca, tendrá el inquilino trein­

ta días, durante los cuales estará obligado a poner cédulas­

Y a mostrar el interior de la casa a los que pretendan verla 

(art. 3162 J. 

Si la trasmisión tuviera lugar por ejecución judicial,­

se observará lo dispuesto por las siguientes reglas (art.3163): 

Si el predio arrendado fuere urbano y faltare para la ·• 

terminación del arrendamiento un año o más, quedará reducido 

ese tiempo a un semestre contado desde el remate o adjudica­

ción; en cualquier otro caso, se observará el contrato (art. 

~164). Si el predio fuere rústico, no podrá ser despedido 

el arrendatario antes de que termíne el año labrador, pen­

diente '~'l· tiempo del remate o adjudicación (art. 3165). 
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El C6digo Civil de 1884, no difiere en sustancia del c~ 

digo Civil de 1870. Aunque las modificaciones que encontra­

mos en aquél, en realidad, no son tan importantes, las nor-­

mas son las mismas, por tanto citaré a continuaci6n únicame~ 

te las modificaciones que presenta el Código Civil de 1884. 

En cuanto a la forma que debe observar el contrato de 

arrendamiento, el C6digo Civil de 1884 establece que debe ce 

lebrarse por escrito cuando la renta exceda de cien pesos 

anuales (art. 2947), a este respecto, el C6digo anterior en­

su articulo 3079, disponía que debía ser ?or escrito, si la­

renta excediese de trescientos pesos anuales. 

Otra notable modificación la poderr.os encontrar en la ar 

tículo 2962 del C6digo Civil de 1884, relativa al momento en 

que debe de pagarse la renta al ser omitido este requisito -

en el contrato celebrado, dice este artículo refiriéndose a­

bienes rústicos, que a falta de convenio, la renta debe pa-­

garse por semestres vencidos, esta regla, que tiene por obj~ 

to suplir la voluntad de los contratantes, varía en el C6di­

go Civil anterior, ya que en su artículo 3094, reducía éste­

término a tercios vencidos, o sea, por cada tres meses vencí 

dos el arrendatario debía cubrir la parte proporcional de la 

renta anual. 

El término año agrícola que el C6digo anterior en su a~ 

tículo 3128 empleaba en materia de arrendamiento de bienes -

rústicos, ya no es utilizado en el C6digo Civil de 1884, el­

cual en su artículo 2996 parte final, deja de aplica.rlo, en­

raz6n de que el término año agrícola empleado en el C6digo -

anterior creaba confusiones con respecto al tiempo que debía 

durar, porque existen cultivos que pueden ser cosechados has 
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ta cuatro veces al año y existía la incertidumbre de si el 

año agrícola comprendía el tiempo suficiente para cosechar 

los frutos de una siembra, o los 365 días de calendario, op­

tando el C6digo Civil de 1884, por los 365 días de calenda-­

río, lo cual se confirma en el artículo 3004, aunque el ar-­

tículo 3136 del C6digo de 1870, se refería al año labrador -

(año agrícola en el artículo 3128), éste comprendía el espa­

cio de tiempo necesario, según las circunstancias del terre­

no y las condiciones de la siembra, para cosechar los f'rutos, 

ya fuera este tiempo menor o mayor que el año civil (art. --

3137 ce 1870J. 

En cuanto a l.as consecuencias que oríg.ind. lC:l t:J..'d::tm..i..::...i.6!!. 

del inmueble arrendado por ejecuci6n judicial, el C6digo Ci­

vil de 1870, fija reglas relativas a la terminaci6n del con­

trato de arrendamiento, las cuales tienden a reducir la dur~ 

ci6n del mismo, sobre todo tratándose de predios urbanos, re 

glas que fueron analizadas oportunamente, en cambio el C6di­

go Civil de 1884, respeta los términos de los contratos de -

arrendamiento,/siempre y cuando no hayan sido celebrados de~ 

tro de los sesenta <lías anteriores al secuestro de la finca, 

en cuyo caso el arrendatario puede ser despedido (art. 3029) 

porque se presume este acto realizado en fr.:iudc del acreedor¡ 

por otra parte, el mismo artículo establece reglas respecto­

del pago de las rentas, lo cual omite el C6digo Civil ante-­

rior, estas reglas son: 

I.- El arrendatario tiene obligaci6n de pagar al nuevo 

propietario la renta estipulada en el contrato, desde la fe­

cha en que se le hubiere otorgado el correspondiente título­

de propiedad, aún cuando alegue haber pagado al primer pro-­

pietario; 
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II.- Se exceptúa de lo dispuesto en la fracci6n ante--

rior, al arrendatario que hubiere adelantado rentas al pri-­

mer propietario cuando el adelanto aparezca expresamente es­

tipulado en el contrato; y 

III.- El arrendatario que habiendo hecho adelanto de -

rentas, sea obligado a segunda paga, conforme a la fracci6n­

J:, tiene derecho de exigir el primer propietario la devolu-­

ci6n de las cantidades adelantadas. 

El C6digo Civil de 1870, establece en su arti.culo 3168, 

que todos los arrendamientos sean de predios rústicos, sean­

de u~banos, que no se hayan celebrado por tiempo determinado, 

duran tres años a cuyo vencimiento terminan sin necesidad de 

previo desahucio, no así en el C6digo Civil de 1884, que en­

su artículo 3032, afirma que concluirán a voluntad de cual-­

quiera de las partes contratantes, previa notificaci6n judi­

cial a la otra parte, hecha con dos meses de anticipaci6n, 

si el predio es urbano, y un año si es rústico. 

Estas reglamentaciones persiguen el fin de no permitir­

arrendamientos largui.simos, porque en realidad constituyen -

enajenaciones disimuladas que separan a los bienes raíces de 

la circulaci6n en el comercio, reglamentaciones que evitan -

ese mal y garantiza a su vez, los intereses del arrendatario 

para que no sufra perjuicios. 



CODIGO CIVIL VIGENTE HASTA ANTES DE LA REFORt:A 
DE SIETE DE FEBRERO DE 1985 

48 

l. FORMACIÓN Y ELEMENTOS ESENCIALES DEL ARREt!DAMIENTO, 

! ! . ;:;:-;::e• V~ ui:L At<ttENDAtll ENTO. 

l. OBLIGACIONES DEL ARRENDADOR, 

2. OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO. 

III. DE LOS RIESGOS EN EL ARRENDAMIENTO. 

IV. EXTINCIÓN DEL ARRENDAMIENTO, 

A) RESUMEN DE LA LEGISLACIÓN ESPECIAL SOBRE 

ARRENDAMIENTO DE CAS!l.S Pl'~"?..ti HABITACIÓN1 O 

ARRENDAMIENTO DE LOCALES PARA COMERCIO O 

INDUSTRIA, 



49 

Cabe ahora, realizar una clasif icaci6n relativa al con­

trato de arrendamiento, resultando que se trata de un contr~ 

to principal, ya que puede subsistir por sí mismo; bilateral, 

porque da nacim~ento a obligaciones reciprocas; es oneroso,­

porque impone g=avárnenes y provechos a las dos partes, es g~ 

neralmente =ormal, excepcio~almente consensual, es conmutat~ 

vo y de tracto s"'cesivo, t~picamente. 

Se diferenc:::a del arre::::damiento mercantil y el adminis­

trativo, ya que F-1 arrendamiento será mercantil, según el ªE 
ticulo 75, fracc~8n I, del Código de Comercio, cu~n0~ ~~ c~­

lebre con propós~to ñ~ ~=~~~~iacion· comercial, de manteni-­

mientos, art!culcs, muebles o mercaderías, sea en estado na­

tural o desp,,,és ce trabajados o lab:::ados. Consiguientemente, 

en nuestra l;,gislaci6n todo a=rendamiento de bien inmueble,­

será de naturaleza civil, ya sea que se celebre entre comer­

ciantes o por necesidades del comercio. Será administrativo 

cuando se celebre =especto de bienes que correspondan a la -

f'ederaci6n, a los :Estados o a J.os Municipios, sobre sus bie­

nes propios; en este supuesto estará reglamentado por dispo­

siciones de natura~eza administrativa, y s6lo en forma supl~ 

toria por el C6digo Civil {art. 2411). 

I.- FORM.~CION Y ELEMENTOS ESENCIALES DEL ARRENDAMIENTO 

Por lo que se refiere al consentimiento, sigue las re-­

glas generales, ya q"Je no existe ninguna derogaci6n. En - -

cuanto al objeto, puede decirse que todos los bienes corpor~ 

les o incorporales, =iuebles o ir.z:iuebles, pueden ser objeto -

del contrato, siempre que puedan producir una ventaja econó­

mica al arrendatario, y como excepci6n, no pueden ser objeto 
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de arrendamiento las consumibles por el prim•ar uso, los der~ 

chos estrictamente personales y aquellos cuyo arrendamiento­

esté prohibido por la ley. Pueden serlo las cosas y los de­

rechos, si pueden producir una ventaja econ6mica al arrenda­

tario, (art. 2400). En cambio no pueden serlo, las cosas no 

determinadas o no determinables y las cosas que estén fuera 

del comercio. En este caso, el arrendamiento sería inexis--

tente; en cambio los que violan prohibiciones, son nulos, 

con nulidad absoluta (artículos 2225, So., 2403 a 2405). 

La capacidad para dar en arrendamiento la encentramos -

en 1os mayor_es de edad y 1os menores de edr:tñ ~rnAn~j:i~~,.,'"!, 

respecto de bienes muebles e inmuebl.es. En cambio tendrán -

legitimaci6n para arrendar: el propietario; los que por con­

trato tengan el.uso y goce de un bien, siempre que estén au­

torizados para darlo en arrendamiento; los que por virtud de 

un derecho real están autorizados para conceder el uso y go­

ce a otra persona, como acontece en el usufructo y los que,­

estén autorizados por la ley, en calidad de administradores­

de bienes ajenos. 

En la copropiedad, el artículo 2403, exige la un~nici-­

dad de los condueños. Los menores emancipados pueden cele-­

brar el contrato de arrendamiento de bienes muebles y de in­

muebles, ya que se trata de un acto de administraci6n. Sin­

embargo, si el arrendamiento es por más de cinco años, se -­

equipara a un acto de dominio, para los administradores de -

bienes ajenos (artículos 436, 573 y 1721). Los mandatarios­

pueden celebrar el contrato de arrendamiento aún por más de­

cinco años, si lo fueren generales y no les es aplicable la­

restricci6n de los representantes legales (artículos 2553 y-

2554). 
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En cuanto a los que están facultados por contrato a 

arrendar los bienes ajenos, que en resumen son: arrendamien­

to, mandato y usufructo, debe decirse que respecto al arren­

damiento, debe tener una autorizaci6n expresa, pues de no -­

existir, es responsable solidario con el inquilino y es cau­

sa de r.escisi6n, el comodatario no puede arrendar el bien ob 

jeto del contrato (artículo 2500), en la aparecería tampoco­

puede arrendar, por ser intuitu personae; respecto a los de­

rechos reales, el usufructuario si puede arrendar los bienes, 

en ca.'":lhio el usuario y el habitante, por ser derechos perso­

nalísL•os, no lo pueden (artículos 1002 y 2493). 

Los administradores a~ hj~~~s ~:~~a~~ ===.o le~ ~u~ éj~~ 

cen la patria potestad, los tutores, los síndicos, albaceas, 

los primeros s6lo pueden darlos por menos de cinco años; los 

segundos necesitan la autorizaci6n judicial y anuencia del -

curador, los albaceas s61o por un año. 

En cuanto a la legitimaci6n para recibir en arrendamien 

to, generalmente la capacidad es la general, pero respecto -

de determinados arrendamientos existen prohibiciones que su­

prL•en la legitimaci6n. Si se celebran se dice que el con-­

trato es nulo de pleno derecho {artículos 2404, 2405 y 569). 

Respecto a la forma, el arrendamiento es formal y exceE 

cionalmente consensual. Es consensual sólo cuando la renta­

no excede de cien pesos anuales, (artículo 2406). Tratándo­

se de arrendamientos de más de cien pesos anuales, se deberá 

otorgar por escrito privado y s6lo tratándose de fincas rús­

ticas, cuya renta pase de cinco mil pesos, se otorgará en es 

critura pública (artículo 2407). 
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II.- EFECTOS DEL ARRENDAMIENTO. 

1) Obligaciones del arrendador. 

la. Transmitir al arrendatario el uso o goce temporal­

de una cosa. Debe ser el goce temporal, pues si fuera perp~ 

tuo habría un desmembramiento de la propiedad. El C6digo Vi 

gente, en el artículo 2398 lo define como temporal, pero ad~ 

más, señala como plazo mfu<imo el de diez años, para el con-­

trato de casa habitación; quince, para las fincas destinadas 

a comercio y veinte para las destinadas a una industria. Na 

da expresa respecto a las fincas rUsticas, destinadas a agri 

cu1tura, luego debe entenderse que h;::,~,. ~"~:",-~!:.:.. =..:..!:.;::-..;.:-~~~ p~­

ra señalar el plazo. 

2a. Entregar la cosa arrendada. Esta obligaci6n se e~ 

cuentra prevista por los artículos 2412, fracci6n I y 2413.­

Para cumplirla, respecto al tiempo, modo, etc., se rige par­

las obligaciones d~ dar; pero hay una derogación, cuando no­

se estipuló p!.azo P-"'ª la entrega, ya que dispone que se en­

tregará luego que fuere requerido, cuando la regla general -

establece treinta días después de la interpelaci6n. El ar-­

tículo 2398 se ocupa también de esta obligación, es una obli 

gaci6n de dar, según el artículo 2011, fracci6n II. 

3a. Conservar la cosa arrendada en el mismo estado en­

que se recibi6. Artículo 2412, fracci6n II, haciendo las d~ 

bielas reparaciones para que sea apta para prestar el uso a 

que está destinada. El arrendador debe entregar la cosa 

arrendada en buen estado para servir al uso que se destina y 

debe mantenerla así durante el contrato. 
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4a. No estorbar el uso de la cosa. Tambi~n existen -­

obligaciones de no hacer. Articulo 2412, fracci6n III, con­

siste en no estorbar el uso de la cosa a no ser por repara-­

ciones urgentes. No puede el arrendador alterar la forma o­

substancia (articulas 2414 a 2416). 

Sa. Garantizar el uso pacifico de la cosa. Articulo -

2412, fracción IV. Se refiere a las relaciones con terceros, 

pero siempre que sean juridicos; los actos materiales deben­

ser impedidos por el arrendatario, por medio de las acciones 

posesorias, interdictos en inmuebles. 

"'"'º"r ian estar basadas en un derecho anterior. 

6a. Garantizar una posesi6n útil al arrendatario. De­

be el arrendador res¡;,onder de los daños y perjuicios que se­

causen al arrendatario por los vicios ocultos o defectos de­

la cosa. Esta responsabilidad es de carácter objetivo. La­

raz6n es que el pago de la renta supone el goce de una cosa­

útil. Para generar la responsabilidad, deben tener las mis­

mas características del contrato de compraventa, es decir, -

que hagan imposible el goce de la cosa para la ~inalidad del 

contrato o el natural destino de la cosa, de tal manera que­

de haberlas conocido no habria celebrado el contrato o hubi~ 

ra estipulado una renta menor. Los vicios deberán ser ocul-

tos y anteriores al contrato; si fueren posteriores engen- -

dran la obligaci6n de hacer las reparaciones. Como en la -­

compraventa, generan la acci6n redhibitoria o la quanti min2 

ris. 

7a. Hacer las reparaciones importantes. Las de poca -

importancia s"on a cargo del inquilino, quien tendrá obliga-­

ci6n de efectuar las llamadas locativas. 
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8a. Responder de la evicción. Aún cuando esta obliga­

ción es típica de los contratos traslativos de dominio, tam­

bi~n se presenta en el arrendamiento. Se resuelve en el pa­

go de daños y perjuicios (artículos 2412, 2483, fracción 

VIII). La responsabilidad es independiente de la buena o~ 

la fe del arrendador, se atiende al daño causado, con respo~ 

sabilidad objetiva, la mala fe sólo agrava los daños por ana 

logía con los artículos 2126 y 2127. 

2) Obligaciones del arrendatario. La primera y funda­

mental es satisfacer el precio de la renta; en la forma y 

t~rmi~o5 convenido~ lartícnloc; 239R .. ~3QQ. ?.4?Sr fraccitln TJ' 

2426, 2427, 2430, 2452, 2454 y 2461). 

El precio debe ser cierto, es decir, en oposición a si­

mulado, determinado, preciso. Puede pagarse en dinero o en­

frutos (artículo 2399). El precio debe ser justo, es decir, 

que exista una relación de equivalencia entre el goce y el -

precio, debe existir una equivalencia absoluta, una interde­

pendencia íntima, pues de no ser así estará viciado de Le- -

si6n (artículo 17). Sistema distinto del que siguió el C6d~ 

go de 1881. 

Como consecuencia, si no hay uso, no hay renta; si hu-­

biese uso parcial, deberá reducirse la renta; pero tambi~n -

puede el arrendatario pedir la rescisión, si el uso se impi­

de por mas de dos meses, (artícul.os 2429, 2431, 2432, 2434 y 

2445). Este derecho es renunciable. 

Cuando se presente el caso fortuito o la fuerza mayor,­

no excluyen la anterior reglamentación. El artículo 2431 

dispone que en caso de impedimento parcial, podrá pedirse la 
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reducción de la renta (artículo 2432). Estas disposiciones-

no son renunciables, lo único que sería renunciable, como t~ 

do derecho adquirido, sería cuando ya se hubiera obtenido. 

Respecto del pago de la renta se aplican las reglas ge­

nerales respecto del tiempo, lugar, modo y substancia (ar- -

tículos 2427 y 2430). ~6tese que la renta, a falta de conv~ 

nio, debe pagarse en la casa habitación o despacho del arren 

datario. 

La segunda obligación es la de responder de los daños y 

perjuicios que cause por su culpa o por la cle sus sirvientes, 

(artículo 2425, fracción II). Esta responsabilidad está re­

gida por las reglas de la responsabilidad subjetiva, pero -­

existe una presunción de culpa. si no hubiere culpa no ha-­

bría responsabilidad. Como se trata de un contrato oneroso, 

s6lo responderá de la culpa lata y leve. 

La tercera obligación es la de efectuar las reparacio-­

nes locativas (artículos 2444 y 2467). Puesto que el artíc~ 

lo primeramente citado se las impone por las razones que ex­

presa. 

Cuarta obligación; servir·se de la cosa para el uso con­

venido o conforme a su naturaleza o destino, (artículo 2425, 

fracción III). El señalamiento del uso de la cosa, en el -­

contrato, es de suma importancia, ya que si el arrendatario­

la destinara a otro diV.erso, incurriría en un motivo de res­

cisión, pero además si el contrato se celebró para casa-habi 

taci6n, industria o comercio, entrará dentro de las disposi­

ciones del Decreto de prórroga, en cambio establecidos otros 

usos, no le será aplicable. 
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Quinta obligaci6n; dar aviso al arrendador de la neces~ 

dad de efectuar reparaciones (artículo 2415). Si no cumpli~ 

re con ella, será responsable de los daños y perjuicios, ya­

que el arrendador no est~ en posesi6n de la cosa. 

Sexta obligaci6n; hacer deJ. conocimiento del arrendador, 

te¿~ novedad dañosa, como usurpaci6n o bien los preparativos 

para efectuarla (artículo 2419), la sanci6n al incumplimien­

to es la de daños y perjuicios, la ley no excluye el ejerci­

cio de las acciones posesorias que tiene el arrendatario. 

III.- DE LOS RIESGOS EN EL ARRENDAMIENTO. 

Respecto a la responsabilidad del arrendatario en caso­

de incendio, se ha discutido la causa de esa responsabilidad 

desde el punto de vista jurídico, el maestro Rojina Villegas 

estima que es consecuencia de la obligaci6n de conservar y -

custodiar el bien para su devoluci6n, al respecto se han for 

mulado las siguientes reglas. 

Primer caso: Arrendatario único.- Es responsable por 

una presunci6n juris tantum, que s6lo se destruye con la -

prueba del caso fortuito, por la prueba de vicios de cons­

trucci6n, porque se pruebe que el incendio empez6 por otra. 

parte y tomó las precauciones necesarias para impedir que se 

propagara, y cuando demuestre que el incendio no pudo e~pe-­

zar en la localidad arrendada (artículos 2435 a 2438). Para 

impedir responsabilidades se exige por el artículo 2440 el -

seguro locativo, en caso de industria peligrosa. 

Segundo caso: Cuando existen varios arrendatarios {ar-
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t!culo 2437). Si no se puede demostrar dónde empezó el in--

cendio, todos ellos son responsables a prórrata y en rela- -

ción con el monto de su renta. La Gnica causa exhonerativa-

de responsabilidad es que el inquilino pruebe que el incen-­

dio no empezó en la parte que ocupa. 

Tercer caso: Cuando el arrendatario o propietario ocu­

pa parte de la casa arrendada, en uni6n de los demás inquil~ 

nos. En esta hip6tesis tendrá la responsabilidad y derechos 

de un inquilino (artículo 2437). 

Cuarto caso: Cuando se demuestra que el incendio empe­

z6 en determinada localidad. Este inquilino será el respon­

sable (artículo 2437), salvo que pruebe que se comunic6 de -

otra parte y tom6 las precauciones para evitar que se propa­

gara (artículo 2436). 

Quinto caso: Cuando no se pueda precisar en d6nde emp~ 

zó el incendio. Todos los inquilinos serán responsables a -

pr6rrata, en proporci6n de la renta que pagaban (artículo --

2437). Antes eran solidarios, ya que mancomunidad equi.valía 

a solidaridad en los Códigos derogados. 

En cuanto a la conservaci6n de la cosa arrendada, el -­

arrendatario no puede alterar la forma ni la substancia de -

la cosa arrendada, ni puede destinarla a uso diverso del co~ 

venido o al que corresponda según su naturaleza. Responde 

de los daños y perjuicios que se le produzcan por su culpa o 

por la de los familiares o sirvientes. Debe notificar al -­

arrendador de toda novedad dañosa y de la necesidad de repa­

raciones, salvo que sean locativas. Consiguientemente debe­

ejecutar actos de custodia y abstenerse de la ejecuci6n de -
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actos que alteren su forma o substancia o impliquen daño a -

la cosa (artículos 2425, fracciones II y III, 2441 y 2444).­
La culpa de que responde es la lata y la leve, no la levísi­

ma. 

Restituir la cosa a la terminación del contrato es una­
obligación de dar. Existe la presunción de que el arrendat~ 

río que recibe la cosa al principiar el arrendamiento, sin -

hacer observaciones, la recibe en buen estado y completa, 
por lo tanto, así debe devolverla (artículos 2442 y 2443). 

En relación al subarrendamiento, éste tiene lugar cuan-

do el. arrendatr.:.Liv, ;. su vez, ?~~".:':-::=:: :::l :::.l.:;.iú..:.. ~¡t;:l.l gue rec.,! 

be en arrendamiento a un tercero, como consecuencia existen-

dos arrendamiento~ sobre la misma cosa. Para que el arrend~ 
tario pueda subarrendar necesita tener una legitimación esp~ 

cial, es decir, necesita autorización general o especial, -­

del arrendador. De otra manera le estaría prohibido el sub~ 

rrendamiento, ya que el arrendamiento, en general, tiene un­

elémento intuitu personae. 

Mediante la autorizaci6n general, el arrendatario puede 

válidamente celebrar el nuevo contrato, pero el primero no -

se extingue, hay dos contratos superpuestos respecto de la -

misma cosa, con relaciones jurídicas y personas diferentes.­
El inquilino primitivo sigue respondiendo al arrendador de -

sus obligaciones. El segundo arrendamiento sería válido, ya 

que el primitivo arrendador podría.pedir la rescisi6n del -­

contrato de arrendamiento y del subarrendamiento. La falta­

de autorizaci6n general produciría dos clases de efectos: a) 

que el arrendador podría pedir la rescisión de ambos contra­

tos y b) que el mismo arrendador puede exigir, solidariamen­
te, al primitivo arrendatario y el subarrendatario, el pago­

de los daños y perjuicios (artículo 2480). 
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Si el subarrendamiento se hiciere mediante autorizaci6n 

especial del arrendador, la que puede otorgarse al momento 

de la celebraci6n del contrato o posteriormente, el primer 

arrendamiento se extinguirá y s6lo subsiste el subarrenda­

miento, que en realidad se convierte en arrendamiento y el 

primer inquilino queda liberado y desligado de las obligaci~ 

nes que tenía; por tanto, puede clasificarse corno una nova-­

ci6n subjetiva {art. 2481). Si el arrendador aprueba expre­

samente el subarrendamiento especial, se produce una subrog~ 

ci6n legal, salvo convenio en contrario (artículo 2482). 

Cuando e.L arrenaatario cel.t:ú:>rd u11 ::;ui>a..i.: . .1.:~1.1~cüu.,;..-=:J.ii...0 ~.i..~-i.-

autorizaci6n, en realidad el nuevo contrato le es inoponible, 

pero además genera una causa de rescisi6n del contrato (ar-­

tículo 2489, fracci6n III). En el subarrendamiento celebra­

do con autorizaci6n especial, existe, en realidad, una ce- -

si6n de derechos y de deudas, consiguientemente, para la va­

lidez de ést~, es necesaria la voluntad del arrendador. 

De lo anterior expuesto, se desprende que existe nova-­

ci6n del contrato de arrendamiento, como sabemos, ésta con-­

siste en la extinción de una obliqaci6n, que se substituye 

por una nueva; la diferencia debe consistir en un elemento 

esencial. En el arrendamiento !:labrá novaci6n cuando hay -

substituci6n de sujetos, arrendador o arrendatario, será su~ 

jetiva, cuando se cambie el objeto entonces será objetiva, -

o bien cuando se establezca una nueva modalidad, que afecte­

ª su esencia. En la objetiva, en realidad se trata de la ce 

lebraci6n de un contrato nuevo. La novaci6n subjetiva se 

distingue de la cesión de derechos y del subarrendamiento, -

en que además del cambio de personas, se da nacimiento a una 

nueva obligaci6n, extinguiéndose la anterior. En cambio en­

la cesi6n y en el subarrendamiento, subsiste el primitivo -­

arrendarn ien to. 
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En cuanto al arrendamiento de casa habitación, la forma 

del pago de rentas es una novedad, ya que cuando no existe -

estipulación expresa, las rentas mayores de cien pesos men-­

suales, deberá hacerse el pago por mensualidades; de setenta 

a cien pesos mensuales, la renta se pagará por quincenas, y­

en las rentas menores de setenta pesos mensuales, por serna-­

nas. 

El arrendador debe ace?tar el fiador que se le proponga, 

siempre que reúna los requisitos legales (artículo 2450). 

E:n relación al arrendamiento de fincas rústicas, la no­

-"·cU.a~ ~i;.::..f'-.::(..:.\...0 O.t::: t:St:.ct. el.ase c:ie i.nmuebl.es, es que el C6digo­

establece el arrendamiento obligatorio, cuando estén ociosas 

las tierras. Es una modalidad fundada en la función social-

en la propiedad, ya que no existiría el consentimiento. El­

artículo 2455 dispone que si por caso fortuito o fuerza rna-­

yor se perdiere el cincuenta por ciento de los frutos, el in 

quilL~o quedará librado, en la misma proporci6n, del pago de 

la renta. Para garantía del arrendatario no es renunciable. 

La terminación del contrato está regida por el artículo 

2456 y debe permitir al nuevo arrendatario barbechar las ti~ 

rras y al saliente se le debe permitir levantar la cosecha. 

IV.- EXTINCION DEL ARREND~-~IENTO. 

El artículo 2483 señala causas generales y causas espe­

ciales. Las primeras se refieren al vencimiento del plazo;­

el mutuo discenso, realizaci6n de la condición resolutoria,­

rescisi6n, nulidad, pérdida de la cosa, expropiación y evic­

ci6n. La causa especial se refiere a la forma de termina- -
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La tácita reconducci6n está reglamentada en los artícu­

los 2486 y 2487. Cuando ha terminado el plazo del contrato­

y aün su pr6rroga, si continüa el arrendatario sin oposici6n 

del arrendador, en el goce y uso del predio y fuere rüs~ico, 

se entenderá renovado por otro año. Si el predio fuere urb~ 

no, continuará como contrato por tiempo indefinido, y el - -

arrendatario deberá pagar la renta por el tiempo de exceso,­

con arreglo a lo que pagaba . 

..,. '"" t.::c..:.. Lu. .L(;;Cúh~u~c.L.Gü buporu:: uué1 prórroga táci. ta, o -­

sea, un mutuo acuerdo, en el arrendador, de permitir que el­

inquilino siga ocupando el bien, no obstante la terminaci6n­

del plazo, y en el arrendatario, seguir ocupando el bien cu-­

briendo la renta en los términos pactados. La tácita recon­

ducci6n no existe por .ul.untad de una de las partes, deben -­

ser ambas; pero conforme al artículo 2488, cesan las obliga­

ciones contraidas por terceros, para garantía del contrato. 

La rescisi6n del arrendamiento, como toda rescisi6n, se 

basa en el incumplimient-:> ,;ie l.a qtra parte. El artículo -

2489, señala los casos en los cuales pueden rescindirlo el 

arrendador, y que pueden resumirse: falta del pago de la re~ 

ta en los términos de los artículos 2452 y 2454; porque el -

arrendatario use la cosa en contravenci6n a lo dispuesto por 

el artículo 2425, es decir, el uso convenido, conforme a su­

destino o a su naturaleza y por el subarriendo en contraven­

ci6n a lo dispuesto por el artículo 2480. En estos casos d~ 

be devolverse el bien arrendado, pero deberá pagarse la ren­

ta hasta el ültimo día de ocupaci6n. 
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También será motivo de rescisi6n el hecho de que las -­

obras de reparación parcial duren más de dos meses y cuando­

la pérdida sea total (artículo 2490), pero si el arrendata-­

rio no hiciere uso de este derecho, hecha la reparación, se­

guirá la ejecuci6n del contrato hasta su terminaci6n (artíc~ 

lo 2491). 

El arrendatario podrá pedir la rescisión: cuando el - -

arrendador se oponga al subarrendamiento que pretende efec-­

tuar el arrendatario (artículo 2492). 

La prórroga llamada legal en el arrendamiento tiene sus 

antecedentes en la exposición de motivos del C6digo Civil, -

la cuc:..~ chf.>.&:·c.t>a. yut;: ~~ pr~tencie acanar con los irritantes -­

privilegios que tenía el arrendador y que se protegió el - -

·arrendatario que ha durado más de cinco años y ha efectuado­

mejoras de importancia, con un derecho de preferencia, en -­

igualdad de circunstancias y se dice que se le otorga un de­

recho del tanto (artículo 2447). La prórroga legal está pr~ 

vis.ta en el artículo 2485, puede prorrogarse el contrato por 

un año más, aumentando un diez por ciento·, si se demuestra -

que en la zona ha habido aumento de rentas. 

Como excepción a la prórroga legal, el propio artículo­

dispone que no se concederá cuando el propietario quiera .ha­

bitar su casa o cultivar su finca. Es claro que el propie~ 

rio en virtud de su derecho, tiene facultad de excluir del -

goce a otra persona, cuando ha concluído la obligación con-­

tractual. Debe intentarse antes del vencimiento y por medio 

de reconvención cuando fuere demandado el inquilino. 

Al Resumen de la legislación especial sobre arrenda- -

miento de casas para habitación, o arrendamiento de locales­

para comercio o industria. 
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La historia de esta legislación empieza con el estado -

de guerra de la República, y como consecuencia, el fen6meno­

mundial de escasez y elevación del precio de la vida, inclu­

yendo la casa habitación, trayendo como resultado un desaju~ 

te en los presupuestos familiares, en las personas de esca-­

sos recursos. 

Ante esta situaci6n, se promulga el Decreto de 10 de j~ 

lio de 1942, que en su parte considerativa, además de la an­

terior consideración, expresa que existe la necesidad de li­

mitar el lucro excesivo, y con mayor razón si se tiene en -­

cuenta que habia disminuido el impuesto predial. 

En su articulo lo. prohibe el aumento de rentas de ca- -

sas, departamentos, viviendas y cuartos alquilados o cuales­

quiera otros locales susceptible de arrendamiento en el Dis­

trito Federal. 

El articulo 2o. establece que es irrenunciable y no po­

drá hacerse valer pacto, contrato o derecho en contrario. 

Si fueren desocupados los bienes arrendados, no podrá 

aumentarse la renta en el nuevo contrato, articulo 3o. 

Para el aumento de las rentas se necesitará autoriza- -

ción judicial, con intervención del Ministerio Público, art. 

4o. 

Finalmente, la sanción consistirá en que lo pactado en­

centra de sus disposiciones, no obligará a los arrendatarios 

y a los propietarios se les impondrá una multa que se fijará 

en el aumento de doce meses. Expresa que sólo durará la vi-
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gencia del Decreto durante la suspensi6n de garant!as. 

A pesar del Decreto, se acudi6 a eludir la situaci6n -­

que se presentaba, ya que al expirar los contratos de arren­

damiento o al darlos po"r terminados los de tiempo indetermi­

nado, se elevan los alquileres, entonces se promulg6 el De­

creto de 24 de Septiernbre de 1943, que en su artículo lo. ~ 

prorroga por ministerio de la Ley, los arrendamientos en vi­

gor, respecto de casa habitaci6n ya sean celebrados por tiem 

po fijo o por tiempo indeterminado. 

En su artículo 2o. prohibe el alza del precio del arre~ 
dami~ntf') 

de pleno derecho y no producirá acci6n en juicio. Como Sét_!! 

ci6n al arrendador que hostilizare a los inquilinos o no hi­
ciere las reparaciones, además de las responsabilidades ordf_ 

narias se le sanciona con una multa de $100.00 a $1,000.00.­

Para la debida aplicación del De<:reto suspende la vigencia 

de los artículos 2484, 2478, 2479 del C6digo Civil. 

El artículo So. establece las sanciones de multa de - -

cien a mil pesos. Sólo será aplicable a los contratos para-

casa habitaci6n, art. Go~ 

La causa de terminaci6n del contrato por mutuo discen-­

so, art. 2483, frac. 1I, debe ratificarse ante la Direcci6n­

de Gobernación, del Departamento del Distrito Federal. La 

rescisión por falta de pago puntual, no tendrá lugar si el 

inquilino demuestra que hizo el pago dentro de los diez d!as 

siguientes al señalado en el contrato. 

cuando el arrendador se niegue a recibir la renta, el -

inquilino no incurrirá en mora, sin necesidad de promover j~ 
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dicialmente, pues bastará que al ser demandado exhiba las 

pensiones adecuadas, dentro del plazo que señala el C6digo 

de Procedimientos Civiles, para que se considere purgada la­

causa de rescisi6n y se dé por terminado el juicio, art. 4o. 

En los artículos transitorios, en el 2o., ordena el so­

breseimiento de los juicios de desocupación por terminación­

de contrato, en el 3o. dispone que los términos pendientes -

señalados en el art. 2478, en los arrendamientos por tiempo­

indefinido, se suspenderán y no .. ~urtirán efectos los avisos­

dados a los inquilinos, dando por terminado el contrato. 

rior con lo relativo a edificios para escuelas en el Distri­

to Federal. 

Para evitar el alza de los precios causado por la elev~ 

ción de la.s rentas de los locales comerciales, que no cabían 

en los Decretos anteriores, se promulgó el 5 de enero de - -

1945, 9uyas principales disposiciones dicen: 

El artículo lo. adiciona el Decreto de 24 de septiem--

bre de 1943, e~presando que la prórroga de los contratos de­

arrendamiento, en el Distrito Federal, se extiende a los lo­

cales, departamentos, accesorías, viviendas, etc., en que de 

hecho y cualesquiera que fueran las estipulaciones respecto­

ª su uso contuvieran los contratos de arrendamiento, se en-­

cuentren instalados cualesquiera de los siguientes giros co­

merciales: misceláneas, estanquillos, recauderías, tortille­

rías, never:Las, molinos de nixtamal, crernerías, carbonerías­

y expendios de pan. La pr6rroga se entiende concedida en b~ 

neficio de los inquilinos. La intenci6n es clara, es·prorr~ 
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gar 1os arrendamientos de expendios de artícu1os de primera­

necesidad, para que no subieran 1os precios de 1os mismos, -

pero en rea1idad permite a1 inqui1ino variar e1 uso estipu1!!_ 

do. 

E1 artícu1o 2o., dispone que queden subsistentes 1os ~ 

cretos anteriores, aunque llama al segundo de 24 de septiem­

bre de 1943, cuando en realidad es de 11 de noviembre de1 -­

mismo año. 

A1 11egar el t~rmino de 1a guerra, quedaba sin vigencia 

la anterior legislaci6n, por tanto, un Decreto del Ejecutivo 

de 13 de agosto de 1945 pr9rroga su validez, por treinta - -

días más. 

El 28 de septiembre de 1945, un Decreto del Congreso de 

la Uni6n, 1evanta la suspensión de garantías, decretada e1 -

lo. de junio de 1942; pero en su artículo 7o., prorroga 1a -

vigencia de las disposiciones relativas al arrendamiento, de 

lo. debe ser 10 de julio de 1942 y 19 de octubre del mismo -

año, hasta que una ley posterior las derogara. 

El Decreto de 21 de enero de 1946, en vista de los erro 

res de1 anterior, respecto de las fechas, ac1ara que los De­

cretos que subsisten son el de 10 de Ju1io de 1942, 24 de -­

septiembre de 1943 y 5 de enero de 1945. 

Una vez que alcanzó 1a cúspide la reglamentación del -­

arrendamiento, nuevas disposiciones procuraron dar mayor pr~ 

cisión t~cnica a sus disposiciones; a este grupo corresponde 

e1 Decreto del. Congreso de la Uni611 de 11 de Febrero de 1946. 

Artículo lo. Prohibe el aumento del precio de los arre~ 
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darnientos, de las casas o locales destinados: a) exclusiva~­

mente para habitaci6n del inquilino y sus familiares; b) los 

ocupados por trabajadores a domicilio y c) los ocupados por­

talleres familiares, además los prorroga, en beneficio de -­

los inquilinos, por todo el tierr.po de vigencia. Como excep­

ci6n dispone que si la renta de casas o locales, cualquiera­

que sea su destino, fuere superior a trescientos pesos r.~n-­

suales, no estarían prorrogados, ni el precio congelado. 

Debe hacerse notar que ~xcluy6 de sus disposiciones a -

los locales destinados a comercio. 

Articulo Lo., .Para e.J.. aument:.o cit:: .Ct;:U.l..á,. t:::h (..aso úc ¡J,.,~J~ 

ras, se requiere autorizaci6n judicial que las justiprecie,­

que se tramitará en vía sumaria siendo considerada como par­

te al Ministerio Público. 

Artículo Jo. Conserva la congelaci6n, aún cuando se de­

socupen. 

Artículo 4o., Las sanciones por multas debido a viola-­

cienes del Decreto quedan a cargo del Departamento del Dis-­

trito Fcdera1, sin perjc2cio Ce la i~tervenci6n de las auto­

ridades judiciales, en los casos de su competencia. 

Artículo So. Da el carácter de orden público a sus di.::!; 

posiciones y por consecuencia, dispone que no son renuncia-­

bles en perjuicio de los inquilinos y cualquiera estipula-·­

ci6n en contrario sería nula y no producirían efecto legal. 

Como dato interesante, que dem~estra el deseo de que -­

sea transitoria la reglamentaci6n, le da un plazo máximo de -
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vigencia de dos años, pudiendo anticiparse por el Ejecutivo­

su derogación. 

Decreto de 30 de diciembre de 1947. 

Articulo lo. Prohibe el aumento -congela- las rentas y 

prorroga los contratos por un año, cuando se refieran: a) a­

casa habitación que ocupe el inquilino y los miembros de su­

familia que vivan con él de una manera permanente; b) los -­

ocupados por talleres a domicilio y c) los ocupados por ta-­

lleres familiares. 

Articulo 20. El arrendatario no podrá subarrendar o c~ 

der sus der.~~h0c;;: 1 ~!"!. t:c:!c c. C-ü _pa..L: te, sin J.a voluntad del 

arrendador y la violación a esta disposición se sanciona con 

la rescisión de pleno derecho. 

Articulo Jo. Para el aumento de las rentas, se crea una 

comisi6n integrada por tres personas, designadas por el jefe 

del Departamento, para que lo estudien, en casos de mejoras­

º la capacidad econ6mica de los inquilinos. 

Articulo 4o. En caso de desocupaci6n deberá arrendarse 

en la misma cantidad. 

Artículo So. La autoridad administrativa conocerá de -

las violaciones, sin perjuicio de la intervención de la Aut~ 

ridad Judicial, en los casos de su competencia, e impondrá 

a los infractores una multa igual al aumento, en un año. 

Artículo 60. Insiste en que sus disposiciones son de -

orden pGblico, por lo que no pueden renunciarse en perjuicio 

de los inquilinos, y que cualquiera estipulaci6n en contra,-
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de sus disposiciones, no producirá efecto legal. 

El artículo lo. transitorio deroga el Decreto de 11 de­

febrero de 1946, publicado el 8 de mayo. El artículo 2o. le 

da una duraci6n de vigencia de un año. 

Decreto de 24 de diciembre de 1948, (vigente). 

Artículo lo. Decreta la pr6rroga, por ministerio de la­

ley, sin alteración de sus cláusulas, salvo las excepciones­

del "!iguiente artículo, los contratos de arrendamiento de ca 

sas o locales. 

a} Desti~ados exclusivamente a ~abitaci6n que ocupen -

el inquilino y los miembros de su familia que viven 

con él. 

b) Los ocupados por trabajadores a domicilio. 

c) Los ocupados por talleres, y 

d) Los destinados a comercio o industria. 

Artículo 2o. No quedan comprendidos en la pr6rroga; 

a) Las casas destinadas a habitaci6n, cuando la renta­

en vigor de la fecha del Decreto sea mayor de tres­

cientos pesos. 

b) Cuando el arrendador necesite habitar u ocupar las­

casas o locales para establecer una industria o co­

mercio de su propiedad, previa justificaci6n de es­

tos supuestos ante los tribunales. 
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A las casas o locales destinados a cantinas, pul--

querías, cabarets, centros de vicio, a explotaci6n­

de juegos permitidos y a salones de espectáculos p~ 

blicos. (Esta fracción fué agregado por D. de 30 -

de Noviembre de 1951). 

Artículo 3o. Permite un aumento de rentas, siempre que­

na hubieren sido aumentadas desde el 24 de julio de 1942. Es 

te aumento es de: 

a) De 10% en rentas de más de cien a doscientos pesos. 

b) Hasta un 15% en rentas de más de doscientos y hasta 

trescientos pesos. 

c) Prohibe el aumento de rentas gue no exceden de cien 

pesos al mes. 

Este aumento no se aplica a locales destinado~ a comer­

cio o industria, las que quedan congeladas. 

Artículo 4o. aclara que las prórrogas a que se refiere­

la ley no privan al arrendador del derecho a pedir la resci­

si6n del contrato ¡:ara las causas previstas en el artículo 7o. 

Artículo So. cuando se pida la C.esocupación fundándose 

en el caso previsto en la fracción II del artículo ·20., los -

arrendatarios tienen derecho a una co~pensaci6n que consisti­

rá: 

a) En el importe de la renta de tres meses, cuando el-

1ocal esté arrendado por habitación. 

b) En la suma que fijen los tribunales, tratándose de­

locales destinados a comercio e industria y que tornarán en -
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cuenta los guantes que hubiere pagado el arrendatario, el 

cr~dito mercantil de que goce, la dificultad de encontrar 

nuevo local y las indemnizaciones que se tengan que pagar a­

las trabajadores, conforme la resoluci6~ de la autoridad del 

traba)o. Es la primera vez que se reconoce un derecho a in­

dernnizaci6n a favor del inquilino. 

Artículo 60. cuando el arrendador ~-.::O.era hacer uso del­

derecho de ocupar su casa u propiedad ?ara establecer un co­

mercio o industria, deberá notificarlo al inquilino de una -

ma~era fehaciente, con tres meses de a~tici?aci6n, si fuere­

casa habitación y de seis, si fuere cs~a~:2~imiento mercan--· 

til. o industrial., y ~a~a.11.;_;.~..:..:.: ~: ::=:;"'.:' ~º 1 "=' -tT"'!rtemnizaci6n,­

de tal manera que no está obligado a desoc~?arlo mientras no 

se garantice el pago. 

Artículo 7o. señala los casos de rescisión del contrato, 

y se deduce que se derogan las dispos:'-~i~~es del c6digo Ci-­

vil, segGn el articulo 3o. transitorio. 

l. Falta de pago de tres mensualidades de renta, a no­

ser que el arrendatario exhiba las rentas adeudadas, antes -

de la diligencia de lanzamiento. 

2. Por el subarrendamiento total o parcial del inmue-­

ble, sin consentimiento expreso del propietario. 

3. Por el traspaso o cesi6n expresa o tácita de los d~ 

rechos derivados del contrato de arrendamiento, sin la expr~ 

sa conformidad del arrendador. 

4. Por destinar el arrendatario, sus familiares o el 

subarrendatario el local arrendado a usos distintos qe los 

convenidos en el co11trato. 
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5. Porque el arrendatario o subarrendatario llevan a -

cabo, sin consentimiento del propietario, obras que alteren­

substancialmente, a juicio de peritos. 

6. Cuando el arrendatario, familiares, sirvientes o -­

subarrendatarios causen daños al inmueble arrendado, que no­

sean la consecuencia de su uso normal. 

7. CJando la mayoría de los inquilinos ce una casa so­

liciten, con causa justificada, del arrenda<lc=, 1a =esc~si6n 

del contrato de arrendamiento, respecto de alguno de los in­

quilinos. 

8. Cuando la finca se encuentre e~ estado rui~oso, que 

haga neces~ria la demolición, total o parcial, a juicio de -

peritos. 

Artículo Bo En los casos de rescisi6n ,:::.ntes menciona-

dos no tendrá derecho el arrendatario a inde~nizaci6n. 

Artículo 9o. Decreta la nulidad de pleno derecho de 

los convenios que en alguna forma modifiquen el contra:::o. en 

contravenci6n de las disposiciones de la ley y ordena q~e no 

producirán ningún efecto jurídico, los docurr.entos cie cr;;dito 

suscritos por los inquilinos con el objeto dé paga~ re~~as -

mayores a las autorizadas por la ley. 

Artículo 2o. Transitorio. Deroga el Decreto de 3G de-

Diciembre de 1947. 

Artículo 3o. Transitorio. Deroga los artículos del C~ 

digo Civil y Procedimientos Civiles que se opongan a las dis 

posiciones legales. 
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Articulo 4o. Decreta el sobreseimiento de los juicios­

y procedimientos judiciales que tengan por objeto la termin~ 

ci6n del contrato, por haber concluido el plazo estipulado y 
que est~n comprendidos en el articulo lo. de la ley. 

Articulo So. En los procedimie.ntos judiciales pendien-

tes, los interesados podr.'in hacer valer los beneficios de es 

ta ley. 

Decreto de 30 de novie~bre de 1951. Agrega un inciso 

al articulo 2o. en los siguientes términos: III.- h las ca­

sas o locales destinados a cantinas, a pulquerias, a caba- -

rets, a centros de vicio, a explotación de juegos pe~~itidos 

por la ley y a salones de espectáculos pGblicos, co!!'O tea- -

tres, cinemat6grafos y circos. 



JURISPRUDENCIA ANTERIOR A 

1985 

74 



75 

La Jurisprudencia que ha dictado la Tercera Sala de la­

Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, en relaci6n al arre~ 

damiento de inmuebles, es basta y sus precedentes han servi­

do de base para resolver controversias quer'-se presentan res­

pecto a la materia que analizamos. 

Respecto al uso que debe de darse a la localidad arren­

dada, el cual debe especificarse al celebrarse el contrato -

de arrendamiento, se han suscitado controversias ?Or lo cual, 

la Tercera Sala, ha abundado estableciendo en sus Tesis Ju-­

risprudenciales cuando ha lugar a rescisión por cawbio de -­

uso de la localidad arrendada, el cual debe ser sustancial,-

radical. !"~r~ '"!"'""' ~::'!:,..·~ ::"CJ::1t:::-.:.-. .:.:::r:..c~Gr+ u. .J..o cont:ratado, ademeís 

el uso radical debe recaer sobre la totalidad de la locali--

dad arrendada. A este respecto se han pronunciado las si- -

guientes ejecutorias: 

ARH.ENDAMIENTO. CAMBIO DE DESTINO DE LA LOCALIDAD 
ARRENDADA 

Para que haya variación del uso convenido en el contra­
to y por tanto violación del mismo y causa de rescisi6n, es­
necesario que el cambio de uso sea substa~cial, esto es, que 
afecte directamente el destino de la cosa de tal modo que el 
fin a q'-le haya sido destinada se altere de manera radical. -
Si en un caso la actora ni siquiera explica en su demanda en 
qué consiste el cambio de destino, no hay base para determi­
nar si ha habido o no un cambio del uso que afecte de manera 
radical el fin para el cual fue destinado el inmueble arren­
dado, y en estas condiciones las declaraciones de los testi­
gos, referidas en forma un tanto vaga a algunas operaciones­
de compra y venta de muebles, sin que de ellas se deduzca la 
situaci6n del inmueble, son también notoriamente insuficien­
tes para el efecto, con mayor raz6n, si se tiene en cuenta -
que tratándose de una casa de huéspedes es normal que se com 
pren y vendan muebles, para renovar el equipo, de modo que = 
las ventas aisladas a las que se refieran los testigos no de 
muestran un cambio de destino de la localidad. -



76 

No es a la parte demandada a quien corresponde demostrar 
que no ha variado el uso de la localidad arrendada, sino que­
es a la actora a quien conpete demostrar los hechos fundato-­
rios de su acci6n, coIT~ lo previene el artículo 281 del C6di­
go de Procedi.r::iientos Civiles, y en estas condiciones, la cir­
cunstancia de que la demandada no rinda prueba alguna eficaz­
para demostrar que no varió el uso fijado, para la localidad­
arrendada, no implica que el actor haya justificado su ac­
ci6n. 

Sexta Ep~ca, Cuarta parte, Vol. LXXIII, Pág. 10. A.D. -
4466/62. 
José Ferrera García. Cinco votos. 

ARRENDAMIENTO, CAMBIO DE DESTINO DEL BIEN ARRENDADO. 
PROFESIONISTAS 

Si bien es cierto que conforme a los precPn~p~PS ~~~~-­
::....:c..::.:i.'1v~ ~V.L ~d 'J:ercera Sa..1.a de la suprema Corte de Justicia 
de la Nación, no existe cru..-ibic de destino de la localidad ma 
teria del arr,211damiento cuando se estipula que éste se des=­
tine para habitaci6n y el ?rofesionista arrendatario destina 
alguna de las piezas a consultorio o despacho, la situaci6n­
que se presenta en un caso es absolutamente diversa, si el -
contrato esti)?'c:l6 que el departamento se arrendaba para hab.:!: 
tarlo y el arrendatario, qr.:e ya .vive en otra casa, pretende­
explotar exclusivamente co=,o consultorio el local materia -­
del arrend~~ie~to, lo cual implica notorio cambio de destino 
y justifica la rescisi6n demandada. 

Sexta Epoca, Cuarta parte: Vol. XXI, Pág. 9. A. D. -
2885/61. 
Armando Ricalde Gamboa. Unanimidad de 4 votos. 

Del mismo modo, si en el contrato de arrendamiento res­

pectivo, se omite señalar el destino de la localidad arrenda 

da, el arrendatario debe servirse de ella conforme a la natu 

raleza y destino de acuerdo con lo prescrito en el artículo-

2425, fracci6n III, lo cual se expresa en la siguiente ejec~ 

toria: 

ARRENDAMIENTO, CAMBIO DE DESTINO DEL BIEN ARRENDADO. 
PRUEBA 

Si en el contrato de arrendamiento de inmuebles, no se-
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fija el destino que debe darse al bien, tal omisión sólo im­
plica que conforme al articulo 2425 del Código Civil del Dis 
trito Federal, el arrendatario debe servirse de él conforme= 
a su naturaleza y destino. Así, si en un caso, el arrendata 
rio lo destina tanto a habitación como a giro industrial, no 
puede decirse que falta al deber jurídico que le impone la -
fracción III del precepto citado, si el arrendador no prueba 
que por la naturaleza de la industria y la estructura y con­
diciones del local arrendado, se contraria su naturaleza al­
establecer en él el giro industrial respectivo. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: 'lol. LXIV, Pág. 9. A. D. - -
2812/61. 
Horacio Brito Alcaraz. Unanimidad de 4 votos. 

En cuanto al lugar de pago de rentas, éste debe ser na­

gaáo t=n i:::.i Ü.C..liu~~.il.:...:.. C::.::::!. ::~:-:::;.C!~"':~!'""~ 0,. ~nnforme a1 ,artículo-

242_7 del Código Civil, aunque se hubiere señalado otro domi­

cilio, el cual no se precisó debidamente, y de ningún modo -

le hubiese sido conocido al arrendatario, en cuyo caso el -­

arrendatario no incurrirá en mora del pago de la renta. Así 

se expresa por las siguientes tesis jurisprudenciales: 

ARRENDAMIENTO. LUGAR DE PAGO DE LAS RENTAS. 

Cuando la renta debe ser pagada en el domicilio del - -
arrendatario, según lo establecido por el articulo 2427 del­
C6digo Civil para el Distrito y Territorios Federales, si no 
hay constancia del cobro al arrendatario, éste no incurre en 
mora .. 

Sexta Epoca. Cuarta Parte: Vol. XIII. Pág. 65. A. D. --
2094/57. 
Maria Teresa Sáens Asúnsolo. 5 votos. 
Vol. XI. Pág. 67 A. D. 3617/57. 
Maria Núez de Quintana. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. XXII, Pág. 24. A. D. 1583/58. 
Matilde Burgos Maza. 5 votos. 
Vol. XXXII. Pág. 99. A. D. 5653/58. 
César Navari. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. XXXIII. Pág. 80. A. D. 362/59. 
Isabel del Castillo Le6n. 5 votos. 
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ARRENDAMIENTO. LUGAR DE PAGO DE LAS RENTAS. 

Aún cuando en el contrato de arrendamiento se haya esti 
pulado que el lugar de pago es el domicilio del arrendador,= 
si no se precis6 la ubicaci6n de ese domicilio, ni se prob6-
durante el juicio que fuera conocido del arrendatario, debe­
estarse a lo establecido por el artículo 2427 del C6digo Ci­
vil para el Distrito y Territorios Federales, en cuyo caso,­
si no hay constancia del cobro a éste de las rentas, el -
arrendatario no incurre eri mora. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: 
1428/58. 

Vol. XXVIII, Pág. 84. A. D. 

Luis Ramírez Centeno. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. XXXIII. Pág. 80. A. D. 1121/59. 
Beneficiadora de Fierro, S.A. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. XXXV, Pág .. 18 .. h. D .. 3728/59. 
Compañía Ferretera Industrial, S.A. Unanimidad de 4 ~o­
tos. 
Vol. XXXVIII, Pág. 52. A. D. 3726/58. 
Gustavo Frías Balcazar. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. -XLVIII, Pág. 82. A. D. 3726/58. 
Ernesto Campos Luna. Unanimidad de 4 votos. 

La muerte de los contratantes no es causa de termina- -

ci6n del contrato de arrendamiento y los presuntos herederos 

son quienes deben dar cumplimiento a las obligaciones que c~ 

rrespondieren al arrendatario. Así se expresa la siguiente­

tesis jurisprudencia!: 

ARRENDAMIENTO. MUERTE DE LOS CONTRATANTES. 

El arrendamiento continúá a pesar de la muerte de los 
contratantes, porque ese hecho no está previsto como causa 
de terminaci6n del contrato en el artículo 2408 del C6digo 
Civil para el Distrito y Territorios Federales, ni es causa­
de rescisión según el artículo 2408 del mismo ordcna~iento.­
Para precisar a quién o a quiénes corresponden los derechos­
derivados del contrato cuando muere el arrendatario y se tra 
ta de rentas bajas que harían onerosa la tramitación del juT 
cio sucesorio, la Suprema Corte, con apoyo en el artículo -= 
1288 del Código Civil, ha sostenido que desde el momento de­
la muerte del arrendatario, los presuntos herederos, esposa, 
hijos, hermanos, que continúan poseyendo como inquilinos, -­
son comuneros, y cualquiera de ellos tiene legitimación acti 
va para comparecer a juicio en defensa de los derechos del = 
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arrendatario, aun cuando no exista testamento, ni albacea, -
ni declaraci6n de herederos, procedimiento sucesorio cuya -­
iniciaci6n no es condici6n de la titularidad de los derechos 
hereditarios, porque ~stos se trasmiten al momento de la - -
muerte del autor de la sucesi6n. 

Sexta Epoca. Cuarta Parte: Vol. XXIX, Pág. 41. A. D. -
397/59. 
María del Carmen Caso. 5 votos. 
Vol. XXXI. Pág. 21. A. D. 7251/58. 
Etel R. Vda. de Shaderman. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. XXXVI. Pág. 27. A. D. 4552/59. 
Bernardino Menabrito. UnanL~idad de 4 votos. 
Vol. XXXVI. Pág. 104. A. D. 3921/59. 
Francisco Gallina M. 5 votos. 
Vol. XLII. Pág. 119. A. D. 3205159. 
Elisa Velasco Vda. de Orozco. 5 votos. 

Como sabemos, en caso de existir fiador en el contrato­

que se otorgue, las obligaciones del ~ismo cesan al terminar 

el contrato mismo, a no ser que el fiador expresamente mani-

fieste lo contrario. En relaci6n a lo anterior, la siguien-

te ejecutoria nos dice: 

ARRENDAMIENTO, OBLIGACIO~ES DEL FIADOR EN EL. 

Si en el contrato de arrendamiento el fiador renuncia 
de una manera clara y precisa a los beneficios de orden y ex 
cusi6n, y en el mismo contrato se expresa que la fianza no = 
se extinguirá por pr6rroga o es!_>era que sin co~sentimiento -
del fiador conceda el arrendador al arrend·atario, debe enten 
derse que se trata de los derechos que consagra el artículo= 
2846 del C6digo Civil, y no los consignados por el artículo-
2488/ si aqu~l y no ~ste es el que se cita en forma expresa. 
En tales condiciones, la renuncia Gnicamente puede estimarse 
válida por lo que ve a la pr6rroga o espera concedida en re­
laci6n con el pago de rentas, durante el tiempo de vigencia­
del contrato y no puede ampliarse a los derechos que compre~ 
de el artículo 2488, el cual tiene relaci6n con una cuesti6n 
distinta, puesto que se refiere a la pr6rroga del contrato -
y a la tácita reconducci6n y máxime si sobre este particular 
no se demuestra que exista ningGn convenio en-contrario. Por 
lo anterior, se debe considerar que el fiador no está obliga 
do a pagar las cantidades que por concepto de rentas causa-= 
das con p~sterioridad a la conclusi6n del término fijado en­
el contrato, quede adeudando el arrendatario. 
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Sexta Epoca, Cuarta Parte: Vol. LXXII, Pág. 37. A. D. -
2854/59. 
Luz de la Flor Vda. de Hamdam. Unanimidad 4 votos. 

La siguiente ejecutoria nos explica que el alza en el -

precio del alquiler constituye un hecho notorio. 

ARRENDAMIENTO, EL ALZA EN EL MONTO DE LOS ALQUILERES ES 
UN HECHO NOTORIO 

Puede considerarse como hecho notorio el referente a -­
que el monto de los alquileres ha sufrido continuo aumento -
desde hace varios años. Es una realidad, que está en la con 
ciencia de la mayoría de los habitantes del Distrito Federa1, 
que no s6lo los alquileres han venido sufriendo continuame~­
te una alza desde la 6poca en que por virtud de la guerra se 
decret6 un estado de emergencia en el país, sino que la han­
suiricio en genera.L toaos .Los e.i.ement:.os i.ncii.spensa.D.Les para -
satisfacer las necesidades de los habitantes del propio Dis­
trito. Consecuentemente, si puede estimarse que el hecho -­
consistente en esa alza, forma parte del conocimiento gene-­
ral de dichos habitantes y que por lo tanto se trata de un -
hecho notorio. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte. Vol. LI, Pág. 9. A. D. -
5586/59. 
Mosaicos Saborit, S.A. 5 votos. 

Por otra parte, la siguiente tesis jurisprudencial cla­

rifica que los efectos de la notificaci6n de terminaci6n del 

contrato de arrcndamier:to es señalar un lapso 1!'.áximo paru la 

desocupaci6n y entrega del inmueble arrendado: 

ARRENDAMIENTO POR TIEMPO INDEFINIDO. EFECTOS DE LA NO­
TIFICACION DE TERMINACION DEL CONTRATO 

La notificaci6n al arrendatario de ser voluntad del - -
arrendador dar por concluído un arrendamiento por tiempo in­
definido, no tiene el efecto de crear la relaci6n jurídica -
propia del contrato por tiempo determinado, porque el plazo­
de dos meses a que alude el articulo 2478 del C6digo Civil -
del Distrito Federal, no es t~rmino de duraci6n del contrato 
de arrendam1ento, ni pr6rroga del mismo, sino lapso máximo 
para la desocupaci6n y entrega del inmueble arrendado. 



sexta Epoca, Cuarta Parte: Vol. XX, Pág. 38. A. D. -
304/57. 
Ernestina Escalante Foglea. 5 votos. 
vol. XXXII, Pág. 66. A. D. 6199/58. 
santos Gardina Arellano. Unanimidad de 4 votos. 
vol. XXXVI, Pág. 38. A. D. 2416/59. 
Yolanda Enciso Rojas. Unanimidad 4 votos. 
Vol. LXXXII, Pág. 46. A. D. 968/62. 
Julieta Candero Nava. Mayoría de 4 votos. 
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Vol. CI, Pág. 18. A. D. 3645/63. Ram6n Galván. Unani­
midad de 4 votos. 

Para que en el Contrato de Arrendamiento opere la táci­

ta reconducci6n deben cumplirse determinados requisitos: que 

el contrato celebrado sea por tiempo determinado, que el in­

quilino continúe en el uso y goce de la localidad arrendada­

después del vencimiento del contrato y la no O!'osj.~1'5~ de! ·­

arrendador, tal y corno lo expresa la H. Tercera Sala en las­

siguientes tesis jurisprudenciales: 

ARRENDAMIENTO, TACITA RECONDUCCION DEL CONTRATO DE. 

Los artículos 2486 y 2487 del Código Civil del Distrito 
Federal, se refieren a los contratos de plazo fijo, pues al­
establecer que si después de terminado el arrendamiento, con 
tinúa el arrendatario, sin oposición, en el goce y uso del = 
predio, y éste fuere urbano, el arrendamiento continuará por 
tiempo indefinido, modifican el contrato en cuanto a su dura 
ci6n, transformándolo de plazo fijo a indefinido. La segun= 
da parte del articulo 2487 citado, confirma esta conclusi6n, 
al disponer que el arrendatario deberá pagar la renta que co 
rresponda al tiempo que exceda al del contrato, con arreglo= 
a la que pagaba, pues s6lo en los contratos a plazo fijo, se 
puede saber qué tiempo ocup6 el inquilino el local, excedién 
dose del plazo pactado originariamente, ya que en los arren= 
damientos indefinidos, no hay tiempo que exceda al del con-­
trato, motivo por el cual no puede operar en ellos la tácita 
reconducci6n. 

Quinta Epoca: Tomo LXXII, Pág. 5690. Adrninistraci6n de 
los Ferrocarriles Nacionales de México. 
Tomo LXXXIV, Pág. 2658. Cia. de Inmuebles Trinidad, S.A. 
Tomo LXXXVI, Pág. 685. Compañia de Inmuebles Trinidad,S.A. 
Tomo LXXXIX, Pág. 1157. Ruiz Rivera Manuel. 
Tomo LXXXIX, Pág. 2442. García Vda. de Martfnez Julieta. 
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ARR~~DAMIENTO, TACITA RECONDUCCION DEL CONTRATO DE 

Los requisitos esenciales para que opere la tácita re-­
conducci6n, según los artículos 2486 y 2487 del C6digo Civil 
para el Distrito y Territorios Federales, son: La continua-­
ci6n del inquilino en el uso y disfrute de la cosa arrendada 
despu~s del vencimiento del contrato, y la falta de oposi- -
ci6n del arrendador. La ley no precisa el plazo dentro del­
cual deba llevarse a cabo la oposici6n, por lo que la Supre­
ma Corte ha considerado prudente fijar el de diez días, con­
tados a partir de la fecha de vencimiento del contrato. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: 
Vol. XXIV. Pág. 87. A. D. 2603/58. Joyería La Plania, 
S. de R. L. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. XXVI, Pág. 49. A. o. 6044/58. Manuel Guerrero. 5-
votos. 
Vol. XXXV, Pág. 38. A. D. 926/59. Justo Hernández Oro~ 
co. 5 votos. 
Vol. XXXVII. p¿g. 36. A. D. 7539/59. Waldo sober6n. 5 
votos. 
Vol. XL, Pág. 76. A. D. 4276/59. David de J. Jim~nez 

-Unanimidad de 4 votos. 

ARRENDAMIENTO, TACITA RECONDUCCION. 

La tácita reconducci6n s6lo opera en los contratos por­
tiempo fijo, no en los indefinidos. 

Quinta Epoca: 
Tomo LXXXII. Pág. 878. Asúnsolo de Herrera Emilia. 5 vo 
tos. 

Sexta Epoca: Cuarta Parte: 
Vol. XIX. Pág. 47. A. D. 763/57. Constantino Díaz Gar­
cía. 5 votos. 
Vol. XXVIII. Pág. 100. A. D. 2514/59. María Isabel - -
Le6n. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. XLI, Pág. 19. A. D. 1560/59. María del Refugio 
Olaide. 5 votos. 
Vol. LXII. Pág. 84. A. D. 4353/61. Sofía M. Vda. de Mo 
rales. 5 votos. 

La pr6rroga del contrato de arrendamiento también proc~ 

de cuando ~ste ha sido celebrado rx>r tiempo determinado, - -

siempre que esté al corriente en el pago de rentas, conforme 

al artículo 2485, y será prorrogable por un año. 
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La prórroga es renunciable, si el arrendatario es dema~ 

dado, debe solicitarla por acción autónoma reconvencional, 

la prórroga legal opera aún cuando el contrato de arrenda­

miento haya sido prorrogado en forma convencional, tal y co­

mo lo expresan las siguientes ejecutorias: 

ARRE~DAMIENTO, PRORROGA DEL CONTRATO DE. 

Si el inquilino al contestar la demanda reclama la pró­
rroga del contrato de arrendamiento, dicha prórroga deberá -
solicitarse mediante acción autónoma reconvencional, y no li 
mitarse a pedirla a través de una excepción. -

sexta Epoca, cuarta 'Parte: Vol. XCIII. Pág. 28. A. D. -
4400/61. 
Amalia C. Vda. de Badillo. Unanimidad de 4 votos. 

ARRENDAMIENTO, PRORROGA RENUNCIABLE. 

La prórroga de los contratos que establece el artículo-
2485 del Código Civil para el Distrito y Territorios Federa­
les, es renunciable por no ser disposición de orden público. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: Vol. XXI, Pág. 61. A. D. - -
2128/58. 
Francisco García G6mez. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. XLVIII, Pág. 94. A. D. 7587/59. 
Moisés B. Cohén. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. LXII, Pág. 83. A. D. 4458/61. 
José Rubio Acero. 5 votos. 

ARRENDAMIENTO, VALOR DE LA PRORROGA CONVENCIONAL ANTE­
RIOR A LA LEGAL 

Cuando en un contrato de arrendamiento las partes suce­
sivamente convienen en varias prórrogas, hasta que se venza­
la última de plazo fijo que se señale, será cuando proceda -
la forzosa o legal que impone la ley, debido a que las ante­
riores que fueron convencionales, no excluyen la procedencia 
de la legal, pues éstas siguen dando plazo al contrato. Por 
lo tanto, si en este último no se menciona que la prórroga -
convencional comprenda o substituya a la legal, deberá esta­
blecerse que un contrato por tiempo fijo que se prorrogue vo 
luntariamente por las partes en una o más ocasiones, al ven= 
cimiento del plazo que estipule en la última prórroga conve~ 
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cional, será cuando opere la legal, ya que será entonces - -
cuando se venza el t~rmino pactado. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: Vol. LXVII. Pág. 37. A. D. -
7371/61. 
Lucía de Santiago de De Luna. 5 votos. 

Las fornalidades en el arrendamiento constituyen exclu­

sivamente medios de prueba como se estima en la siguiente -­

ejecutoria: 

ARRE. .. NDAMIENTO, FORMALIDAD DEL. 

La forma prescrita por el artículo 2406 del C6digo Ci-­
vil del Distrito Federal, no es ad solemnitatem, sino simple 
mente ad probationen y por lo mismo, y como a mayor abunda-= 
miento lo disponen los artículos 489 y 490 d~l Código de Pro 
cedimientos Civiles del Distrito y Territorios Federales, no 
es necesaria la presentación de1 contrato escrito !'"''.""""' 7c::= ··· 
proceda la demanda º"" <'l~é"==::;:::::.:C;., si.no que basta al respe~ 
~c. (;úH aernostrar que las partes han cumplido voluntar.iamen~e 
con ~l, cornport1indose como arrendador y corno arrendatario. 

Quinta Epoca. Tomo CXXX, Pág. 280. A. o. 2186/56. 
Alberto Porras, 5 votos. 

En cuanto a las acciones relativas al arrendamiento en­

caso de copropiedad, la siguiente ejecutoria nos da 1a pauta 

para resolver el problema. 

ARRENDAMIENTO. ACCIONES RELATIVAS AL, EN CASO DE CO­
PROPIEDAD. 

Como la celebraci6n, por los copropietarios, de un con­
trato de arrendamiento crea entre ellos, frente al arrendata 
ria, una situación de solidaridad, con arreg1o a los art!cu-= 
los 1987, 1989 y 1994 del Código Civil y 15 del de Procedi-­
mientos Civiles, cualesquiera de los condueños está legiti­
mado para pedir judicialmente la rescisión del contrato, - -
puesto que se trata de una acción relativa a 1a cosa com!in. 

suplemento de1 año de 1956, Pág. 73. A. D. 9518/48. 
Antonio Vallejo Leal y Coag. 5 votos. 
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La siguiente ejecutoria nos explica los supuestos para­

que proceda la condenaci6n de daños y perjuicios cuando el 

arrendatario se niegue a desocupar el inmueble arrendado. 

ARRENDAMIENTO, o~os y ~ERJUICIOS, CUANDO EL ARRENDATA­
RIO SE NIEGA A DESOCUPAR. PRUEBA. 

Para que proceda la condena a daños y perjuicios por ha 
berse negado el inquilino a desocupar una casa, no basta - = 
acreditar el quantum posible de los daños y perjuicios, sino 
también debe probarse que son consecuencia inmediata y direc 
ta de la falta de desocupaci6n de la casa. Por lo tanto, se 
ve que es insuficiente demostrar la probable rentabilidad C9_ 
mercial de dicha casa, si no se demuestra también, que deso­
cupada oportunamente, se dejó de percibir la cantidad señal~ 
da pericialmente como renta a pagar de u:i detert inado presu!!_ 
to inauilino.. El hecho de oue comerc:ia1Ment:e un inm11ehl~ i},p, 

be rentarse en una cantidad tal, no im?lica necesariamente = 
que esa hubiera sido la que obtuvieran los propietarios como 
precio de su arrendamiento, toda vez que podía no haber per­
sona que se las pagara o que no la hubiera en el momento en­
que se hubiese desocupado la casa. 

sexta Epoca, Cuarta Parte: Vol. CXXXIII, P§g. 32. A. o. 
270/60. 
Merina Massdy y Coag. 5 votos. 

La H. Tercera Sala ha establecido que las acciones de -

rescisi6n y terminaci6n del arrendamiento no son contradicto 

rias argumentando: 

ARRENDAMIENTO. LAS ACCIONES DE RESCIS:I:ON Y TERMINACION 
NO SON CONTRADICTORIAS. 

Las acciones de rescisi6n y terminaci6n del contrato de 
arrendamiento no son contrarias ni contradictorias, pues no­
existe entre ellas ninguna oposici6n de la que pudiera resu.!_ 
tar que la procedencia de una implique necesariamente la im­
procedencia de la otra, ni tampoco es el caso de que ambas -
persigan fines que por ser opuestos se excluyan recíprocame!!_ 
te, sino que, por el contrario, las dos persiguen el mismo -
fin: la desocupaci6n y entrega del local arrendado. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: 
Vol. I, P§g. 90. A.O. 6162/56. Remando Ancona. 5 votos. 



Vol. XVII, Pág. 103. A. o. 6914/57. Rodolfo Chanona. 
Unanimidad 4 votos. 
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Vol. XLV, Pág. 9. A. D. 4836/59. Francisco Hernández -
Reves. 5 votos. 
voí. LXII, Pág. 55. A. D. 4458/61. José Rubio Acero. 5 
votos. 
Vol. LXV, Pág. 31. A. D. 6186/61. Adrián Sandoval. - -
Alonso. Unanimidad de 4 Notos. 

Respecto al subarrendamiento, citaré dos ejecutorias -­

las cuales señalan: primero que el decreto de congelación de 

rentas es aplicable al subarrendador y segundo, la forma de­

acreditar el subarrendamiento celebrado por el arrendatario­

carente de facultades: 

SUBARRENDAMIENTO, PROTECCION DEL, POR.EL DECRETO DE 
CONGELACION DE RENTAS 

La protección otorgada por el Decreto de Congelación de 
Rentas al contrato de arrendamiento abarca también al suba-­
rendador, cuando éste se encuentra autorizado en el mismo -­
contrato. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: Vol. LV, Pág. 86. A. o. 267/ 
60. 
Balneario Bahia, S.A. Mayoría 3 votos. 

SUBARRENDAMIENTO, PRUEBA DEL. 

Sería infundado exigir al arrendador que acreditara con 
prueba directa la relación entre un arrendatario carente de­
facultades para subarrendar y el tercero a quien concedió el 
uso de la cosa, por la naturaleza misma de esa relación. Por 
tanto, debe estimarse acreditado el subarrendamiento con la­
confesión del subarrendatario y el informe de la Oficina Fe­
deral de Hacienda respectiva en el sentido de que dicho sub~ 
rrendatario tiene registrado un comercio en la casa subarren 
dada. -

Sexta Epoca, cuarta Parte: Vol. I, Pág. 153, A.O. 5434/56. 
Vicente Perales. 5 votos. 
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a) CONCEPTO 

El contrato de arrendamiento es uno de los contratos de 

mayor importancia, debido a los problemas que suscita, por ·­
su reglamentación amplia en nuestro Código Civil, por ser -­

objeto de ímportantes reformas y por su constante aplicaci6n 

en la práctica. 

Nuestro C6digo Civil Vigente regula únicamente, dentro­

del contrato de arrenda.::1iento, una de las formas comprendí-­

das en el Derecho Romaco: El Arrendamiento ñ 0 ~~~~~ (~oca~io 

conductio ,.-,.f.) • 

Podemos decir que el contrato de arrendamiento es el 

acuerdo por el cual una persona denominada arrendador, cene~ 

de a otra denominada arrendatario, el uso o goce temporal de 
una cosa, a cambio del pago de un precio cierto. 

De la anterior concepci6n, deducimos los siguientes el~ 
mentes: 

lo. La concesi6n del uso o goce temporal de un bien; 

2o. El pago de un precio cierto, como contraprestaci6n co­

rrespondiente a la concesión del uso o goce; y 3o. La resti­

tucí6n de la cosa, ya que la concesi6n del uso o goce es de 

carácter temporal, tal y como se establece en el art!culo 

2398 del C6digo Civil que dice: "Hay arrendamiento cuando 

las partes contratantes se obligan reciprocamente, una, a OJ.!2 
ceder el uso o goce tempora1 de una cosa, y 1a otra, a pagar 

por ese uso o goce un precio cierto". 
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El contrato de arrendamiento se ha clasificado como pri~ 

cipal, porque subsiste por sí mismo. Es bilateral porque en-

gendra derechos y obligaciones recíprocos. Es oneroso porque 

impone provechos y gravámenes a ambas partes. Es formal, ya­

que el arrendador está obligado a celebrarlo por escrito y su 

omisi6n es imputable a ~l mismo. 

El arrendamiento es un contrato conmutativo porque los­

provechos y gravámenes son ciertos y determinados al cele- -

brarse el contrato, tarnbi~n es un contrato de tracto sucesi­

vo porque se caracteriza por la ejecuci6n reiterada de actos 

durante la vigencia del mismo. 

b) CARACTERISTICAS Y NATURALEZA JURIDICA DE LAS REFORMAS 

DE SIETE DE FEBRERO DE 1985. 

En la exposici6n de motivos que originaron estas refor­

mas, se hacen referencias sobre la situaci6n que priva en ma 

teria de arrendamiento inmobiliario en nuestro medio, así la 

Comisi6n Especial sobre Inmuebles en Arrendamiento, consti-­

tuída por acuerdo del pleno de la Cámara de Diputados adopt~ 

do en la sesi6n de veintitres de diciembre de 1983, como co~ 

secuencia de la proposici6n que al efecto forrnul6 la Comi- -

si6n Legislativa del Distrito Federal, lleg6 al convencimie~ 

to de que el problema a nivel nacional, es consecuencia de 

muy diversas causas, según se atienda a la zonas urbanas o a 

las zonas industriales en donde la carencia de viviendas en-

arrendamiento es de mayor significaci6n. Por lo mismo consi 

der6 que no pueden sugerirse medidas homog~neas, legislati-­

vas o extralegislativas, para hacerle frente a nivel nacio-­

nal y por lo mismo requiere de planteamientos singulares se­

gún la zona o la ciudad en que el problema se pretende en- -

frentar. 
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Por dichas razones se decidi6 limitar el estudio de la­

Comisi6n al problema más representativo de la falta de vi- -

vienda en arrendamiento, que se presenta en la Ciudad de Mé­

xico y su zona conurbada. 

No obstante los ligeros cambios registrados en la es- -

tructura de la distribuci6n del ingreso entre 1970 y 1980 

-disminución del grupo que obtiene menos del salario mínimo­

y ensanchamiento del grupo que recibe de uno a dos punto ci~ 

co veces el salario mínimo-, la concentración del ingreso en 

la Ciudad de México continaa siendo sumamente notoria. Di-­

cha problemática está vinculada con el precio de la vivienda, 

~~e ~~ ~l ~~~~~~~u r·~otcai ~~ aL~o respecto a los ingresos -

de la mayoría de la población. En este encarecimiento dese~ 

peña un papel importante el alto costo de la construcción, 

los elevados precios de los materiales de construcci6n, el 

costo del financiamiento bancario, el proceso inflacionario­

y los gastos en trámites administrativos. 

Esta situación se agrava por la elevación de-los pre- -

cios de la tierra urbana, que normalmente está por encima -­

del alza general de precios, debido a que la demanda de tie­

rra urbana tiende a concentrarse en las grandes ciudades. 

Aparte de los fenómenos especulativos del suelo, dentro 

de los factores apuntados el más importante en la agudiza- -

ci6n del problema habitacional es el crecimiento demográfico 

registrado en el Distrito Federal y en los municipios conur­

bados del Estado de M~xico. Bajo este crecimiento acelerado 

y anárquico, las condiciones habitacionales se han tornado 

más graves, no obstante que con respecto al censo de 1970, 

se observa una relativa mejoría en términos absolutos. 
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Según las cifras del censo de 1980, el ritmo de constru~ 

ción de vivienda en la mancha urbana es sumamente rápido, al­

canzando una tasa de crecimiento anual de 5.2%. Sin embargo, 

la definición de vivienda, empleada en el censo es demasiado­

amplia, ya que se basa en el criterio de la "entrada" a la -­

vivienda, la cual debe ser i.ndependiente, o sea, que sus habi:_ 

tantes puedan entrar y salir de ella sin pasar por los cuar--

tos de otras viviendas. Por tanto, esta definici6n no consi-

dera las funciones m1'.nimas que debe cumplir una vivienda ta-­

les como: a) la funci6n de proteger a sus ocupantes en forma­

suficiente y permanente de agentes exteriores, por ejemplo, -

de los elementos climáticos; b) condiciones de salubridad bá­

sica para-reducir las enfermedades cuyo origen sean imputa- -

bles directa o indirectamente al espacio construido; c) tam-­

bién la vivienda debe ofrecer comodidades y funcionalidad a -

través de la organizaci6n de usos domésticos de los cuartos.­

Por último, debe contar con infraestructura básica, por ejem­

plo, drenaje, agua, energía eléctrica y vialidad. Bajo estas 

consideraciones las condiciones habitacionales continúan sien 

do graves. 

La actividad de construcci6n disminuye a un ritmo ~upe­

rior que otras ramas econ6micas .. debido e;n parte, a que en -

épocas de estancamiento e inflación económica los programas­

de inversión en materia constructiva se consideran en segun­

do término, sobre todo por la falta de recursos financieros. 

Esta situaci6n afecta de manera negativa a la vivienda cons­

truida por el sector Privado, ya que su ritmo de producci6n­

se reduce notoriamente provocando aumentos de precios en las 

escasas viviendas construidas. Tal proceso de inflaci6n ~ 

bién ha incidido en el aumento del precio de la vivienda, a­

través de los constantes incrementos en el costo de la cons­

trucción. 
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En el período de 1978 a 1984, el costo de la construc-­

ci6n se elev6 ocho veces, resultando significativos los últi 

mos cuatro años y en especial el año de 1984, en que el cos­

to se ha incrementado 159.2%,_ cifra que no se habia registr~ 

do en los diez años anteriores. 

La vivienda en arrendamiento se ha convertido en uno de 

los más graves problemas que afecta al 47% de la población -

citadina, 'ya que el incremento de las rentas no corresponde­

ª la capacidad de pago de la mayoría. La capacidad constru~ 

tora del Sector Privado y del Público se ha encaminado hacia 

la producción de viviendas en propiedad. Es nec~sario subr~ 

yar que ningún organismo público habitacional. contempló la -

de inversión hasta 1981. El incremento de habitaciones en 

renta se explica, en parte, por el impacto urbanístico -

~ejes viales, saturación de las calles por automóviles est~ 

cionados, zonas altamente contaminadas- , que obliga a los -

antiguos residentes propietarios a cambiar de domicilio, bu~ 

cando instalarse en colonias menos contaminadas, congestion~ 

das y deterioradas, consecuentemente ofrecen en arrendamien­

to sus antiguas viviendas. Otro factor que explica el incre 

mento de las viviendas en arrendamiento es la actividad de -

autoconstrucci6n que se registra en la periferia de la ciu-­

dad, y al mismo tiempo la necesidad económica de arrendar -­

parte de la vivienda para resarcirse del deterioro del poder 

adquisitivo de los salarios de los autoconstructores. 

Las viviendas que se ofrecen para arrendamiento medio y 

de lujo cumplen con los requisitos arquitectónicos y con el­

r~imen jurídico. Estos inmuebles se ubican particularmente, 

eu las colonias de mayor poder adquisitivo y el monto de las 

rentas es sumamente elevado, lo cual influye de manera direc 
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ta en la determinaci6n de la renta de los otros tipos de vi­

vienda en arrendamiento. 

Otro de los factores que han originado la falta de vi-­

vienda para arrendamiento en la Ciudad de M~xico, ha sido la 
política fiscal observada a partir de 1970. Desde ese año -

se tomaron algunas medidas que aumentaron la carga fiscal a­
los rentistas, que produjeron incrementos de impuestos, que­

llevaron a la imposición al capital invertido en sus activos 

inmobiliarios a una tasa cercana al 80%, muy por encima de -
la imposición promedio al capital en el resto de los secto­

res, lo que necesariar.iente produjo la contracción de la in-­

versi6n del Sector Privado en esa área. Al ~~~~=~~~~ ae la­

d~cada de 10~ =~=~ v~ilentas, las autoridades hacendarías mo­
dificaron la política fiscal en esta área, con el propósito­

de estimular la inversión en la construcción de inmuebles p~ 

ra arrendamiento, sin embargo, la recesi6n y la caída de los 
salarios reales a partir de 1982 han generado que grupos or­
ganizados de arrendatarios demanden medidas de protección y­

que por su parte los inversionistas no est~n dispuestos a 

participar en el mercado inmobiliario. 

En consecuencia, la Comisi6n acord6 proponer a la sobe­

ranía de la Honorable Cti:::3ra de Diputados, modificaciones al 

derecho común vigente en el Distrito Federal, con objeto de­

tutelar y proteger los derechos de los arrendatarios. y al -
mismo tiempo armonizar los derechos de éstos y de los arren­

dadores, con el propósito de conseguir mayor equidad en la 

relación jurídica que se establece por virtud del contrato 

de arrendamiento de fincas para habitación. Asimismo, la e~ 

misi6n tuvo presente la necesidad de estimular 1a inversi6n­

de los sectores Público, Social y Privado para arrendamiento. 
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A continuaci6n se destacan las principales reformas de­

algunos de los ordenamientos legales que se consider6 neces~ 

ria reformar. 

C6digo Civil. 

En el C6digo Civil las reformas más importantes son las 

siguientes: 

Se reserva el Capítulo IV del Título Sexto, de la s~ 

gunda parte del libro cuarto, para regular el arren­

damiento de fincas urbanas destinadas a la habita- -

ci6n. 

Las disposiciones del capítulo mencionado son de or­

den pGblico e inter~s social y por tanto irrenuncia­

bles. 

La duraci6n mínima de todo contrato de fincas urba-­

nas destinadas a habitación será de un año forzoso,­

Y prorrogable por dos años más, a voluntad del inqu~ 

lino. 

- La renta se estipulará en moneda nacional. 

Las rentas s6lo podrán ser aumentadas anuaL~ente, c~ 

mo máximo el mismo porcentaje de incremento que haya 

experimentado durante el último año el salario mini­

mo general en el Distrito Federal. 

El contrato de arrendamiento deberá otorgarse por es 

crito. 

El contrato de arrendamiento deberá registrarse ante 
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el Departamento del Distrito Federal y se concede ac 

ci6n al inquilino para que cumpla tal previsi6n. 

Los causahabientes del arrendatario podrán continuar 

disfrutando del arrendamiento despu~s de la muerte -

de aquél. 

El inquilino tiene derecho de preferencia para la ce 

lebraci6n de un nuevo contrato. 

El inquilino goza del derecho del tanto obligatorio, 

en caso de que el propietario desee vender la finca­

arr.endaé!a, sin necesidad de antigüedad en el arrenda 

utit:n t:.o. 

En todo contrato de arrendamiento para habitación, -

será obligatorio que el documento contenga íntegras­

las disposiciones del Capítulo IV. 

Código de Procecimientos Civiles para el Distrito Fede-

Las principales modificaciones en esta materia son: 

Las disposiciones específicas del título rnencionado­

s6lo se aplicarán a las controversias que versen so­

bre arrendamiento de fincas urbanas. 

Para el ejercicio de las acciones previstas en este­

título, el arrendador deberá exhibir el contrato de­

arrendamiento necesariamente. 

Se establece la instancia conciliatoria entre arren-
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dador y arrendatario, como acto procesal obligatorio, 

previo ,al juicio. 

Si el arrendatario no contesta la demanda o la reCO,!! 

venci6n se entenderán negados los hechos. 

Se establece el principio de oralidad como base del­

procedimiento, de tal manera que el juez está en ap­

titud legal de dictar la sentencia en la propia au-­
diencia de pruebas y alegatos. 

Se reforma el T!tulo Especial de la ~usticia de Paz­
del propio Código de Procedimj,c>T)-t-0~ e-.:-.-~:=~ para el­

Diblrito Federal para sustraer de-dichas autoridades 

las cuestiones de arrendamiento inmobiliario, cuya -
competencia se reserva a los jueces de PrL~era Ins-­

tancia del orden Común. 

Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del Fuero 

Común del Distrito Federal. 

Se reforma y adiciona la Ley Orgánica de los Tribunales 

de Justicia del Fuero Común del Distrito Federal con objeto­

de crear los juzgados del Arrendamiento Inmobiliario, cuyo -

nfunero ser~ determinado por el Pleno del Tribunal, según sea 

necesario para que la administración de justicia sea expedi­

ta. 

Los jueces del Arrendamiento Inmobiliario serán compe-­

tentes para conocer de todas las controversias que se susci­

ten en mat~ria de arrendamiento de inmuebles destinados a h~ 

bitaci6n, comercio, industria o cualquier otro uso, giro o -

destino permitido por la Ley. 
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Los Juzgados de1 Arrendamiento Inmobiliario contarán -­

con el nfunero de conciliadores que el Pleno del Tribunal Su­

perior considere necesario para el eficaz desempeño de sus 

funciones, quienes tendrán por atribución primordial estar 

presentes en la audiencia de .conciliación para escuchar las­

pretensiones de las partes y procurar su avenimiento. 

Ley Federal de Protecci6n al Consumidor. 

Se reforma la Ley Federal de Protecci6n a1 Consumidor,­

para darle competencia en el Distrito Federal en materia de­
protecci6n al inquilino en los ,.,...,...~:::e.:::; • .;_,_,.1;;os para habita- -

e~~~- Cun ~al motivo se establece la recuperabilidad de los 

pagos hechos en exceso de la renta convenida y se otorga a 
!a Procuraduría Federal del Consumidor la tutela y protec­

ci6n de los derechos de !os arrendatarios en el Distrito Fe­

deral, cuando se trate de arrendamiento para habitación. 

Ley sobre el Régimen de Propiedad en Condominio. 

En re1aci6n con esta Ley, 1a Comisi6n su~iri6 normas de 

excepción para los inmuebles actuaimente arrendados, respec­

to de los cuales propietarios e inquilinos deseen constituir 

tal r~gimen jurídico. Para tal objeto, se atoriza la consti:; 

tuci6n del régimen de propiedad en condominio para los inmu~ 

bles arrendados sin necesidad de obtener la declaratoria, -­

las 1icencias, autorizaciones o permisos de construcciones -

urbanas y de salubridad a que se refiere el articulo 4o. de­

la ley respectiva. 

Ley del Notariado. 

En relaci6n con la Ley del Notariado, se sugiere la - -
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aplicaci6n de una sanción para aquellos notarios que autori­
cen alguna escritura de compra-venta sin haberse cerciorado­

que el vendedor haya cumplido con el derecho del tanto esta­

blecido en beneficio del inquilino. 

Finalmente, en relaci6n con el Decreto de veinticuatro­

de diciembre de 1948, que prorrog6 los contratos de arrenda­

miento sin alteraci6n de ninguna de sus cláusulas, la Comi-­
si6n estudi6 todas las alternativas que le fueron planteadas 

tanto por las autoridades competentes en la materia corno por 

los organismos consultados entre los cuales destacan los in­
tegrados por inquilinos, colonos y propietarios de inmuebles. 

En este orden de ideas, se ~n~ 1 ~~~ ~~ ~onveniencia de abro-­

~ar el Decreto, se analizó la posibilidad de derogar solame_!!. 

te las previsiones relativas a locales comerciales e indus-­

triales e igualmente se analiz6 la posibilidad de desconge-­
lar las rentas por sectores o bien de desocuparlas progresi­

vamente atendiendo a que las viviendas hubieran sido objeto­

de mejoras o no. Sin embargo, más la evidente escases de -­

oferta de viviendas para arrendamiento, particularmente en -

los niveles medio y de interés social, que harían difícil -­
sustituir las viviendas con renta congelada, se estimó pert~ 

nente, por ahora, dejar vigente el Decreto mencionado y sug~ 

rir a las autoridades del Distrito Federal, la inmediata re~ 

1izaci6n de un censo de vivienda en arrendamiento con renta­

conge1ada, con objeto de conocer 1a magnitud real de esta -­

parte del problema, tanto por lo que se refiere a1 número de 

irunuebles afectados, como al número de ocupantes de los mis­

mos, una vez que se tenga esa informaci6n, las autoridades -

del Departamento del Distrito Federal deberán implementar un 

6rgano que se dedique a gestionar 1os convenios necesarios -

entre arrendadores y arrendatarios a efecto de conseguir la­

rehabi1i taci6n de los inmuebles y 1a descongelaci6n gradual­

de las rentas de los mismos. 
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Por otra parte, el Decreto que reform6 y adicion6 diveE 

sas disposiciones relacionadas con inmuebles en arrendamien­

to, publicado en el Diario Oficial de fecha siete de Febrero 

de 1985, reitera en el articulo 2448 del C6digo Civil para -

el Distrito Federal, que las disposiciones del capitulo IV,­

son de orden público e interés social, consecuentemente son­

irrenunciables y declara nula cualquier estipulaci6n en con­

trario. 

c) CONSECUENCIAS JURIDICAS DE LAS REFORMAS 

Con motivo de las reformas mu1ticitadas, se vi.Pry~ ~ 

crear una nueva situaci6n jurídica que tiende a proteger 

principalmente al arrendatario, el cual adquiere ventajas y 

se coloca en una situaci6n de superioridad frente al arrenda 

dar, ya qu= este último se encuentra frenado por las nuevas­

disposiciones tales corno las relativas al incremento anual -

del precio de la renta, lo que contribuye al desinterés por­

parte del sector privado a invertir en inmuebles para arren­

damiento. 

Las reformas de Febrero de 1985, crearon y a la vez mo­

dificaron los derechos y las obligaciones de las partes con­

tratantes las cuales señalaré a continuaci6n: 

1) DERECHOS DE LAS PARTES: 

Debido al carácter oneroso y bilateral del contrato de­

arrendamiento, los derechos de las partes son correlativos a 

sus obligaciones, es decir, los gravámenes para una de las 

partes, constituyen los provechos para la otra parte y vice­

versa, por tanto, es recomendable seguir el sistema que el -
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Código Civil para el Distrito Federal adopta en su reglamen­

tación al contemplar únicamente las obligaciones a que que-­

dan sujetos las partes contratantes. 

2} OBLIGACIONES DE LAS PARTES: 

El artículo 2412 del ordenamiento citado, nos señala -­

las obligaciones que son a cargo del arrendador, las cuales­

son: 

I. A entregar al arrendatario la finca arrendada con -

todas sus pertenencias y en t:!Qi...a~ ..... .:...:.. ::-::::---,·~..- ~~r.ñ el uso co_!! 

venido, y si no hubo convenio expreso, para aquel a que por­

su misma naturaleza estuviere destinada. Por su parte el ªE 

t1culo 2448-A expresa que no deberá darse en arrendamiento -

una localidad que no reúrra las condiciones de higiene y sal~ 

bridad exigidas por la Ley de la mate;::-ia, por lo cual el 

arrendador está obligado a realizar las obras que ordene la­

autoridad sanitaria correspondiente como necesarias para que 

una localidad sea habitable e higiénica, ya que de no ser -­

así, el arrendador queda obligado a resarcir los daños y peE 

juicios que por ese motivo sufran los arrendatarios, articu­

lo 2248-B. 

II. A conservar la cosa arrendada en el mismo estado,­

durante el arrendamiento, haciendo para ello todas las repa­

raciones necesarias. 

III. A no estorbar ni embarazar de manera alguna el --

uso de la cosa arrendada, a no ser por causa de reparac.iones 

urgentes e indispensables. 

IV. A garantizar el uso o goce pacífico de la cosa por 

todo el tiempo del contrato. 
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A raf.z de la reforma a.e siete de Febrero de 1985, la du 

ración mínima de todo contrato de arrendamiento de fincas ur 

banas destinadas a la habitación, es de un año forzoso para­

ambas partes que será prorrogable, a ~'"Oluntad del arrendata­

rio, hasta por dos años más siempre y cuando se encuentre al 

corriente en el pago de las rentas (art. 2248 C), tratándose 

de arrendamiento por tiempo determinado; en cuanto a los - -

arrendamientos por tiempo indeterminado, este derecho que p~ 

see el arrendatario deberá ejercitarse lueqo de habérsele no 

tificado el correspondiente aviso por parte del arrendador 

de dar por terminado el contrato de arrendamiento. 

V. A responder de los daños y perjuicios que sufre el­

arrendatario por los defectos o vicios ocultos de la cosa a~ 

terior al arrendamiento, esto es, está obligado el. arrenda-­

dor a garantizar una posesión útil al arrendatario, por tan-· 

to, también está obligado a responder <le la evicci6n, lo - -

cual en el arrendamiento se resuelve en el pago de los daños 

y perjuicios. 

Existen otras obligaciones a cargo del arrendador deri­

vadas de las reformas citadas con antelación, que son a sa-­

ber: 

La obligación de otorgar el contrato de arrendamiento -

por escrito, conforme al articulo 2448 F, el cual deberá con 

tener cuando menos las siguientes estipulaciones: 

I. Nombres del arrendador y arrendatario; 

II. La ubicación del inmueble; 

III. Descripción detallada del inmueble objeto del con­

trato y de las instalaciones y accesorios con que cuenta pa-
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ra el uso y goce del mismo, así corno el estado que guardan; 

IV. El monto de la renta; 

V. La garantía, en su caso; 

VI. La me.~ci6n expresa del destino habitacional del i~ 

mueble arrendado; 

VII. El t~:::nino del contrato; y 

VIII. Las obligaciones que arrendador y arrendatario 

contraigan adicional~ente a las establecidas en la Ley. 

El artículo 2448 G, consagra otra o:::,ligaci6n a cargo -­

del arrendador consistente en r~istror el contrato oue s~ -

otorgue ante la autoridad competente del Departamento del -­

Distrito Fede:ral, entregando una copia registrada al arrendai:a 

rio, quien tendrá acci6n para demandar el registro menciona­

do y la entrega de la copia del contrato, o bien, registrar­

su copia del contrato de arrendamiento ante la misma autori­

dad. 

En el articulo 2448-J, fracci6n I, se consagra la obli­

gaci6n del arrendador de dar aviso en forma indubitable al -

arrendatario, de su deseo de vender el inmueble, precisando­

el precio, t~rni.nos, condiciones y modalidades de la compra­

venta, aunque la fracci6n citada hace referencia al propiet~ 

ria, que en la oayoría de los casos coincide con el arrenda­

dor. Al recibir tal aviso, el o los arrendatarios disponen­

de ~uince días ?ara notificar en forma indubitable al arren­

dador, su voluntad de ejercitar el derecho del tanto en los­

t~rminos y condiciones de la oferta. 

Si el arrendador modifica cualquiera de los t~rminos de 

la oferta inicial, deberá dar un nuevo aviso en forma indub~ 
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table al arrendatario quien dispondrá de un nuevo plazo de -

quince días. Si el cambio es relativo al prec±o, el arren­

dador está obligado a dar ese nuevo aviso, cuando el incre-­

mento o decremento del mismo sea de más de un diez por cien­

to. 

El arrendatario que no dé el aviso dentro de los quince 

días que señala el precepto citado, perderá su derechc del -

tanto. 

En relaci6n con las obligaciones del arrendatario, el -

artículo 2425 del C6digo Civil para el Distrito Federal vi-­

g2nte, nos señala las siguientes: 

I.- Satisfacer la renta en la forma y tiempo conveni-­

dos. 

Tratándose de arrenda~ientos de fincas urbanas destina­

das a habitaci6n, el artículo 2448 D, establece que la renta 

deberá estipularse en moneda nacional, la cual podrá ser in-

crementada anualmente. Tal aumento no po<lrá exceder del 

ochenta y cinco por ciento del incremento porcentual fijado­

al salario mínimo general del Distrito Federal, en el año de 

calendario en el que el contrato se renueve o se prorrogue. 

Con respecto al tiempo, la renta debe pagarse en los -­

plazos convenidos, y a falta de convenio, por meses vencidos. 

Anteriormente a las refOr.:'4S de siete de Febrero de 1985, al 

existir omisi6n en el plazo en que debía pagarse la renta, -

éste comprendía tres diferentes plazos: !)-Or meses vencidos,­

quincenas o semanas también vencidas dependiendo del oonto -

de la renta. 
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Termina el artículo mencionado, estableciendo que el 

arrendatario está obligado a pagar la renta desde el día en­

que reciba el inmueble objeto del contrato, lo que nos hace­

deducir que ese momento servirá de base para computar los me 

ses vencidos. 

II.- A responder de los perjuicios que la cosa arrend~ 

da sufra por su culpa o negligencia, la de sus familiares, -

sirvientes o subarrendatarios; 

III.- A servirse de la cosa solamente para el uso con­

venido o conforme a la naturaleza y destino de ella. 

Otras obligaciones a cargo del arrendatario y que no e~ 

presa el artículo a que nos referimos son la de efectuar las 

reparaciones locativas, artículos 2444 y 2467; dar aviso al­

arrendador de la necesidad de efectuar reparaciones, artícu­

lo 2415; y hacer del conocimiento del arrendador toda nove-­

dad dañosa o los preparativos para efectuarla, artículo 2219 

del C6digo Civil. De este modo el arrendatario se libera de 

la responsabilidad de daños y perjuicios que pudieran surgir, 

pero los avisos referidos deben ser realizados inmediata.~en­

te que el arrendatario tenga conocimiento de los hechos. 

A raíz de las reformas que comentamos, surgen nuevas ~ 

dalidades a la reglamentaci6n anterior, así, el artículo 

2448 H, hace una enumeración de quiénes están en aptitud de­

sobrogarse en los derechos del arrendatario que fallezca, y­

en su ausencia el contrato de arrendamiento se tendrá por 

terminado, éstas personas comprenden al c6nyuge, el o la con­

cubina, los hijos, los ascendientes en línea consanguínea o­

por afinidad del arrendatario fallecido exclusivamente, siem 

pre y cuando hubieran habitado real y permanentemente el in­

mueble en vida del arrendatario. 
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,Lo anterior no es aplicable a las personas que ocupen -

el inmueble como subarrendatarias, cesionarias o por otro tí 

tulo semejante que no sea la situaci6n que prevee el artícu­

lo citado. 

Este artículo pretende favorecer únicamente a las pers2 

nas que de alguna manera dependían directamente del arrenda­

tario, y evitar de algGn modo, la ventaja que pudieren obte­

ner personas que nada tengan que ver con el arrendatario fa­

llecido, lo que implica que el arrendador no se encuentre -­

obligado a cumplir un contrato, que en realidad, no debería­

existir, ya que por la misma naturaleza del contrato y con -

ci6n de un contrato de arrendamiento implica para el arrend~ 

dor no sólo cumplir con el contrato mismo, sino también a -­

ajustarse y cumplir con los demás beneficios que las refor-­

mas de febrero de 1985, otorgan a los arrendatarios, como lo 

es el incremento automático en el precio de la renta, de - -

acuerdo con el ochenta y cinco por ciento del aumento pareen 

tual del salario mínimo en el Distrito Federal, y otros más. 

El artículo 2448 I, consagra un .beneficio a favor del -

arr~ndatario que consiste en que si está al corriente en el­

pago de la renta, tendrá derecho a que, en igualdad de candi 

ciones, se le prefiera a otro interesado en el nuevo arrend~ 

miento del inmueble, esto es, goza de un derecho de prefere~ 

cia sobre cualquier tercero interesado en el nuevo arrenda-­

miento. Asimismo, tendrá el derecho del tanto en caso de -­

que el propietario quiera vender la finca arrendada. Arnbos­

derechos no requieren del transcurso de un período de tiempo, 

lo que con anterioridad a las reformas multicitadas, exigía­

el transcurso de cinco años por lo menos. 

Para asegurar el cumplimiento de las reformas referidas, 
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y en especial, de aquellas que benefician directamente a los 

arrendatarios, se introducieron nuevas normas corno la que e~ 

presa el artículo 2448 J, en sus fracciones v y VI, en donde 

la primera de ellos impone la obligaci6n a los notarios pG-­

bl icos de cerciorarse del cumplimiento del ejercicio del de­

recho del tanto por parte del arrendatario, previamente a .la 

autorizaci6n de las escrituras de compra-venta, o en su caso 

el arrendador deberá exhibir las constancias que acrediten -

que el arrendatario no ejercit6 su derecho del tanto dentro­

de los quince días que tiene para ello, consecuentemente la­

fracci6n VI del artículo citado, declara nulas la compra-vea 

ta y escrituraci6n realizadas en contravenci6n a lo anterior 

expresado, y a su vez, hace responsables a los not~:.io~ ~~c­

inc11mpJ~n ==~ l~ ~~dcción V, haci~ndose acreedores a la san­

ci6n que establece la Ley de la materia. 

La acci6n de nulidad a que se refiere la fracción VI -­

del artículo 2448 J, prescribe a los seis meses, contado a -

partir de que el arrendatario tuvo conocimiento de la reali­
zaci6n del contrato de compra-venta. 

A raíz de lo anterior, se adicionó el artículo 3042 del 
C6digo Civil para el Distrito Federal vigente, el cual se r~ 

fiere a los títulos inscribibles en el Registro Público de -

la Propiedad, con el siguiente párrafo: 

•No se inscribirán las escrituras en las que se trasmi­

ta la propiedad de un inmueble dado en arrendamiento, a me-­

nos de que en ellas conste expresamente que se cumplió con -

lo dispuesto en los artículos 2448 F y 2448 J de este C6digo, 

en relación con el derecho del tanto correspondiente al -

arrendatario''. 
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Cabe señalar que el artículo 2448 K, establece que tra­

tándose de arrendamiento de viviendas de interés social, es­

potestativo para el arrendatario dar fianza o sustituir esa 

garantía con el dep6sito de un mes de renta. Como podemos 

observar, esta medida responde a las exigencias de los pro-­

gramas del Gobierno Federal, de proveer de una habitaci6n 

digna a su poblaci6n y de las necesidades de la poblaci6n de 

escasos recursos econ6micos. 

CONSIDERACIONES PERSONALES 

El problema inquilinario de infTl"-~-::'!bles C!"! ¿:rrc::d~mle::nt.o­

debe contemplarse como un verdadero fen6meno de desajuste y­
malestar social que se ha tratado de contrarrestar reglamen­

tando las relaciones entre arrendadores tenedores de los in­

muebles y arrendatarios o inquilinos, creándose normas ten-­

dientes a proteger los intereses de las mayorías populares. 

Desde mi particular punto de vista, el problema más ag~ 

do se presenta en el caso de los inmuebles en arrendamiento­

congelados, pues aquí definitivamente los inquilinos quedan­

abandonados a su suerte, al convertir los inmuebles en cons­

trucciones abandonadas, descuidadas, sucias, olvidadas tanto 

en su aparienci.a como en sus estructuras, al exi.stir en sus­

habitantes pobreza, promiscuidad, drogadicci6n, pandilleris­

~o, desajuste social y otros malestares que sería triste en­

numerarlas. 

Para solucionar el problema de la vivienda la Naci6n ya 

ha tomado medidas al reglamentar el párrafo IV, artículo 

cuarto de la Constituci6n Política de los Estados Unidos Me­

xicanos que crea la Ley Federal de la Vivienda, como un sa--
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tisfactor que el Estado regula ligado al derecho de los tra­

bajadores, no como una expresi6n solitaria y espontánea, si­

no como resultado de una serie de antecedentes de gran riqu~ 

za tales como el artículo 123 de la Constituci6n de 1917, -­

fracci6n XXX, entendiendo la regulaci6n de este fen6meno ha­

bitacional desde diversos aspectos de 6rden federal como pl~ 

neaci6n, programaci6~, financiamiento, administraci6n, ejec~ 

ci6n de obras, otorgamiento de estímulos, creaci6n de fondos 

instituciones y organismos con instrumentos legislativos y -

regla.::ientarios, que crea una Secretaría de Estado con atrib~ 

ciones para formular y conducir la política general de vi- -

vienda, con el prop6sito fundamental de que las familias del 

país lo puedan disfrutar digna y decorosamente, orientando -

los instrumentos y ~P"'Yº~ ~!""~~'::'~'::::~~::-.2:::.~c .:.. : ...... t--..:..u;.:~~c.i.0n y­

mejoramiento de la vivienda urbana de interés social y a la­

vivienda rural, a la apertura de fracciona.r:iientos populares­

y a la producci6n de vivienda promovida por sociedades coop~ 

rativas y otras formas de gesti6n solidaria, así como normas 

para operar y conducir la acci6n del Gobierno Federal en ma­

teria de suelo para la vivienda; estímulos y fomentos para -

la producción, distribuci6n y uso de materiales, tecnología­

y asistencia técnica para la construcción y mejoramiento de­

la vivienda, reglas para el otorga.~iento de créditos y asig­

naci6n de viviendas. 

Por lo que con esta riqueza de medios que el Estado re­

coge para solucionar el problema de la vivienda, no es difí­

cil que sin afectar la propiedad privada y cuando el interés 

público y colectivo así lo exija y lo requiera como lo pre-­

vee y demanda el artículo 27 de nuestra Carga <'8gna, se dic­

ten las modalidades pertinentes sobre todo en los casos de 

los inmuebles en congelaci6n de rentas si así en beneficio y 

por el-bienestar de los inquilinos, así con su participaci6n 
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y colaboración se les oriente y concientice con toda ~onestl 

dad, medida aplicable inclusive para todos los arrendatarios 

que est~n en la voluntad y capacidad de liberarse del pago -

sin fondo como es la renta y convertirse en propietarios, 

siempre que los arrendadores tengan la voluntad de librarse­

de los conflictos con sus inquilinos si es que todavl:a viven, 

y que desde luego por la transferencia de sus inmuebles ad-­

quieran el pago justo, que medie la inte:::-venci6n del :::stado, 

y cuyo pago desde luego estará a cargo de los inquili::os - -

cuando sean sujetos de crédito y lo serlin porque resp::inderán 

con garantía del mismo bien que adquieren, ya sea bajo el r~ 

gimen de propiedad en condominio, u otras formas jurícicas -

adninistrativas o mercantiles de interés social 1 COW·=' ..::oope­

rativas, fideicomisos o mutualistas. 

Otra forma de promover la inversión en el mercado irm:-0-

biliario la encontramos por medio de la actividad del Estado, 

que legis1ando hllittana, justa y equitativa.nente, podr~ inte~~ 

sar a los arrendadores estimulándolos con atractivos, en sus 

exigencias y en las exigencias y obligaciones administrati-­

vas de política fiscal, salubridad, y de.?.ás medidas o pol~tl 

cas establecidas, no eximiéndolos, sino considerándolos para 

que con sus ganancias incrementen los arrend~~ientos, funda­

mentalmente a los mexicanos que son los que m~s er- j~s~ic~2-

lo necesitan y que muchos con la idea de obtener un ingreso­

extra, son los que más se ven hostigados y afectados por la­

serie de cargas con que tienen que cumplir y cumplen si se -

han manifestado para tales fines, situación que no hacen en­

la mayoría de las veces las empresas o particulares en gran­

de dedicados al negocio de arrendamiento iilll'Dbiliario, los 

que dicen y sostienen que el buscar medidas de solución al 

problema que se comenta, es buscar soluciones populistas de 

oropel y triunfalistas, hecho por demás falso porque no les-
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interesan los esfuerzos que realiza la Naci6n y el Estado p~ 

ra resolverlos. 

En relaci6n al incremento anual de la renta regulado -­

por el artículo 2448 D, cabe analizar que el legislador no -

previ6 los incrementos de emergencia al salario nínimo gene­

ral y tal situaci6n conduce a confusiones y resulta gravoso­

para el arrendatario ya que de acuerdo con el ar~rculo rnen-­

cionado y tornando en cuenta los incrementos de e~ergencia 

que ha experimentado el salario mínimo en un tienpo menor a­

un año, el incremento de las rentas resulta elevado alcanzan 

do en el ultimo año aproxirnad~~ente el cincuenta por ciento­

del salario mínimo de un trabajador. Este probla-:ia es origi 

nado por las causas econ6micas en que se encuentra actualrne~ 

de la ciudadanía en sus diversas áreas de salario al asala-­

riado o no asalariado, lo que nos permite pensar que es nece 

saria la intervención del Estado, para vigilar, tutelar y -­

reivindicar el poder adquisitivo fijando un precio que no r~ 

base hasta un cuarenta por ciento m.'iximo del salario dedica­

do al total de la renta de los inmuebles en arrendamiento, -

porque es fundamental y necesario satisfacer las otras nece­

sidades prioritarias corno la alimentación y el vestido, así­

corno las subsecuentes necesidades de educaci6n, cultura, -­

transporte y otras de servicio público como la luz, el agua, 

así como la salud e higiene, esto es que de legislarse, es 

el Estado el que de acuerdo con la situación económica del 

inquilino en los satisfactores de la familia debe fijar las­

rentas permitiendo su incremento en proporci6n de que no se­

afecten los demás satisfactores,p..ies a mayores incrementos 

siempre con la intervenci6n del Estado, mayores salarios o 

salarios remunerados, teniendo para el caso ante el increrne~ 

to de la renta, la revisi6n de los contratos de arrendamien-
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to por la instituci6n e instrumentos que se estructuren o d~ 

terminen, además de observar si el incremento es necesario y 

de que si el arrendador ha cumplido con sus obligaciones ad­

ministrativas de salubridad, mantenimiento y fiscales frente 

al Estado. 

Así, tomando en consideración que el arrendatario es la 

parte más débil econ6mica, social, humana, moral y política­

mente, y por virtud de las reformas de siete de Febrero de -

1985, se extrajo de las relaciones contractuales entre arren 

dador y arrendatario el principio de la autonomía de la vo-­

luntad de las partes previsto por el derecho privado, en los 

RepGblica en materia del Fuero Coman, o en su caso en el C6-

digo Civil en materia del Fuero Federal; para que de una ma­

nera justa y equitativa, las partes quedaran sujetas a nor-­

mas de orden público e interés social y con derechos irrenun 

ciables para el arrendatario protegiéndolo de los abusos del 

arrendador ante la ignorancia y la necesidad de vivir del in 

quilino bajo un techo que cobije a la familia. 

En este sentido la Ley Federal de Protecci6n al Consumi 

dor vigente, contiene disposiciones que regulan las relacio­

nes arrendador arrendatario, las cuales serán aplicadas par­

la Secretaría de Ccrnercioy Fomento Industrial y por la Procu­

raduría Federa! del Consumidor. 

Las disposiciones de esta Ley son de orden público e i~ 

terés social e irrenunciables por los consumidores, artículo­

lo. 

Así el artículo 2o. de esta Ley, establece la obligato­

riedad tanto para el arrendador corno el inquilino de cumplir 
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con la presente ley al estatuir: 

"Quedan obligados al. cumplimiento de esta ley los come_E 

ciantes, industriales, prestadores de servicios, así como -­

las empresas de participación estatal, organismos descentra­

lizados y los órganos del Estado, en cuanto desarrollen acti_ 

vidades de producción, distribución o comercialización de -­

bienes o prestación de s~rvicios a consumidores, asimismo, -

quedan obligados al cum?limiento de esta Ley los arrendado-­

res y arrendatarios de bienes destinados para habitación en­

el Distrito Federal. 

Para los efectos de.1- párra.ío a.u~o;::;c.t...;.uJ..-, 

es de aplicación local en el Distrito Federal en materia de­

protección al inquilino en arrendamiento para habitación". 

Por otra parte el artículo 3o. en su párrafo segundo s~ 

jeta a los actos juridi.cos relacionados con inmuebles a esta 

Ley, cuando los proveedores sean fraccionadores o construct~ 

res de viviendas para venta al público o cuando otorguen al­

consumidor el derecho de usar o disfrutar de inmuebles duran 

te lapsos determinados dentro de cada mes o año o dentro de­

cua1quíer o~ro período ect~rmin~do Ce tiempo, cualquiera que 

sea la den=::::inación de los contratos respectivos. 

Para efectos del artículo 2o., dice el artículo 3o., 

Bis, se entiende por arrendador y arrendatario a quienes, 

conforme a las disposiciones del Código Civil del Distrito -

Federal, se hayan obligado recíprocamente uno a conceder el­

uso temporal de un inmueble destinado a la habitaci6n y el -

otro a pagar por.ello u.~ precio cierto. 

Finalmente el artículo 59 Bis, precepto que nos habla -



113 

de una de las mGltiples atribuciones de la Procuraduría Fede 

ral del Consumidor, enumeradas en el artículo 59 de la pro-­

pía Ley Federal de Protección al Consumidor, y que consiste­

en que tratándose de inmuebles destinados a la habitación -­

ubicados en el Distrito Federal, la Procuraduría Federal del 

Consumidor tendrá las mismas atribuciones a que se refiere 

el artículo 59, es decir, la de representación, vigilancia y 

tutela de los derechos de los arrendatarios. 

En estas nuevas reglaraentaciones nos podemos basar para 

atrevernos a afirmar que el retador y difícil fen6meno so- -

y de seguirse legislando deberá hacerse en términos y campos 

del Derecho Social, que con la participación del Estado y la 

colaboración de los ciudadanos mexicanos en su realidad, se­

tutelen, vigilen y reivindiquen sus derechos. 
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A ra!z de las reformas publicadas en el Diario Oficial­

de fecha siete de Febrero de 1985, fueron creados los juzga­

dos del Arrendamiento Inmobiliario, con la finalidad de -

crear Juzgados especializados ?ara dirimir una clase espe­

cial de controversias, es decir, aquellas que versan sobre 

materia de arrendamientos de inmuebles. 

Paralelamente a lo anterior fueron creadas normas proc~ 

dimentales aplicables a este tipo de controversias, normas -

qu.e:. t.i~üC:~¡~~ Z4 ¿¡.s¡_:.:l.2.:-..~ .:::.::.. ~~~..:.~e 2-.. .:::. .::..:.. .::;!:..::..::=-... -.:::..::~~ .:::-.. 

los juicios que se ventilen en dichos juzgados y que tienden 

a llegar a una soluci6n rápida para lograr una pronta y exn~ 

dita administraci6n de justicia. 

a) ESTRUCTURA Y ORGANIZACION 

Es la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del -­

Fue.ro Común del Dis.tri to Federal l.a que nos señala la estru~ 

turaci6n que ha de tener un juzgado del Arrenda..-niento Inmobio 

l.iario y que es a saber: 

I.- Cuando menos dos secretarios de acuerdos numerados 

progresivamente; 

II.- Cuando menos dos secretarios actuarios; 

III.- Los servidores públ.icos de la administraci6n de­

justicia que autoriza el. presupuesto; bajo este rubro quedan 
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comprendidos las mecan6grafas, los empleados del archivo, ern 

pleados del aseo, etc. 

IV.- Los pasantes de Derecho que en cumplimiento de su 

servicio social le asigne el Pleno del 'lXibunal. 

Además contarán con el número de conciliadores que el -

Pleno del Tribunal Superior considere necesarios para el ef~ 

caz desempeño de sus funciones, artículos 61 y 60 B de la ci 

tada Ley Orgánica. 

De igual modo, en el Distrito Federal, habrá el número­

de Juzgados del Arrendamiento Inmobiliario que el Pleno del­

Tribunal considero necesario para que la administraci6n de -

justicia sea expedita, artículo 60 A, actualmente el área m~ 

trop..~litana cuenta con quince Juzgados de esta naturaleza. 

Por otra parte, el artículo 60 C nos señala los requis~ 

tos que deben reunirse para ser Juez del Arrendamiento Inmo­

biliario, remitiéndonos para ello al artículo 52 de la Ley -

Orgánica, el cual contiene los requisitos que debe reunir un 

Juez de lo Civil. 

a) Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus de 

beres civiles y políticos; 

b) No tener más de sesenta y cinco años de edad, ni rne 

nos de treinta el día de la designación, pero si al cumplir­

el ejercicio sexenal excedieren de aquella edad, podrán scr­

nombrados para el siguiente período hasta alcanzar los sete~ 

ta años en que serán sustituidos; 

c) Ser abogado con título registrado por la Direcci6n­

General de Profesiones; 
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di Acreditar cuando menos cinco años de práctica prof~ 

sional, que se contarán desde la fecha de la expedición del­

título y someterse a examen de oposición formulado por los -

magistrados de la Sala a la que quedaría adscrito. Se pref~ 

rirá para el examen de oposición a quien hubiere cursado los 

programas que al efecto desarrolle el Centro de Estudios Ju­

diciales¡ 

e) Gozar de buena reputación y 

fl No haber sido condenado por delito que amerite pena 

corporal de más de un año de prisión, pero si se tratare de­

robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que -

lastime seriamente la buena fama en el concepto púbiico, in­

habilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena. 

En cuanto a los requisitos que deben reunir los Secret~ 

rios de Acuerdos de los Juzgados del Arrendamiento Inmobili~ 

rio así como los Conciliadores adscritos a los mismos, nos 

los señala el artículo 62 de la citada Ley de la siguiente 

forma: 

a) Ser ciudadano mexicano; 

b) Abogado con título registrado en la Dirección Gene­

ral de Profesiones; 

c) Tener tres años de práctica profesional, contados 

desde la fecha de expedición del título; y 

e) Tener buenos antecedentes de moralidad a juicio del 

juez que lo nombre. 

Con motivo de las reformas que analizamos, surgió la fi 

gura del Conciliador con el fin de pro~urar un arreglo entre 

las partes que deber~n comparecer personalmente o por medio-
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de apoderado o representante legal a la audiencia conciliat~ 

ria, en la cual se procurará una amigable composición y de -

obtenerse un acuerdo entre las partes, se celebrará un conv~ 

nio que si reOne los requisitos de ley, será aprobado por el 

Juez y tendrá efectos de sentencia ejecutoriada dándose con­

ello por terminado el juicio, articulo 960 del Código de Pr~ 

cedimientos Civiles para el Distrito Federal. De esta forma, 

se intenta resolver controversias donde las partes de comGn­

acuerdo lleguen a un arreglo evitándose las demoras que im-­

plica un procedimiento jurisdiccional, y de ser posible, lle 

gar a un arreglo en el que sean afectados en lo nás mínimo -

los intereses de cada parte. 

~u'' ctspecto a las atribuciones de los Conciliadores, -

la Ley Orgánica ya mencionada nos las enumera en su artículo 

60 F: 

I.- Estar presentes en la audiencia de conciliación, 

escuchar las pretensiones de las partes y procurar su aveni­

miento; 

JI.- Dar cuenta de inmediato al Titular del Juzgado de-

su aprobación, en caso de que proceda y diariamente informar 

al Juez los resultados logrados en las audiencias de concia­

liaci6n que se le encomiendan; y 

III.- Las demás que los Jueces y esta Ley les encomie~ 

den. 

b) FACULTADES Y COMPETENCIA 

Para abordar este apartado, he considerado indispensa-­

ble dar una definici6n que desde el punto de vista jurídico­

se les da a estos dos vocablos. 
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Por facultad, dice el jurista Joaquín Escriche, entend~ 

mos la potencia o virtud, la licencia, permiso o autoriza- -

ción, y la libertad que uno tiene para hacer alguna cosa. P2 

demos afirmar, basándonos en la concepción anterior, que por 

Facultad debemos entender el conjunto de atribuciones con -­

que la Ley inviste al Tribunal, para que ~ste obre, a trav~s 

del procedimiento jurisdiccional, como estime procedente, -­

siempre que esta actividad sea conducente para el conocimie~ 

to de la verdad jurídica sobre los puntos controvertidos, p~ 

diendo de esta manera el Tribunal, encontrarse en aptitud p~ 

ra emitir la sentencia que debidamente corresponda. 

Con referencia a la CoM~~~~~~~~, ~: üestacado jurista -

Don Cipirano Gómez Lara, nos señala que en un sentido lato,­

la competencia puede definirse como el ámbito, esfera o cam­

po, dentro del cual un órgano de autoridad puede des~npeñar­

v~lidamente sus atribuciones y funciones. 

En sentido estricto, entendemos a la competencia referl:_ 

da al 6rgano jurisdiccional, o sea la competencia jurisdic-­

cional que es la que primordialmente nos interesa, por ser -

objeto de este análisis. En este sentido, se puede afirmar­

que la competencia, es en realidad latred.ida del poder o fa-­

cultad otorgada a un órgano jurisdiccional para entender de­

un determinado asunto, es decir, es el ámbito, esfera o cam­

po dentro de los cuales un determinado órgano jurisdiccional 

puede ejercer sus funciones. 

Una vez clarificados los conceptos señalados, toca aho­

ra referirnos precisamente a las Facultades y Competencia de 

los Juzgados del Arrendamiento Inmobiliario, 

El articulo lo. de la Ley Orgánica de los Tribunales de 

Justicia del Fuero Común del Distrito Federal, estatuye que-
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corresponde a los tribunales de justicia del fuero común del 

Distrito Federal, dentro de los términos que establece la -­

Constitución General de la Repliblica, la facultad de aplicar 

las leyes en asuntos civiles y penales del citado fuero, lo­

mismo que en los asuntos del orden federal en los casos en -

que expresamente las leyes de esta materia les confieren ju­

risdicci!5n. 

Así el artículo 2o. de la citada Ley Orgánica establece 

que la facultad a que se refiere el artículo anterior se - -

ejerce: fracción II. Por los jueces del arrendamiento inmo­

biliario. 

B'o:;t"J~ j::c.cc .... ~v:u considerados como Jueces de Primera -­

:Instancia, artículo 49, fracción VI, por tanto, sus senten­

cias son apelables ante el Tribunal de alzada. 

En cuanto a su competencia por materia, el artículo 600 

de la mencionada Ley Orgánica, nos dice que los Jueces del -

Arrendamiento Inmobiliario conocerán de todas las controver­

sias que se susciten en materia de arrendamiento de inmue­

bles destinados a habitaci!5n, comercio, industria o cual­

quier otro uso, giro o destino permitido por la Ley-. 

Con respecto a su competencia en razón de Territorio, 

el ámbito de la competencia de estos Juzgados se circunscri­

be al Distrito Federal, como lo advertimos en el artículo lo. 

de la Ley Orgánica multicitada. 

Cabe señalar que las controversias que se susciten en -

materia de arrendamiento de inmuebles son reservadas al con~ 

cimiento de esta clase de Juzgados del Arrendamiento Inmobi­

liario como se establece en el artículo 53 que dispone que 

los Jueces de lo Civil conocerá: Fracción IX. Se except!1a -
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de su competencia toaos los asuntos o controversias relati-­

vos al arrendamiento de inmuebles en que la competencia co-­

rresponde a los Jueces del Arrendamiento Inmobiliario. 

De la misma forma, el artículo 97 dispone en lo condu-­

cente que los Jueces de Paz del Distrito Federal en materia­

civil conocerán: Fracci6n r ... a excepci6n de los i~terdic-­

tos, y de los asuntos de la competencia de los jueces de lo­

familiar y de los reservados a los jueces del arrendamiento­

Inmobiliario. 

c) DE LA TRAMITACION Y SUBSTANCIACION DE~ ~~~~z¡;,iMi~NTO 

Con relaci6n a este apartado, hubo reformas que hicie-­

ron de este procedimiento, un procedimiento que se distingue 

por haberse reducido los términos procesales, así como la -­

creacci6n de una nueva etapa del procedimiento que se le co­

noce con el nombre de audiencia conciliatoria; asimisno, fu~ 

ron introducidos requisitos de procedibilidad de la acci6n -

procesal por parte del actor, así como presunciones legales­

que favorecen específicamente al arrendatario. 

Anteriormente a las reformas de siete de Febrero de 

1985, las controversias sobre arrendamiento de inmuebles se-

ventilaban por medio de la vía ordinaria civil. Paralelame!! 

te a esta vía, existía la vía especial conocida como Juicio­

Especial de Desahucio y que actualmente subsiste íntegramen­

te sin que le sean aplicables las nuevas disposiciones crea­

das en las reformas a que hago referencia, así se ha expres~ 

do el artículo 957 del C6digo de Procedimientos Civiles para 

el Distrito Federal que establece: 

"A las controversias que versen sobre arrendamiento de-
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fincas urbanas destinadas a la habitaci6n a que se refiere -

el Capitulo cuarto, del Titulo Sexto del C6digo Civil, le s~ 

rán aplicables las disposiciones de este Titulo, excepto el­

juicio especial de desahucio al que se le seguirán aplicando 

las disposiciones del Capitulo Cuarto, del Titulo S~ptimo de 

este C6digo". 

Este mismo articulo en su parte final, dispone que el -

Juez tendrá las más amplias facultades para decidir en forma 

pronta y expedita lo que en derecho convenga. 

Es importante lo señalado en el anterior párrafo, por-­

que como se puede observar, el Juez está dotado de faculta--

ajustarse a las formalidades de un procedimiento si de las -

constancias o actuaciones asentadas en los autos del juicio, 

se desprende una soluci6n acorde a los intereses de los be-­

ligerantes con el objeto de resolver la controversia en for­

ma pronta y expedita. 

El articulo 958 introduce la carga para el arrendador 

de exhibir el contrato de arrendamiento respectivo como un 

requisito de procedibilidad de su acci6n al momento de pre-­

sentar la demanda, de no ser así, dice el mismo artículo, no 

se dará curso a su acci6n. 

Esta disposici6n obliga al arrendador a cumplir forzos~ 

mente con lo dispuesto en el artículo 2448 del C6digo Civil­

para el Distrito Federal, el cual indica que el contrato de­

arrendamiento debe otorgarse por escrito y la falta de esta­

formalidad es imputable al arrendador, por tanto, el contra­

to de arrendamiento s6lo puede celebrarse en forma expresa.­

es decir por escrito, ya no en forma consensual como con an­

terioridad tambi~n solfa celebrarse esta clase de contratos. 
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En relaci6n al procedimiento que ha de observarse podemos -­

distinguir las siguientes etapas: 

Etapa Expositiva. 

Dentro de esta etapa se realiza la notificaci6n de la -

demanda y la citaci6n a las partes para que concurran en un­

término de tres dí3s al juzgado ?ara que tenga verificativo­

la audiencia conciliatoria en la cual se emplazará al deman­

dado para que dentro de los cinco días siguientes a dicha a~ 

diencia produzca su contestaci6n, oponiendo excepciones y h~ 

ciendo valer su defensa, artículo 959 del C6digo de Procedi­

mientos Civiles. 

h ia audiencia conciliatoria comparecerán personalmente 

las partes, o en su caso el apoderado o representante legal­

quienes deberán acreditar tal carácter así como sus faculta­

des expresas para transigir, en los términos de iey; tratán­

dose de persona moral, deberá concurrir su administrador o -

quien legalmente lo represente, artículo 960. 

En dicha audiencia, el conciliador, previo conocimien­

to de las pretensiones de las partes, procurará una amigable 

composici6n que de obtenerse se procederá a celebrar el con­

venio respectivo que deberá ser aprobado por el Juez para 

surtir los efectos de sentencia ejecutoria terminando con -­

ello el juicio. 

Si el actor concurre a la audiencia conciliatoria, se -

le tendrá por desistido de la demanda. De ser el demandado­

quien no concurra a la misma o en ella no se logre la avene~ 

cia entre las partes, una vez asentado en autos, se citará -

al demandado para que en el término de cinco días conteste -

la demanda oponiendo excepciones y haciendo valer sus defen-
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sas, artículo 961. 

En este sentido el legislador debi6 emplear el vocablo­

emplazar en lugar de citar al demandado para contestar la d~ 

manda, porque precisamente emplazar implica conceder un pla­

zo para la realizaci6n de determinada ~ctividad procesal; c~ 

tar en cambio, es señalar un término, es decir, un punto fi­

jo de tiempo para la iniciaci6n de un acto procesal. Aunque 

la palabra emplazamiento se reserva para el acto procesal -­

ejecutado por el secretario actuario por medio del cual el -

juzgador notifica al demandado de la existencia de una deman 

da en su contra y del auto que la admiti6 y le concede un --

Por Gltimo, el artículo 962 expresa que en los casos en 

que el demandado oponga reconvenci6n se correrá traslado con 

ella al actor a fin de que conteste en un término de cinco -

días. Si el arrendatario no contesta la demanda o la recon­

venci6n, se presume en uno u otro caso negados los hechos. 

Etapa Probatoria. 

La etapa probatcria consta de diez días ~atales que co­

menzará a computarse a partir de que surta efectos el auto 

que tuvo por contestada la demanda o la reconvenci6n en sú 

caso, artículo 963. Durante este período las partes aporta-

r:!in las pruebas que hayan ofrecido y deberán presentar a sus 

testigos y peritos. En caso de no poder presentarlos debe-­

rán, bajo protesta de decir verdad, manifestarlo, en cuyo ~ 

so se impondrá el actuario del juzgado la obligaci6n de ci-­

tar a los testigos y de hacer saber su cargo a los peritcs,­

citándolos a la audiencia respectiva en la cual rendirán su­

testimonio o su dictamen pericial. 
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Existen sanciones que se aplicarán a aquel que incumpla 

con su obligaci6n, con respecto al testigo o perito que haya 

aceptado el cargo, en la misma citaci6n se le apercibe de -­

arresto hasta por tres dias de no comparecer sin causa just! 

ficada. 

En caso de que por segunda vez no concurran los peritos 

o los testigos sin justa causa, a pesar de haber sido legal­

mente citados, el Juez, bajo su responsabilidad podrá decla­

rar la deserci6r. de una u otra prueba. 

Con relaci6n al oferente de la prueba, se le impondrá -

una multa de diez veces el salario minirno diario general vi­

gente en el Distrito Federal cuando señalen un domicilio ine 

xacto ya sea de los testigos o peritos, sin perjuicio de que 

se denuncie la falsedad resultante. En caso de que se ofre~ 

ca determinada ?rueba con el prop6sito de retardar el proce­

dimiento, el Juez podrá declarar la deserci6n de dicha prue­
ba. 

Etapa Conclusiva. 

Dentro de los ocho dias siguientes al periodo de ofrec~ 

miento tle pruebas, el Juez citará a las partes a la audien-­

cia de pruebis y alegatos, artículo 964. En ella el Juez s~ 

lo admitirá las pruebas que se refieran a los hechos contro­

vertidos. 

Dichas pruebas se desahogarán en la audiencia en el or­

den que el Juez determine atento a su estado de preparación. 

Posteriormente se oirán los alegatos de ambas partes con !o­

que se dará por concluida la audiencia. 
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Etapa Resolutiva. 

El Juez tomando en consideraci6n las actuaciones de las 

partes, as! como valorando las probanzas ofrecidas y desaho­

gadas oportunamente, pronunciará su sentencia dentro de los­

ocho d!as siguientes a la celebraci6n de la audiencia de - -

pruebas y alegatos. 

La sentencia definitiva pronunciada en autos, será ape­

lable en ambos efectos, es decir, que se suspenderá la ejec~ 

ción de la sentencia hasta no haberse resuelto por el Tribu­

nal de alzada sobre el recurso, el cual deberá interponerse­

dentro de los cinco d!as improrrogables siguien~es a la not~ 

ficaci6n de la sentencia, artículo 9~7 ~0~ ~~~~=~~~ ~l G91 -

del Código de Procedimientos Civiles. 

Las demás resoluciones serán apelables solamente en el­

ef ecto devolutivo, es decir, no se suspenderá la ejecuci6n -

de la resoluci6n apelada y ésta será ejecutada, artículo 966. 

Podrá no ejecutarse la resoluci6n impugnada, si el apelado 

no otorga previamente fianza a satisfacci6n del juzgador. 

Por Gltimo, el articulo 968 del Código citado, estable­

ce que en todo lo no previsto por estas nuevas normas, serán 

aplicables las reglas generales del C6digo de Procedimientos 

Civiles en cuanto no se opongan a las disposiciones del T!t~ 

lo Décimo Cuarto Bis. 
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a) ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMER!CA 

En los Estados Unidos de Norteamérica tenemos un nota-­

ble desarrollo en relaci6n con las reglas que imponen respo~ 

sabilidad derivada de los riesgos comprendidos en la rela­

ción arrendador-arrendatario, mismos que han dado origen a 

las llamadas cláusulas exonerativas. 

1.os arrendadores motivados principalmente por el deseo-

cie encon1:..rar una a.i.t;.~rnc.t.iva !Jc:1Ld ~0:;;.c.t::ar ~i. tit=yu.J..V d quot:: t-:-~ 

tán obligados con motivo de la relaci6n del arrendamiento, -

han encontrado una soluci6n a través del mecanismo de las 

cláusulas exonerativas. Hasta la fecha, ninguna Corte de 

Florida ha reglamentado sobre la validez de estas cláusulas. 

Las cláusulas exonerativas han sido sostenidas por la rnayo-­

r!a de los Tribunales en raz6n de que las mismas están den-­

tro del propio ámbito de la libertad de contratar o como un­

razonable substituto de la obligaci6n del arrendador de ad-­

quirir el seguro correspondiente, mismas que han sido soste­

nidas cua~do afectan departamentos así corno a la propiedad -

residencial y comercial. 

Las cláusulas exonerativas han tomado la forma de acueE 

dos insertados en el arrendamiento o como acuerdos colatera­

les en donde el arrendador está exento de toda responsabili­

dad o de responsabilidad concretamente especificada. Si la­

cláusula es una parte del propio arrendamiento, está inclui­

da en un acuerdo colateral o está en 1a forma de una general 

o especifica cláusula de exoneraci6n, está, generalmente, su 

jeta a la regla de estricta interpretaci6n. 
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La principal discusión sostenida contra la validez de -

las cláusulas exonerativas usadas en la relación arrendador­

arrendatario son argumentos de interés público y una dispar~ 

dad del poder de negociación entre el arrendador y el arren­

datario. Durante la segunda guerra mundial y otros períodos 

de crisis en la vivienda, la desigualdad del poder de nego-­

ciación entre el arrendador y el posible arrendatario fué 

sostenida como un fundamento para invalidar las cláusulas 

exonera ti vas. Pero durante estos tiempos pocas Cortes acep-

taron este argumento. Con objeto de constituir una dispari­

dad del poder de negociación que haría inválidas las cláusu­

las de exoneración, una crisis inmobiliaria debe afectar a -

una ex"Lensa dr~a geográfica y coni.:t:::n~i:: ld Cd..cacl..t;;.C .:i:.::»L.i(;d. Üt­

permanencia. 

Las cláusulas exonerativas han encontrado un obs~áculo­

en la regla de estricta interpretación. La habilidad en la­

redacción es por tanto esencial para evitar dificultades, el 

abogado consciente debe procurar acertar en la interpreta- -

ción que las Cortes han colocado en un lenguaje específico.­

En Cunningham vs. Mutual Reserve Life Ins. Co., una cláusula 

establecía que " ... dicho arrendador no será responsable por 

los daños a alguna persona o propiedad ocasionados por los 

elevadores, boilers, maquinaria ••• " lo cual, de acuerdo a 

la Corte de Nueva York, dicha cláusula no exentaba al arren­

dador de las heridas del arrendatario causadas por la negli-­

gencia de un empleado en la operación de un elevador. 

El redactor debe cuidadosamente acertar y especificar -

exactamente las áreas de los locales arrendados que deben -­

ser incluidos en el alcance dado a una cláusula exonerativa. 

Donde el acuerdo por sus términos incluye solamente daños a­

la propiedad, hay una tendencia general para rechazar, ,exte_!! 

der protección para el arrendador de demandas basadas en da­

ños personales. 
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Aunque la mayoría de los ·Tribunales reconocen la vali-­

dez de las cláusulas exonerativas, existe una falta de acueE 

do general en caso de que el arrendador pueda excluir respo~ 

sabilidad por su negligencia. Dos jurisdicciones tieN1!1'l, por 

ley, declarados tales acuerdos nulos e inejecutables. El de 

sacuerdo de la mayoría de las Cortes para aplicar la regla -

anterior ha resultado de una tendencia general para rechazar 

protecci6n por negligencia activa pero permitir protecci6n -

por negligencia pasiva. La protecci6n por negligencia es -­

también limitada por la aplicaci6n de una regla general de -

interpretaci6n, rechazando exonerar ~l arrendador de respon-

abarque el lenguaje de la cláusula, a menos que tal protec-­

ci6n esté expresada en inequívocos términos. Así, el uso de 

ta1es frases como 11 alguna causa", "como sea que ocurra" o 

•alguna herida o daño" cuando se especifica el riesgo de las 

pérdidas excluidas, han generalmente sido sostenicas insuf i­

cientes para incluir la negligencia del. arrendador. La may!:?_ 

ría de las jurisdicciones reconocen la validez de las cláus~ 

las exonerativas en general, asimismo, también reconocen -­

que la negligencia del arrendador puede estar incluida den-­

tro del acuerdo. No se han hecho distinciones entre los - -

acuerdos que relevan al arr~ndador de responsabilidad por da 

ños a la propiedad del arrendatario y aquellas las cuales re 

levan de responsabilidad por daños a las personas. 

Por otra parte, el arrendador es responsable por la­

seguridad del arrendatario, es decir, responde al arrendata­

rio que sufre daños personales o en su propiedad si éstos 

son consecuencia de un acto criminal. En este sentido se ha 

pronunciado la Corte de Apelaci6n de los Estados Unidos por­

el Distrito de Columbia la cual sostuvo que un arrendador es 

taba bajo el deber de tomar medidas para proteger a los -

arrendatarios de posibles actos criminales cometidos por ter 
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ceras personas. El arrendatario apelante sufri6 lesiones 

cuando fué criminalmente atacada en el vestíbulo común de un 

edificio de departamentos. A pesar de un incremento de la -

frecuencia de crímenes en el vecindario y un número de pre-­

vios crímenes en el propio edificio, la corporaci6n demanda­

da' había, desde el inicio del arrendamiento del actor, sist~ 

máticamente disminuido el servicio de portería y vigilancia. 

La Corte razon6 que el riesgo a proteger contra la entrada 

no autorizada de intrusos criminales era previsible, y que 

el arrendador estaba bajo el deber de proteger a los arrenda 

tarios ae ia po~~~¡c ~ce~~~ c=~~i~2l ~~ t~JAs intrusos. La-

Corte razon6 además, que en comparaci6n con los arrendata- -

rios, el arrendador estaba en una mejor posici6n para tomar­

las medidas necesarias de protecci6n y la carga de hacerlo -

estaba propiamente atribuida a él. 

Por tanto, la Corte sostuvo además que, el nivel razon~ 

ble fué medido por el nivel de protecci6n que inicialmente -

fué proporcionado al inicio del arrendamiento, un factor in­

cluido en esta medida fué el número del personal proveido -­

por el arrend~do~ para prevenir tales ataques como el actor­

habia sufrido. El costo de mantenimiento de este nivel de -

protecci6n, aunque inicialmente cargado al arrendador, pudo­

ser justificablemente cargado a los arrendatarios. 

La Corte encar6 dos problemas al encontrar responsabil~ 

dad de parte del arrendador. Primero, tuvo que encontrar -­

una obligaci6n corriendo del arrendador para el arrendatario. 

Segundo, dada esa obligación, tuvo que hacer una determina-­

ción que tal obligación origine responsabilidad a pesar de 

la existencia de la intervención de un agente criminal que 

fué directamente responsable por los daños sufridos por la 

arrendataria. El primer problema fué solucionado a través 

de una aplicación de las re5ponsabilidades tradicionales in-
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inherentes a la relaci6n arrendador-arrendatario. Y el se--

gundo problema fué resuelto por medio de una significante e~ 

tensi6n del ámbito tradicional de esas responsabilidades. 

Por tanto, podemos encontrar responsabilidad basada en negl~ 

gencia del arrendador así como responsabilidad derivada del­

contrato de arrendamiento. 

Deber en negligencia. Una de las salidas presentadas -

por una acción negligente es, por supuesto, si el demandado­

tenía un deber de proteger al actor del daño sufrido por el­

,Úl timo. La pregunta a ser determinada es: 

Si, sobre las realidades en evidencia, tal relaci6n - -

existe entre las partes que la comunidad impondrá una oblig~ 

ci6n legal sobre uno para el beneficio del otro, o más sim-­

plemente, si el interés del actor el cual ha sufrido una in­

vasi6n se le haya dado la legal protección en roanos del de-­

mandado. 

Con respecto a las dificultades que pueden originarse 

en la aplicación de lo anterior corno una regla general en ªE 
tos negligentes, es al menos claro que la posibilidad de da­

ños por sí sola no justificará la imposici6n de un deber. La 

pregunta ultimadamente se vuelve una de las 16gicas y justas 

a la luz del interés público. 

Deber contractual. Hist6ricarnente, el arrendamiento --

fué visto primariamente como un mecanismo para la transmi- -

si6n de un interés en tierra y s6lo secundariamente como un­

contrato que imponía obligaciones constantes entre las par--

tes. El arrendador tenía únicamente un interés de recobrar-

y, en la ausencia de convenio expreso, con pocas excepciones, 

no tenía deberes con su arrendatario. No había tampoco un -
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deber general del arrendador de reparar, ni alguna garantia-

iwplicita de habitabilidad. En resumen, el arrendatario to-

maba la localidad como la encontrara. Actualmente encentra-

mos una garantía implicita de habitabilidad de la cual surge 

el deber de reparar. Las normas legales sobre el arrenda- -

miento han evolucionado al punto donde el arrendador está ba 

je el deber legal de proveer y mantener para sus arrendata-­

rios un lugar apropiado para vivir. Así, en los cas~s en -­

que el arrendador incurra en negligencia al cumt=:ir con sus­

obligaciones, éstas pueden exigirse fundfindose en el contra: 

q'Je ejerce el arrendador sobre las localidades y en el debe:::­

legal de reparar. 

Las realidades de la situación muestran que el a:::-renda-

ta:::-io está a menudo en un t6malo o déjalo. Donde éste es el 

caso, el arrendamiento resultante se asemeja a u~ cc~~rato -

de adhesión e~ el cual la participación de una Ce las partes 

consiste en una mera adhesi6n, indispuesta y a veces a un 

desconocido documento re·aactado unilate::-a.lmente ;:ior quien 

usualmente es una empresa fuerte. Quizás como una reacci6n­

a esta situación, algunas Cortes han limitado los efectos ce 

declarándolas no ser el producto de un acuerdo consensual -­

real. 

En el Distrito de Columbia, la Comisión Urbana compila­

u~a lista de violaciones encontradas en los edif icics; si és 

~as no son corregidas dentro de un especííico perioGc de - -

tiempo, los arrendatarios están autorizados a suspenaer los­

pagos de renta durante la permanencia del periodo de la vio­

lación. Otra variación permite a los arrendatarios a entrar 

e~ huelga de pago de renta independientemente de la autoriza 

c~5n de l~ agencia de la Ciudad. En Nueva York, por ejemplo 1 

los arrendatarios que ocupen un edificio de departamentos 
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pueden entablar un procedimiento especial contra el arrenda­

dor por la falta de agua o de agua caliente o de luz o de -­

electricidad o del adecuado drenaje, o alguna otra condición 

peligrosa para la vida, salud o seguridad. Asi la sentencia 

emitida ordena que las rentas debidas y las que serán debí-­

das, sean depositadas c~n el trabajador de la Corte y sean -

usadas para remediar la violaci6n. 

b) FRANCIA 

Como ya se afirrn6 en la parte aue denominé antecedentes 

históricos, los Códigos Civiles de nuestro pais, han tomado­

como modelo a la legislaci6n francesa, por lo que en esencia, 

las normas que rigen al contrato de arrendamiento en ambas -

legislaciones son muy similares, pero se puede afirmar que -

encontrarnos c.iertas particularidades que nos llevan a con­

cluir que la legislaci6::1 nacional no ha copiado servilmente­

ª la legislación francesa. 

Asi en la legislación francesa el contrato de arrenda-­

miento es un contrato consensual, al que no se exige ningu­

na forma particular r:ia.::-.:1 la manifestaci6n de la voluntad de­

las partes. El consentimiento puede ser expreso o tácito y, 

en el primer caso, puede darse por escrito o verbalmente. El 

consentimiento para el arrendamien~c, e~ lugar de ser dado -

expresamente, puede ser tácito y resultar del hecho de que -

una persona emplee un bien puesto a su disposición por el -­

propietario. El mismo legislador, al establecer el princi-­

pio de la tácita reconducción (arts. 1738, 1759 y 1776 del -

Código Civil Francés), ha reconocido la validez del consenti 

miento tácito para la prórroga de los arrendamientos hechos-· 

por un plazo ~ijo, situación que con frecuencia ocurre en -­

nuestro derecho. 
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En el Derecho Francés existe el llamado Principio de R~ 

ductibilidad en donde el arrendamiento celebrado por un pe-­

r!odo superior a la duraci6n permitida por la ley no es anu­

lable, sino simplemente reducible a esa duraci6n, es decir a 

nueve años, ya haya sido celebrado por un propietario con c~ 

pacidad limitada, como el menor emancipado, o por un adminis 

trador que haya recibido sus facultades de la ley misma, co­

~o el marido, el tutor, el usufructuario. 

Esta acción de reducci6n no puede ser ejercitada por el 

arrendatario; el propietario en cuyo interés se ha estableci 

do esta sanci6n, es el úr.ico que puede hacerlo. El menor --

la reducci6n del arrendamiento; el menor no emancipado ten-­

drá por lo contrario que esperar, a fin de ejercitar la ac-­

ci6n de reducci6n, a haber recuperado la administraci6n de 

sus bienes; en efecto, dado que el arrendamiento es válido 

durante el tiempo que dure la tutela, el tutor no tiene dere 

cho a ejercitar la acci6n de reducci6n. 

El derecho de impugnar el arrendamiento por más de nue­

ve años, celebrado por el usufructuario, s61o compete al nu­

do-propietario o a sus causahabientes. Ni el usufructuario­

arrendador, ni el arrendatario podrán entablar la acción de­

reducci6n. 

La reducci6n s6lo surte efectos para lo futuro, mante-­

niéndose vigente el contrato en cuanto a lo pasado. En caso 

de que un arrendamiento que exceda de la duraci6n legal haya 

sido celebrado por el representante de un incapaz y en que -

el bien arrendado haya sido más tarde vendido, el adquiren-­

te podrá ejercitar la acci6n de reducción, se considerará -­

que en lo que respecta al ejercicio de esa acci6n ha susti-­

tuido al vendedor, salvo que personalmente se haya obligado-
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a respetar el arrendamiento por el término que se haya cele­

brado. Sin duda los causahabientes a título particular no -

suceden en todos sus derechos a su causante, y la ley autor~ 

za la reducción del arrendamiento en interés personal del -­

arrendador. 

La jurisprudencia francesa, por su parte, trata el pro­

blema relativo a quién corresponde el derecho de poder poner 

anuncios en la localidad arrendada, en especial cuando se -­

trata de arrendamientos de inmuebles edificados así como en­

los bienes rurales en los cuales, en las proximidades de las 

carreteras y de los ferrocarriles, la publicidad comercial -

~ ~s~e respecto la jurisprudeQ 

cia se muestra poco precisa. La mayoría de las decisiones -

niegan al arrendatario el derecho de fijar o de dejar fijar­

por tercero sobre las paredes exteriores de la cosa o del d~ 

partamento arrendado, anuncios o letreros referentes a una -

industria diversa qu~ la suya; pero, unas se fundan en el he 

cho de haber conservado el arrendador el disfrute de esa po_E 

ci6n de la casa, lo cual, lógicamente, nos llevaría a admi-­

tir que el arrendador tiene el derecho de poner o dejar po-­

ner los anuncios o letreros. Otras sentencias admiten, por­

lo contrario que el arrendatario tie:-ic el disfrute de las pa 

redes exteriores del inmueble aplicado pero le nie9Ci.n el de­

recho de poner sobre esas paredes anuncios ajenos al interés 

de su propia profesi6n, porque con ello se extralimitaría -­

las previsiones naturales del arrendamiento y se desviaría -

el inmueble de su destino normal, que resultaba del contrato. 

De ello tenemos que concluir, según parece, que el arrenda-­

tario puede hacer poner anuncios o letreros relacionados con 

su propia profesi6n y que, a la inversa, el arrendador, por­

el arrendamiento, ha enajenado su derecho de usar el inmue--

ble arrendado a los fines del anuncio. Se ha propuesto una-

distinci6n según se trate de una pared de fachada o de agui-
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16n (pignon) que haya quedado al descubierto. En el primer-

caso, el disfrute exclusivo pertenecerá al arrendatario, que 

podrá poner o conceder el derecho a ponerlos, sea cual fuere 

el objeto de la publicidad, siempre que ese modo de disfrute 

no sea contrario a los términos del arrendamiento o a la in­

terpretaci6n que convendría darle según la naturaleza del in 

mueble alquilado.. Si se trata, en cambio, de un agui16n 

(pignon), no podrá considerarse que el arrendatario haya ad­

quirido un modo de disfrute que normalmente no entraria en -

e1 destino atr iou..i...ú.0 c;.1>:. :.~-~~e-~~.'? !'Dr. el arrendamiento y, por 

consiguiente, el propietario es el único que podrá usar el -

derecho a poner anuncios. 

En el fondo, en todos los casos en que la cuestión pue­

de plantearse, parece que la solución depende esencia1mente­

de la interpretación que se de al arrendamiento conforme a -

la voluntad expresa o presunta de las partes. Esto es el -­

principio que ha admitido la Corte de Casaci6n. Como e1 di!!_ 

frute del arrendatario ha de ser determinado por el destino­

que se haya dado a la cosa arrendada en el contrato o por el 

que haya de presumirse de acuerdo con las circunstancias del 

caso, en defecto de pacto, la Corte de Casación 11ega a la -

consecuencia de que corresponde a los Tribunales de instan-­

cia interpretar soberanamente la intenci6n de las partes. 

Puede pretenderse relacionar con el derecho de poner o dejar 

poner los anuncios en la superficie externa del inmueble, el 

derecho, alegado por un arrendatario, de hacer reproducir en 

d.ibujos,fotografías o cualquier otro medio usual, la vista -

exterior e interior de la cosa arrendada. Se ha fallado que 

ese derecho es un accesorio de la cosa arrendada y que, por­

consiguiente, se reputa que el arrendador ha cedido al arre~ 

datario cuando no se haya reservado expresamente el ejerci-­

cio del mismo. 

Otra cuesti6n interesante que admite la 1egislaci6n - -
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francesa es la renuncia por parte del arrendatario a que se-

ponga la cosa en buen estado. El alcance de la obligación -

del arrendador puede ser modificado mediante pacto de las -­

partes. El contrato puede dispensar expresamente el arrend~ 

dor de tales o cuales clases de reparaciones. La intenci6n­

de las partes puede ser tácita y resultar de la interpreta-­

ci6n de las cláusulas del arrendamiento o de las circunstan-

cías. Por ejemplo, si el arrendatario en virtud del arrend~ 

miento, tiene que recibir el inmueble arrendado en el estado 

en que se halle y restituirlo en el mismo estado al terminar 

el contrato, esta cl~usuia, de aplicaci6n bastante frecuente 

fincas rústicas, no puede i~ 

terpretarse lógicamente más que como l.a dispensa, para el 

arrendador, de toda reparación en el objeto del arrendamien­

to. A la inversa, el simple hecho de la entrada en el dis-­

frute, no puede ser considerado como una renuncia al derecho 

de exigir al arrendador las reparaciones que la ley le impo­

ne. 

El arrendador puede quedar exonerado de las reparacio-­

nes extraordinarias por medio de una cláusula expresa inclu~ 

da en el contrato. Esta cláusula derogatoria del derecho c~ 

mún, será interpretada en todo caso estrictamente. Asimismo, 

la cláusula que imponga en términos generales las reparacio­

nes el arredatario, puede entenderse como referida solamente 

a las reparaciones ordinarias. Sin embargo, ello no será -­

así si esa cláusula ha especificado que se contrae a todas 

las reparaciones o si tal pareciere ser, según el arrenda­

miento tomado en conjunto, la intención de las partes contr~ 

tantes. En ese caso, las reparaciones extraordinarias deja­

r:in de corresponder el arrendador, en contra de lo dispuesto 

en el artículo 1720, párrafo segundo del Código Civil Fran-­

c!?s. 
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Por su parte, la legislaci6n de alquileres impone al -­

arrendador ciertas obligaciones que consisten en una doble -

prohibici6n y en una doble publicidad; por una parte la pro­

hibici6n de transformar en locales comerciales aquellos ded_i 

cados a la vivienda y la prohibici6n de transformar los loca 

les vacíos en locales amueblados; además, una publicidad - -

obligatoria en cuanto a los locales vacantes y una publici-­

dad especial en relación con locales amueblados. 

Con respecto a la ?rohibici6n de convertir los locales­

dedicados a la vivienda en locales comerciales o industria--

leb, poaemos ciecir qut:: iu~ iiH>f-'~~á.~á. ~· :!..:.s.;.:...:::..-::C::::.- p2~ !.::! !"!E_ 

cesidad de poner término a la crisis de la vivienda; en la -

actualidad viene establecida por el artículo 20 de la ley 

del lo. de abril de 1926, modificado por la ley del 29 de j~ 

nio de 1929. 

Ningún local afectado a la vivienda puede, ni aún en ca 

so de ser reconstruido, convertirse en un establecimiento de 

espectáculos públicos o de bailes, ni en términos más gener~ 

les, en local para la industria o el comercio hasta el lo. -

Julio de 1939. La antcriQr d~sposici6n tenía las siguientes 

excepciones: 

lo. Cuando tenía por objeto permitir al propietario -­

del irunueble, a su cónyuge o a sus ascendientes, ejercer en­

ese inmueble un comercio o una industria al =-.isir'° tiempo que­

lo siguieran habitando, artículo 20 párrafo sexto; 

2o. Cuando el local, a pesar de su nueva afectación -­

continuara sirviendo como vivienda a un número de personas -

al menos tan importante como antes, o a una viuda de la gue­

rra no casada nuevamente y que tuviera un hijo, artículo 20, 
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párrafo s~ptimo; 

3o. Cuando, para compensar la transformaci6n del local 

anteriormente afectado a la vivienda, el propietario hubiese 

construido o acondicionado para la vivienda un nuevo local,­

siempre que este último fuese de igual importancia que el -­

que ha sido transformado, tuviera un valor en arrendamiento­

equi valente y estuviere situado en el mismo municipio o en 

alguno de los municipios que constituyen una misma agrupa-. 

ci6n de ellos, artículo 20, párrafo octavo. 

La prohibici6n de tr~-:sformar los lo~~!~~ 9,r2::.::c..~ tu .J..o­

o::-al.c::: .::..;.:.;..d,,.i.acios fué inspirada en el prop6sito de controlar­

la multiplicaci6n de los locales amueblados, que contribuia­

a agravar la crisis de la vivienda ordinaria, est~ consagra­

da en la ley del 20 de Julio de 1924, que el artículo 23 de­

la ley del lo. de abril de 1926, en su última ~edacci6n, ha­

completado en varios puntos, modificando sus disposicones. -

Esta prohibici6n sufre cierto número de excepciones: 

l. Cuando se limite a una parte del local del arrenda­

dor, si &ste continúa ocupando la mayor parte del inmueble; 

2. Cuando se trate de un arrendamiento por temporadas, 

de una duraci6n de seis meses como máximo por año, y debien­

do contraerse en caso de ausencia del arrendador, a la tota­

lidad de los locales habitados por éste; 

3o. Cuando el propietario o arrendatario principa1, 

por ausencia del cual se haya celebrado el arrendamiento, es 

llamado a dejar temporalmente su residencia por decisi6n mi­

nisterial o administrativa; 

4. Cuando se trata de arrendamientos o sub-arrendamie~ 
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tos que no tengan carácter lucrativo y cuyos beneficiarios -

sean colectividades de j6venes separados de sus familiares. 

En cuanto a la publicidad obligatoria en relaci6n con -

los locales vacantes, se ha establecido que los locales que­

se usan para la vivienda y no tengan carácter comercial o i~ 

dustrial, por el artículo 25 de la ley del lo. de Abril de -

192,6, modificada por la Ley del 29 de Junio de 1929. Confo_E 

me a este artículo: "Los propietarios o gerentes de inmue- -

bles tendrán que dar a conocer, por medio de letreros exte-­

riores fácilmente legibles desde la calle, los departamentos 

vacantes en J.os inmuebles de su prooiedr:!~ n '}'.!":: .:,,::¡.1....:.u...;.tic:.ren. 

E:!. :!.:::::r"'..:o t:enarel. que indicar el precio y el número de habi­

taciones". El párrafo tercero del mismo artículo agrega: 

"Asimismo, todos lo~ locales vacantes, en la quincena subsi­

guiente a su desocupaci6n, tendrán que declararse, con indi­
caci6n del precio o del número de habitaciones por el propi~ 

tario en la Alcaldía y en las Oficinas municipales de la vi­

vienda, en aquellas poblaciones en que existan•. 

Un dato importante lo encontramos en el artículo 1752 -

del C6digo Civil Franc~s, el cual dispone que el arrendata-­

rio que no ocupe su casa con los muebles suficientes puede -

ser desahuciado. Si bien ese precepto se halla colocado en-

la secci6n que se refiere_a_las reglas particulares de los 

arrendamientos de fincas urbanas, y que solamente se hable 

en ~l de los muebles que ocupan la casa, no cabe duda en -­

cuanto a que se aplica igualmente en materia de arrendamien­

to de fincas rústicas, puesto que·_conforme al articuJ.o 2102-

el privilegio del arrendador se contrae a todo lo que aoue-­

bla 1a casa o la finca arrendadas. Otro texto legal, el ar­

tículo 1766 del multicitado C6digo Civil Franc~s, impone, -­

ciertamente, el arrendatario la obligaci6n de ocupar la fin-
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ca arrendada con los animales y utensilios necesarios para -

su explotaci6n. El material de explota~i6n, así como los -­

muebles dom~sticos, van a servir como garantía especial, en­

virtud del artículo 1766, al crédito del arrendador por las­

rentas, de lo cual se deriva la consecuencia de que, para g~ 

rantizar al arrendador el ejercicio eficaz de su privilegio,· 

el colono debe introducir en la finca los muebles suficien-­

tes, comprendiendo, por una parte, los muebles domésticos -­

propios de la vivienda, por otra parte el material agr~cola­

necesario para la explotaci6n. 

La ob1igaci6n de ocupar la casa con muebles "'nfic:;.~,..,+:~::; 

no se impone al arrendatario cuando el. arrendamiento es de 

un 1oca1 amuebl.ado, en efecto, al. arrendador incumbirá, en 

ese caso, la carga de proveer el mobiliario necesario a 1a 

vivienda. El arrendatario que no traiga a la casa los mue-­

bl.es suficientes puede ser desahuciado, de conformidad con 

el artícul.o 1752, asimismo, como después de haber cumplido 

sus obl.igaciones, el. arrendatario hace desaparecer más tarde 

los muebles. En ambos casos, el arrendatario podrá evitar -

1a resiliaci6n si presta una garantía suficiente para respo~ 

der por el alquiler, sea en forma de prenda, de fianza o de­

hipoteca. 

El c6digo Civil Francés admite el derecho del arrenda-­

dar de recobrar el inmueble para habitarl.o. En efecto, 1a -

ley del 4 de Mayo dd 1920 había conferido el derecho de reco 

brar el inmueble con un carácter de aplicaci6n general., tan­

to para dedicarlo a la vivienda corno al uso comercial, indu~ 

trial o profesional. Pero, la mayoría de las leyes posteri~ 

res s61o han concedido el derecho en cuesti6n en cuanto a --

los arrendamientos de locales usados como vivienda. 

del lo. de abril de 1926 ha mantenido esa regla. 

La ley-
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Todo propietario de inmueb1es puede ejercitar su dere-­

cho de recobrarlo, este derecho le es conferido en esa cond~ 

ci6n y no a t1tulo de arrendador. Esto resulta del texto 1e 

gal y de los trabajos preparatorios de la ley del lo. de - -

abril ya citada, de lo cual se desprende que el propietario­

principal puede ejercitarlo. 

De haber más de un ca-propietario, cada uno de ellos -­

tiene el derecho propio y puede proceder al recobro corres--

pendiente. En caso de usufructo constituido sobre un irunue-

ble, al usufructuario y no al nudo-propietario corresponde· -

al derecho de recuperación. 

El propietario puede recobrar el local no s61o para él, 

sino también para otras personas que formen parte de su f ami 

lia, sus ascendientes o descendientes, as1 como su c6nyuge o 

los ascendientes o descendientes de su c6nyuge. El ejerci-­

cio de este derecho est~ sujeto a las siguientes condiciones: 

l. El propietario ha de ser de nacionalidad francesa, 

excepto en el ca~o fte que e1 arrendador, de nacionalidad ex­

tranjera, tenga hijos que posean la condici6n de franceses y 

a reserva de reciprocidad. 

2. La adquisici6n del inmueble por e1 propietario que­

ejerza el derecho de recobrarlo tiene que ser anterior al 1o. 

de Junio de 1929. Conforme a la ley de 5 de abril de 1926, 

si la adquisici6n era posterior al lo. de Marzo de 1926, el 

propietario, para poder ejercitar el derecho de recuperaci6n, 

ten1a que poner previamente a la disposici6n del arrendata- -

ria un local para vivienda que respondiera sensiblemente por­

sus dimensiones, su precio y su situaci6n, a 1os mismos cara~ 

teres que el que se pretend1a recobrar. 
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3. El propietario debe manifestar su voluntad de ocu-­

par personalmente el local arrendado o de alojar en él a su­

familia. Además, esa ocupaci6n debe efectuarse realmente. -

Conforme a la ley del 30 de junio de 1926 (artículo 5, párra­

fo IV), si se usa la recuperaci6n del local con el prop6sito­

de burlar los derechos del arrendatario, éste tendrá derecho­

ª una indemnizaci6n como en caso de evicci6n. 

4. El propietario está obligado a avisar al arrendata­

.rio, con cierto tiempo de antelaci6n, su prop6sito de reco-­

brar el inmueble, ese tiempo comprende al menos seis meses. 

;.. .ia. .Lt:=ei1a, ~J.. i.Je.r~no Civi.i r·ranc¿.s na su:iricio retor-­

mas muy importantes y entre ellas tenemos que el Decreto de-

30 de Septiembre de 1953 reform6 al artículo 1717 del C6digo 

Civil Francés el cual establece el derecho del arrendatario­

ª subarrendar e incluso a ceder su arrendamiento a otro si -

no le fué prohibida esta facultad, la cual puede serlo en to 

do o en parte, asimismo, da el carácter de obligatoriedad al 

pacto de esta cl~usula. 

Por su parte, el art~culo 1721, reformado en 1982, i111P2 

ne a1 arrendador 1a ob1iqaci6n de garantizar al ~r=e..~dütario­

contra todos los vicios o defectos de la cosa alquilada que­

obstruyi;lll su uso, e inclusive, aunque el arrendador no los­

hubiera conocido al momenLu del arrendamiento; si de estos -

vicios o defectos resulta alguna pérdida para el arrendata-­

rio, el arrendador estará obligado a indemnizarlo. 

Otra importante reforma al C6digo Civil Francés, es la­

de Agosto de 1962 hecha a1 artículo 1751, el cual estipula -

que el derecho al arrendamiento del local sin carácter comeE 

cial, ni profesional, que sirva efectivamente a la habita- -
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ci6n de los esposos es, cualquiera que sea su r~gímen matri­

monial e incluso si el arrendamiento ha terminado antes del­

ma trimonio, reputado correspondiente a uno y a otro de los 

esposos, en caso de divorcio o separaci6n de cuerpos, este 

derecho podrá ser atribuido en consideraci6n de los intere-­

ses sociales y familiares o en su caso, según el juicio de -

divorcio, a uno de los esposos a reserva del derecho de com­

pensar o indemnizar al otro. 

Paralelamente a lo anterior, la Ley del 15 de Julio de­

de 1942, contiene la prohibici6n de ciertos anuncios de ca--

rácter antifamiliar. La publicaci6n de cada oferta o deman-

da de empleo o de alojamiento en donde se ~ñe~n~n 0~ ~1n~ in­

dicaci6n relativa a la ausencia de niños es prohibida. Las­

infracciones a esta disposición serán turnadas al Tribunal -

Correccional y castigadas con una multa de 1200 a 3000 fran-

. cos. 

La ley de 9 de Julio de 1970, establece los requisitos­

que deben cubrir los inmuebles para casa-habitaci6n en la -­

Ciudad de Par!s, como las medidas adecuadas de las viviendas, 

§.reas especificas en las que deberán ubicarse las casas de -

alquiler, caracter!sticas de interiores y exteriores como -­

contar con suficiente ventilación, tener salida a la calle y 

a los jardines, etc. 

Por último, la Ley no. 82-526 del 22 de junio de 1982,­

es de gran inter~s para el presente estudio, querrereoe una­

referencia general. 

Esta ley se refiere a los derechos y obligaciones de -­

los arrendatarios y de los arJ:"endadores, pudiendo destacar -

que consagra el derecho a la habitaci6n como un derecho fun­

damental. Por consiguiente, observa que sus disposiciones -
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son de orden pllblico y que se aplican a los inmuebles para -

uso de casa-habitación o para uso mixto, es decir, profesio­

nal y de habitación, también de estacionamientos, jardines y 

otras localidades disponibles accesoriamente en el local -

principal alquilado. 

Estas disposiciones no se aplican: 

En los locales amueblados cuyos arrenda~ores ejerzan la 

profesión de alquilárlos amueblados, en los alojU-~ientos 

otorgados en raz6n del ejercicio de una funci6n o de la eje­

cución de un contrato de trabajo, en los alojamientos desti­

nados a las instituciones socia1es y médicas áe a~~~~gu~s ~a 

emigrantes, en locaciones de carácter temporal, entre ot~os. 

c) ALEMANIA FEDERAL 

Del Derecho Civil Alemán ha sido inspirado en el Dere-­

cho Antiguo, es decir en el Derecho Romano, pero ha tomado -

ciertas tendencias que lo diferencian del último. Asi, el -

Derecho Civil Alemán contempla dos clases de arrendamiento:­

e1 arrendamiento de uso y e1 arrendami..e.nto de uso :.-~ disfrute. 

En virtud del contrato de arrendamiento de uso, el -

arrendador se obliga a garantizar el uso de una cosa o de un 

local durante el tiempo del arriendo, y el arrendatario a 

una contraprestación de cualquier clase, artículos 535 y 580 

del C6digo Civil Alemán, Pueden ser objeto del arrendamiento 

de uso de las cosas muebles no consumibles, los inmuetles, 

las viviendas y otros locales. Respecto a los derechos el 

C6digo Civil no admite el arrendamiento de uso, sino el de 

uso y disfrute. El arrendamiento de uso es un o:::ntrato oner2 
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so. La mercesdel arrendamiento consiste en una contrapres­

taci6n de cualquier clase, siendo que en el Derecho Romano -

deb!a consistir en dinero. 

El contrato de arrendamiento no está sujeto a forma, -­

sin embargo, cuando hubiese comenzado la ejecuci6n de un co~ 

trato de arrendamiento verbal y faltare la prueba del precio 

convenido, el arrendatario devolverá al arrendador la cosa -

arrendada, ab9nándole, por el tiempo que la haya disfrutado, 

el precio que se regule. Este precepto demuestra que no se­

requiere forma, en su caso, el pago de los gastos de la es-­

critura del contrato corre a cargn ~~1 ~~=~~~~~QL~o. 

Para proteger a los arrendatarios y para combatir la e~ 

.casez de viviendas, se han dictado numerosos decretos y leyes 

de carácter transitorio que, en parte, cercenan profunda y -

directamente las normas del arrendamiento y las de la propi~ 

dad y, en parte, otorgan a las autoridades territoriales su­

periores y mediatamente a los municipios autorizaciones para 

esas restricciones. Aqui s6lo procede exponer los rasgos -­

fundamentales. 

Por lo regular, seg~n la ley de protecci6n de los arren 

a·atarios de lo. de Junio de 1923, en su refundici6n de 17 de 

Febrero de 1928, las relaciones de arrendamiento sobre edifi 

cios o parte de los mismos s61o pueden ser extinguidas a pe­

tici6n del arrendador contra la voluntad del arrendatario, -

en virtud de causas especiales y mediante sentencia judicial 

o mediante el llamado acuerdo de evacuaci6n del Tribunal de­

la. Instancia a saber: 

Si el arrendamiento resulta muy gravoso al arrendador o 

a uno de los moradores de la casa, si el edificio corre un 

peligro de consideraci6n o si, faltando autorizaci6n para --



1 

1 
148 

ello, se cede el uso del local arrendado. La demanda ha de-

interponerse dentro de los seis meses a partir del momento -

en que se tuvo conocimiento de la causa y es improcedente si 

ha transcurrido un año desde la aparici6n de la causa de ex­

tinci6n. 

Por raz6n de mora en el pago del alquiler y por raz6n -

de necesidad propia apremiante del arrendador. En determin~ 

das circunstancias, el Tribunal puede imponer al arrendador­

el abono total o ~arcial de los gastos de mudanza. Si una -

relación de arrendamiento ha sido extinguida por causa de n~ 

cesidad propia apremiante del arrendador, la ejecucj6n forzo­

sa h~hr~ d~ ~~c~r~~ O~pender, por regla general, de que se -

asegure al arrendatario un plazo prudencial para el traslado; 

a menos que en el Municipio en cuest:i6nno haya tenido lugar­

una requisa de locales en virtud de la Ley de Escasez de Vi­

viendas. (parte VII, Capítulo IV, art. V del Decreto Ley de- -

lo. de Diciembre de 1930) Incluso, sin probar una necesidad 

personal apremiante, el arrendador puede exigir la termina-­

ción del arriendo, si la finca arrendada le pertenece por lo 

menos desde hace tres años y quiere utilizar los locales pa­

ra habitarlos. La ley sobre Escasez de Viviendas queda sin -

vigor el lo. de Abril de 1933. 

Ahora toca referirnos a la segunda clase de arrendamie_!! 

to, es decir, al arrendamiento de uso y disfrute, en el cual 

el arrendador tiene que conceder el goce de los frutos del -

objeto arrendado, o sea, hacer posible el goce de los frutos. 

Como podemos observar, esta clase de arrendamiento reguiere­

para su total ejecución, no s6lo la obligaci6n por parte del 

arrendador de garantizar el uso de la cosa o local arrendado, 

sino ta.mbi~n tiene que conceder el goce de los frutos que -­

produzca el bien arrendado. 
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como el derecho coman y la mayor!a de los demás dere- -

chos vigentes en Alemania, tambi~n el C6digo Civil ha atri-­

buido al arrendador de una finca, de una casa habitaci6n o 

de otro local un derecho de prenda sobre las cosas traidas 

por el arrendatario. 

las siguientes: 

Entre sus caracter!sticas encontramos-

l. El derecho de prenda del arrendador es de carácter­

legal, no se basa en una concesi6n tácita, pero puede exclu­

irse por pacto especial. Según el art!culo 1257 del C6digo­

Civil, le son aplicables en lo que corresponda las reglas so 

bre el derecho de prenda convencional; ~ro ~n ~~~t~ ~l -

ar.i.:.,nciaáor no ha obtenido la posesi6n, no pueden aplicarse.­

El derecho de prenda alcanza s6lo a las cosas introducidas,­

pertenecientes al propio arrendatario y nace con su introduc 

ci6n en el local arrendado o, si el arrendatario no llega a­

ser propietario sino más tarde, con la adquisici6n de la pr~ 

piedad, por tanto, no se refiere a las cosas propiedad de la 

mujer del arrendatario, ni tampoco a las cosas ajenas intro­

ducidas en el local por el arrendatario, aunque el arrenda-­

dor las considerase de buena fe como propias del arrendata--

rio. Se exce ptúari dél derecho de prenda las cosas exentas del 

embargo que son indispensables al arrendatario para su econo 

m1'.a dom~stica o para su industria, art!culo 559. 

El derecho de prenda asegura todos los crlklitos que el­

arrendador derive del contrato de arrendamiento, incluso las 

pretensiones dirigidas a prestaciones accesorias y los cr~d! 

tos de indemnizaci6n. Sin embargo, no puede hacerse valer -

por raz6n de los cr~itos futuros de indemnizaci6n y de los­

alquileres s6lo cubre los pasados, los del año de arrenda- -

miento en curso y los del siguiente. 

2. El derecho de prenda se extingue alejando las cosas 
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de 1a finca, a menos que se haga sin conocimiento o con 1a -

protesta de1 arrendador, art1cu1o 560. La protesta (o el -­

desconocimiento} es, sin embargo, ineficaz si las cosas son­

alejadas por raz6n de la explotaci6n norma1 del negocio de1-

arrendatario (venta de mercancias) o de acuerdo con circuns­

tancias normales de la vj.da (con el fin de realizar un viaje 

o una reparaci6n) o si las cosas que quedan son notoriamente 

suficientes para la garantia del arrendador. 

3. El arrendador tiene para la protección de su dere-­

cho de prenda un derecho oe acc1ún U.i~~c:;;.u~ ~;...:cCc p=::::::='3-er -

independientemente a impedir el alejamiento de las cosas su­

jetas a su derecho de prenda sin apelar al tribunal, si el -

arrendatario huye o si éste o el tercero encargado al efecto 

retiran las cosas y se apoderan de ellas. Si las cosas han­

sido alejadas sin su conocimiento o con su protesta (lo cual 

le incumbre probar), podrá exigir de cualquier poseedor, en­

virtud de su derecho de prenda, la entrega de aquéllas para­

su reintegro a la finca y, si el arrendamiento ha terminado, 

puede exi.gir se le ceda la posesión. Ahora bien, en cuanto­

ª esta pretensión rige un plazo de caducidad de un mes desde 

que el arrendador ha sabido el a1ejarniento de las cosas. Si 

la pretensi6n no se hace valer judicialmente dentro de este­

plazo, se extingue el derecho de prenda, articulo 561. 

4. E1 arrendatario puede evitar el ejercicio del dere­

cho de prenda respecto a todas las cosas introducidas, pres­

tando a1 arrendador caución en la cuantia de los créditos --

por raz6n de los cuales se da el derecho de prenda. Puede -

además 1iberar del derecho de prenda a ca~ una de las cosas 

prestando cauci6n en la cuant1a de su va1or, articulo 562. 

LOS créditos por alquileres y rentas de un año gozan de 

preferencia sobre los bienes muebles del arrendatario exis--
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tentes en la finca arrendada y sobre los frutos de la misma. 

Si los bienes muebles sobre que recae la preferencia hubie-­

ren sido substraidos, el acreedor .podrá reclamarlos de quien 

los tuviere, dentro del t€rmino de treinta días contados de~ 

de que ocurrió la sustracción. Aunque este precepto está i~ 

cluido en el título XVII del libro IV del Código Civil Ale-­

man (De la concurrencia y prelaci6n de cr€ditos) y, dado que 

este título comienza estableciendo ciertas disposiciones de­

carácter sustantivo en orden al concurso de acreedores, la -

aplicaci6n de las reglas sobre la preferencia, no presupone-

1a situaci6n de concurso declarado, sino que en la práctica-

res y discusión sobre el mejor derecho entre los misI!lOs. 

El C6digo Civil no califica este derecho del arrendador 

como derecho de prenda, pero, dado su alcance reipersecuto-­

rio y erga omnes, cualquiera ~~e sea la 1L~itaci6n, es evi-­

dente que tiene carácter de derecho real. Se trata, pues, -

de un privilegio real. El privilegio sólo alcanza, conforme 

al tenor literal de la ley, a los cr€ditos y rentas por al-­

quileres de un año, no a las demás pretenciones o derechos -

del arrendador. 

d) ARGENTINA 

La legislaci6n argentina, en relación con la materia -­

que tratamos, ha mostrado una tendencia a favorecer princi-­

palmente a los arrendatarios; para ello ha regulado la rela­

ci6n arrendador-arrendatario, en forma proteccionista, como­

se ha observado en la mayoría de las legislaciones actuales, 

beneficiando directamente al arrendatario o a aquellas pers~ 

nas que de manera directa dependan económicamente del titu-­

lar del contrato de arrendamiento. 
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Así, la 1ey 17368, sancionada y promulgada por el Poder 

Ejecutivo el 27 de Julio de 1967 y publicada en el Boletín -

Oficial del 2 de Agosto de 1967, derogó lisa y llanamente t~ 

da legislación de emergencia que pudiese imperar en materia­

locativa, con relación a los contratos celebrados a partir 

de la fecha de su publicaci6n. 

Dispone su artículo primero que todos los contratos de­

locación, suscritos a partir de la publicaci6n de la presen­

te ley y que no sean continuaci6n de otros anteriores, que--

Otra consecuencia es la vigencia plena del artículo - -

1579 del C6digo Civil que establece 1a rescisión del contra­

to locativo cuando el inquilino dejare de abonar dos perio-­

dos consecutivos de alquileres, quedando así sin efecto 1a 

posibilidad de lograr la concJ.usi6n del juicio de desalojo -

por la causal falta de pago o bien de evitar el lanzamiento­

por parte del locatario, al abonar éste los arriendos adeud!:!_ 

dos, sus intereses y las costas originadas, según la facul-­

tad acordad.a por el artículo 21 de la ley 16739. Quedan - -

pues sin efecto las modificaciones e innovaciones que intro­

dujeran los regímenes de emergencia en materia locativa, pa­

ra los arrendamientos celebrados a partir del 2 de Agosto de 

1967, teniendo plena vigencia la autonomía de la voluntad de 

las partes contratantes. 

El C6digo Civil Argentino admite la clasificación Clásl 

ca, es decir, aquella que irnper6 en el antiguo Derecho Foma­

no, y podemos notar que después del contrato de locación de­

servicios -en todas sus modalidades, especialmente en la -­

del contrato de trabajo y en la de servicios profesionales- , 

el contrato de locación de inmuebles urbanos y rurales, es -
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el que ha sufrido la m§s profunda intervención del Estado y­

correlati vamente la más intensa y grave derogación de la au­

tonomía contractual en los últimos tiempos. 

surge en la actualidad, un doble juego de disposición -

para considerar las relaciones locativas: el Código Civil p~ 

ra los contratos excluidos de la prórroga y la ley 16739 pa­

ra los prorrogados y para algunos aspectos de aquéllos tam-­

bién. 

r:..-... Cl.l.:.....¡¿L.V ú lá a.!_..ili.ca.c.:.iGn c:it::: la. Ley l6 J .J!-J y los arrenól!_ 

~ientos comprendidos en la misma, podemos decir que el artí­

culo primero establece que se rigen por ella y supletoriame_!! 

te por el Código Civil, la locación y sublocaci6n de irunue-­

bles o partes de ellos, con o sin muebles, destinados a vi-­

vienda, comercio, industria, o cualquier otra actividad lici 

ta, con las excepciones previstas en la misma Ley. Según -

el texto del artículo, quedan comprendidas en el régimen de­

excepci6n las locaciones y sublocaciones que tengan un fin ~ 

lícito debiendo conjugarse la disposición en estudio con los 

artículos 2 y 3, ya que en ellos se determina el plazo de vi 

gencia de los contratos de locación comprendidos en la pró-­

rroga y las exclusiones a ésta. 

Se comprende en el articulado a todo aquel que tenga t~ 

t~lo hábil para mantenerse en la locación, amparándose no -

sólo al locatario o sublocatario actual, sino a quien lo su­

ceda en caso de muerte o abandono de la locación, artículos-

6, 7 y 8 de la ley. Por ello, no comprende a intrusos o si~ 

ples ocupantes de la cosa, que no pueden invocar a su favor­

título alguno para mantenerse en la ocupación. 

El mantenimiento del inquilino en la unidad locada, no­

sígnifica un derecho de opción, ni tácita reconducción, sino 
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un mante..,imiento establecido ministerio legis, por lo que e~ 

tra a regir la normatividad de la Ley 16739 al vencimiento -

de los contratos pertinentes. 

En ella, se comprende no sólo a viviendas, sino también 

a locaciones de inmuebles destinados a comercio, industria o 

cualquie= otra actividad lícita, siguiendo el principio rec­

tor proteccionista, ya que la escasez de ámbitos locativos -

se da ne únicamente en aquel primer aspecto, sino tambi6n en 
los resta__-: tes. 

En ""-' artículo segundo prorroga el plazo de vigencia de 

los cont=atos comprendidos en la presente ley que hubieran -

vencido antes de su sanción o que vencieron con posteriori-­

dad a la ~isma; a) hasta el 31 de diciembre de 1967 si se -­

trata de a==endamiento de inmuebles con destino al ejercicio 

del come=::io, de la industria o de otras actividades lucrat~ 

vas; b) hasta el 31 de Diciembre de 1968 los de locación de­

inrnuebles con destino al ejercicio de profesiones y de otras 

actividades civiles; y c) hasta el 31 de Diciembre de 1970 

los de lo::ación de inmuebles con destino a la vivienda. 

El a=~ículo 1505 del Código Civil Argentino limita en -

diez años al tiempo máximo de duración de un contrato de lo-

cación. Raymundo M. Salvat, refiriéndose a esta disposici6n 

y comentan.:o la existencia de países en que se reconoce la 

validez de los contratos celebrados por 99 años, considera 

que " ••• estos contratos de duración tan larga tienen el gra­

ve inconveniente de constituir verdaderos gravámenes sobre -

la propieda¿, contrarios a la mejor circulación económica de 

ella". 

Los le<;isladores argentinos han tendido a dar mayor pr~ 

tección a las locaciones de inmuebles destinados a vivienda, 
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por entender que estas relaciones rrerecen una mayor consider~ 

ción ante el problema habitacional, por ser el "techo" una -

parte, el bien locado, en el supuesto de actividades comer-­

ciales, industriales, lucrativas, profesionales o civiles, -

coadyuva a la obtención de utilidades o ingresos, al consti­

tuir un elemento de gravitación en la actividad. 

Con respecto a las locaciones de viviendas de emergen-­

cia, tendiendo a un fin de protección social, el artículo 5-

de la Ley 16739 establece que las locaciones de viviendas ur 

banas o suburbanas de emergtnc.i..a e¿~.(.. ;-• ..:.: L=:)'.:~2.r. ~::a~ condicio­

nes mínimas de sanidad y habitabilidad, se considerarán vio­

latorias del fin social del derecho; en consecuencia, el im­

porte de las rentas deberá ser consignada ante la autoridad­

administrativa de aplicación, previa comprobación que ella -

hiciere del hecho, quedando afectado al pago de las mejoras­

esenciales que cumplir.1enten dichas exigencias 2ínimas, las 

que serán certificadas por la autoridad comunal del lugar. -

Cualquier pago efectuado en contravención a esta disposición 

se considerará sin causa y sujeto a repetición. La última -

parte del artículo, al considerar efectuado sin causa y suj~ 

to a re~etici6n el pago hecho en contravención con lo preceE 

tuado, tiende a evitar que con subterfugios se viole la fina 

lidad perseguida. 

El Capítulo II de la Ley que se comenta, en sus artícu­

los 6, 7 y 8, contem;>la la posibilidad de continuar en la lo 

caci6n prorrogada del inquilino que falleciere o la abandona 

re, por parte de quienes han convivido con él, unidos o no -

por un vínculo de parentesco, o han estado relacionados con­

sus actividades, o continúen con éstas en determinadas candi 

cienes. En razón de la emergencia, o sea la falta de inmue­

bles y dificultad de construir, la ley reconoce derechos lo-
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cativos a las personas que han convivido o trabajado con el­

inquilino, en el caso de que €;ste fallezc.a, se ausente o sea 

desalojado, todo ello en sustituci6n de las normas del C6di­

go Civil sobre sucesión hereditaria, artículo 1493 del Códi­

go Civil Argentino. 

En el caso de un contrato de locación vigente, conti- -

nüan en la locaci6n los herederos del in~nilino con vocaci6n 

hereditaria, pero, si nos hallamos ante ~~ contrato prorrog~ 

do, l.os derec~os 2.ocati .. ~~cs les adquie=en :::;uienes están encu~ 

==~es~ e~ !~~ ~~7~~~~~~e ~~~~hlecidos ~=el réginen de eme~ 

gencia, con prescindencia de la eventual ·;ocaci6n heredita--

ria que pudiesen tener. La Sala I de la Cámara Nacional de-

Apelaciones de Paz, ha expresad::> que •e1 -::ítulo ""e 1.a ley -

acuerda al continuador en la locación ... no se fundamenta­

en su carácte~ de herede~o, sino que se ~~ata de un Cerecho­

propio, au.tó:iomo, o:ciginario y no deriva-:::::., personal e in­

transferible por acto entre .... ·ivos, que e: régimen 1.ocativo 

de e~ergencia hace extensivo en favor de tal.es personas en 

consideración al estado de necesidad en ~'1e se encuentran -­

con relación al problema de la vivienda, generaL7.ente agrav~ 

do por la desaparici6n Ce 1.a ?ersonc or.i~inaria~ente titular 

del amparo legal•. 

El abandono en la locación sobrevie~e cuando existe de­

parte del titular un hecho insólito, arbitrario, provocativo 

de su ausencia de la cosa locada, dejanco a los que convi- -

vfan con él ante la posibilidad de quedar sin habitación, ra 

z6n por la cual la ley acude en amparo ce quienes podrían re 

sultar lesionados por la actitud del loe.ataría principal. 

Por ello, tal supuesto no se da cuando, por ejemplo, el in-­

quilino principal se muda de domicilio, en cuyo caso se ha -

decidido que "debe hacerlo con todas las personas que habi--
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tan con él", por tratarse de un hecho determinado por el li­

bre albedrío y voluntad del inquilino. 

Dice el articulo 6 de la Ley 16739; "tratándose de in-­

muebles destinados a vivienda, la locación o sublocación pr2 

rrogada por esta ley, en caso de fallecimiento o de abandono 

por el inquilino o subinquilino, s6lo podrá ser continuada -

por las personas y en las condiciones que a continuación se­

mencionan: a) por los miembros de su familia o las personas­

que hubieran estado a su cargo y recibido el mismo ostensi-­

bl.e trato famil.iar, con tal. que nubi.erctu cvhv.iv~~v C.:üH Gl .;::;.;-.. 

forma habitual y continuada durante un mínimo de un año ant~ 

rior al fallecimiento o abandono". El artículo 2953 del Có-

digo Civil en su segunda parte expresa que por familia se -­

comprende a la mujer y los hijos legítimos y naturales, tan­

to los que existan al momento de la constitución, como los -

que naciesen después, el número de sirvientes necesarios, y­

además las personas que a la fecha de la constitución del 

uso o de la habitación, viv1an con el usuario o habitador, y 

las personas a quienes éstos deban alimentos. 

Los parientes más alejados y las personas que pretendan 

continuar en la locación o sublocación prorrogada, deberán -

acreditar el haber estado a cargo del titular, recibiendo de 

él trato familiar, y una convivencia habitual y continuada -

durante un mínimo de un año anterior al fallecimiento o aban 

dono. 

En cuanto al derecho del concubina del locatario a suc~ 

derle en la locación, deberr.os tener presente que fue establ~ 

cido por fallo plenario de la Cámara Nacional de Paz, vigen­

te la ley 13581, que determinó la inclusión de la concubina­

entre las personas de la familia o legalmente a cargo del i~ 

quilino; siendo los únicos supuestos de personas que habien-
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do convivido con ~l podian invocar los beneficios de la pr6-

rroga. La Sala III de la Cfunara Nacional de Apelaciones de-

Paz consideró que en sentido lato y general, se llama concu­

bina cualquier mujer que hace vida marital con un hombre que 

no es su marido, cualquiera que sea el estado civil de ambos. 

El Doctor Osear Serantes Peña, en su voto, en dicho caso, e~ 

tableci6 diferencias entre concubina y manceba, entendiendo­

que el concubinato, aan uni6n irregular, exige habilidad le­

gal de los concubinarios para tipificarse, que es la propia­

para contraer matrimonio, ausencia de cualquier impedimento­

que imposibilite su viabilidad, habilidad fisica para consu­

marlo y una posesión de estado, no só.lo enL:rt! iu~ .;.;vúcLLLinc..::, 

sino ante el mundo, ante la sociedad, y que manceba es la m~ 

jer con quien uno tiene comercio carnal ilicito continuado,­

intentando con esta distinción dudar del derecho de la manee 

ba a invocar en su favor la continuidad de la locación pro-­

rrogada. 

El articulo 7 de la Ley 16739 estatuye que tratándose -

de unidades locativas destinadas al ejercicio de actividades 

profesionales, en el caso de que el inquilino haya fallecido 

o falleciere, o haya abandonado o abandcnarc, la pr6rroga be 

neficiará a los componentes de la comunidad o entidad que ha 

yan coparticipado habitualmente en las actividades del loca­

tario a la fecha de la sanción de esta ley, y con un año de­

antigüedad como minimo, debiendo continuarla después del fa­

llecimiento o abandono. As1., se ampara la actividad ejerci­

da por el conjunto de profesionales que integran una comuni­

dad o entidad de la que ha participado el inquilino princi-­

pal. De no permitirse la continuidad locativa, se perjudic~ 

ria a todos los integrantes que con igual derecho participa­

ron de la actividad desarrollada en el ámbito arrendado. 

El artf~ulo 8, dispone que tratándose de unidades loe¿-
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tivas destinadas al funcionamiento de establecimientos comeE 

ciales o industriales, y también en el caso de que el inqui­

lino haya fallecido o falleciere, o haya abandonado o aband~ 

nare voluntaria y definitivamente, la pr6rroga beneficiará a 

sus herederos y sucesores que continúen la actividad a que -

estaba afectada la unidad arrendada. Reciben de esta forma­

las locaciones referidas a industrias o comercios, un trata­

miento distinto al de las unidades destinadas a viviendas y­

al ejercicio de actividades profesionales, en el caso de co­

mercio o industrias no se exige convivencia o coparticipa- -

ci6n con el locatario, ant~rio~ ~~ ~allecimiento o abandono, 

y se impone el carácter de heredero o sucesor legal y la con 

tinuaci6n de la actividad en lo futuro. 

La última parte del artículo a estatuye que en caso de­

que el inmueble no se hallare destinado exclusivamente a vi­

vienda, se estará al destino principal; en caso de duda, se 

presumirá el destino de vivienda. La disposici6n es razona­

ble, ya que debe estarse al destino primordial en virtud de­

que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, siendo juE 

tificada la presunci6n establecida a favor del destino de vi 
vienda en caso de duda, por ser precisamente la vivienda el­

bien jurídico máximo que debe tender a protegerse. 

Por otra parte, el inciso b del artículo 27 dispone que 

procede el desalojo si el locador propietario requiriere la­

vivienda para que habiten en ella sus ascendientes o descen­

dientes, siempre que éstos constituyan un grupo familiar y -

que no tuvieran disponible un inmueble de su propiedad y que 

·el desalojante no pudiera alojarlos con éi o en otros inmue­

bles suyos. Debe invocarse y probarse la carencia de otra 

vivienda disponible por parte de los ascendientes o de los 

descen<lientes, y que el demandante no posee comodidad para 
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alojarlos con él o en otro inmueble suyo. 

Con relación a la posibilidad de' reclamo de la vivienda 

para que la habite el hijo del locador-propietario próximo a 

contraer enlace, las Salas III y IV de la Cámara Nacional de 

Apelaciones de Paz, interpretaron que no cabe la procedencia 

de la acción, pues no se puede dar el amparo legal para un -

nOcleo familiar de futura posibilidad y que la situación in­

vocada - próximo enlace-, por más ponderable que sea, cons­

tituye una circuc.sta~cia que puede o no concretarse en el es 

t;::ido 51Jrfaico f!'l~ l~ ley prevee y am:c-'ara. En tanto que 1a -

Sala I ha concedido el desalojo por falta de comodidades pa­

ra albergar al descendiente que va a contraer matrimonio, en 

el propio hogar del locador por considerar que el proyecto -

de contraer enlace se refiere, en verdad, a un acontecimien­

to futuro, pero no necesariamente incierto. Será la pruden­

cia del juzgador la que, en cada caso, determinará ante los­

elementos de juicio aportados, si el hecho puP.de determinar­

se como de realización inminente, probable, o simplemente -­

conjetural. La Sala II ha hecho lugar al desahucio, al cel~ 

brarse el matrimonio durante la tramitación del juicio, pues 

en esta forma ha considerado consolidado el derecho invocado. 

Finalmente, el Capitulo IX de la multicitada Ley 16739, 

trata sobre las transferencias de la locación y sobre la su~ 

locación, estableciendo el principio general prohibitivo de­

transferir o sublocar en las relaciones locativas amparadas­

por el régimen de prórroga. 

Por su parte el articulo 1583 del Código Civil Argenti­

no establece que el locatario puede subarrendar en todo o en 

parte, o prestar o ceder a otro la cosa arrendada, si no le­

fuese prohibido por el contrato o por la ley; y este derech~ 
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pasa a sus herederos, sucesores o representantes, mientras 

que el artículo 1597 del C6digo dispone que la prohibici6n 

de subarrendar importa la de ceder el arrendamiento, y recí­

procamente la prohibici6n de ceder el arrendamiento importa­

prohibir el subarriendo. 
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CONCLUSIONES 

l. Desde los primeros regímenes de la revolución, se -

tuvo como propósito superior, brindar a cada mexicano mejo-­

res y más amplias condiciones de existencia, destacándose el 

esfuerzo por elevar los niveles de bienestar del pueblo de -

M€xico. 

Los principios del proyecto nacional que contiene la -­

Constitución de 1917, son síntesis de las aspiraciones que -

el pueblo ha planteado, ratificado y desarrollado en su tra­

yectoria hacia la integración de su nacionalidad, organiza-­

ción política y afirmación soberana. 

Así, la necesidad apremiante de los ~exicanos de tener­

un techo en que vivir, se ha integrado al Capítulo "De las -

garantías individualesR, como una medida de innegable justi­

cia social. contenida en el ar tí.culo cuar~:::, párrafo cuarto 

de nuestra Carta Magna, que en lo conducente establece que 

"Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y-

decorosa. La Ley establecerá los instrur:-,entos y apoyos nece 

sarios a fin de alcanzar tal objetivo". 

2. La aspiración de los regímenes revolucionarios que­

a la fecha han conducido la política interna y externa de -­

nuestro país, se ha orientado, al menos así se ha hecho pa-­

tente en los planes y progra~as económicos propuestos por e~ 

da r€gimen sexenal, a satisfacer las necesidades priorita- -

rias del pueblo Rexicano, mismas que pode:nos resumir en las·· 
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siguientes: educaci6n, salud, generaci6n de empleos, alimen­

taci6n, vestido, recreaci6n y proveer a los mexicanos de vi­

vienda digna y decorosa. 

En relaci6n a la última de estas necesidades priorita-­

rias, quiero decir, la de proveer de vivienda digna y decor~ 

sa a todos los mexicanos, se ha observado que todos los pro­

gramas, instrumentos y esfuerzos que el Estado ha realizado­

e instituido para satisfacer la demanda de vivienda, han si­

do insuficientes, aún con la participaci6n del sector priva­

do, as! como de los organismos y agrupaciones que integran -

el sector laboral. 

Por otra parte, existen múltiples factores que inciden­

en la escasez de vivienda, entre otros podemos mencionar el­

proceso hipe~inflacionario que padece nuestro pa!s, la mala­

distribuci6n del ingreso, los altos costos de la construc- -

ci6n, los altos costos de la mano de obra, el desempleo, la­

p~rdida del valor adquisitivo de los salarios m!ni~os, lo -­

cual genera la imposibilidad para los asalariados ·y no asal!! 

riadas de adquirir bienes inmuebles y aún de bienes de consu 

rno duradero. 

3. De esta forma, el arrendamiento en general y en es­

pecial el de inmuebles destinados a casa-habitaci6n ha torna­

do suma importancia, por ser un contrato de mucha aplicaci6n 

en la vida civil y comercial desde el Derecho Antiguo hasta­

nuestros d!as, siendo materia de incesante reglamentaci6n, -

misma que en México se integró primeramente al C6digo Civil­

de Oaxaca de 1827-1828 y posteriormente a los C6digos Civi-­

les de 1870, 1884 y 1928 que es el que actualmente nos rige, 

asimismo porque de la oportunidad de poder poseer el techo -

que ha de proteger al núcleo familiar, pero precisamente por 

la escasez de vivienda en nuestro medio, han surgido una se-
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rie de arbitrariedades por parte de los casatenientes, obli­

gando con ello al legislador, a reglamentar las relaciones -

arrendador-arrendatario teniendo con ello, el Estado, un ca­

rácter eminentemente intervencionista y derogador del Dere-­

cho Privado, por lo que los inversionistas han dejado de in­

vertir en el mercado inmobiliario. 

4. Co~o consecuencia de lo anterior señalado, se ha -­

creado una nueva situaci6n jurídica con respecto a los inmue 

bles en arrendamiento cuyo destino sea el de casa-habitación, 

a) Se extrajo de las relaciones arrendador-arrendata-­

rio el principio de libertad de contratar, restringiéndose 

por otro lado el principio de la autonomía de la voluntad; 

b) A las nue•:as normas se les di6 el carácter de ser 

disposiciones de orden peiblico e inter~s social, siendo al 

mismo tiempo irrenunciables para el arrendatario tal y co~o­

se establece en las reformas al Código Civil para el Distri­

to Federal de siete de Febrero de 1985; 

c) Se crearon Tribunales especializados para conocer -

de las controversias que versen sobre el arrendamiento inmo­

biliario, cuya competencia se circunscribe al Distrito Fede­

ral y con u;; proccdir:iiento propio que establece presunciones 

a favor del arrendatario; 

d) Las normas jurídicas que reglamentan las relaciones 

arrendador-arrendatario en arrendamientos para .casa-habita-­

ci6n, tienen un contenido eminentemente social, por tanto, -

han dejado de pertenecer al Derecho Privado y se han integr~ 

do a la nueva rama del Derecho que es precisamente el Dere-· 

cho Social, siendo que esta característica ha estado presen-
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te en las diversas legislaciones consultadas, ya sea en ma-­

yor o menor grado, pero sin embargo, la tendencim general ha 

sido la de proteger al arrendatario lo cual podemos palpar -

espectf icarnente en la legislaci6n argentina y en menor grado 

en las legislaciones francesa, alemana y norteamericana. Es­

ta altima ha mostrado una reglamentaci6n más liberal en don­

de se permite el libre juego del principio de la autonomta -

de la voluntad, misma que para tener validez plena, requie­

re de la sujeci6n al principio de estricta interpretaci6n -­

que en materia judicial impera en la mayor parte de los Tri­

bunales norteamericanos. 

Por otra parte, la legislaci6n francesa muy acertadame~ 

te y persiguiendo una finalidad social, atribuye el derecho­

de mantenerse en el arrendamiento a uno de los c6nyuges, en­

caso de conflictos familiares como lo son el divorcio o la -

separaci6n de cuerpos, por medio de sentencia judicial, pro­

tegiendo as! los intereses sociales y familiares, medida que 

debe ser adoptada en nuestra legislaci6n porque es de explo­

rado derecho que la familia es la base fundamental de la so­

ciedad y que es la misma sociedad quien está interesada en -

su mantenimiento, por tanto, a ella debe dársele la mayor -­

protecci6n legal. 

5. As! en nuestro medio, las reformas de siete de Fe-­

brero de 1985, responden al fin social de las normas jurídi­

cas del Derecho Social, cuyo fin es tutelar, proteger y rei­

vindicar los intereses de las mayorías populares, entendien­

do al Derecho Social como la rama del Derecho cuyas normas 

jurtdicas tienden a favorecer a las clases sociales que se -

encuentran en desventaja social, cultural y econ6mica, sien­

do la parte arrendataria quien, en una relaci6n de arrenda- -

~iento inmobiliario, se encuentra en desventaja frente al -­

arrendador, por lo que el Estado ha legislado en beneficio -
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de1 arrendatario imponiendo al arrendador excesivas obliga-­

ciones y restringiendo a su vez el derecho del mismo, irnpo-­

niendo límites a la autonomía de la voluntad como es el caso 
de la pr6rroga legal de dos años·y condicionando el princi-­

pio de la libertad de contratar en los arrendamientos inrnobi 
liarios con destino a casa-habitaci6n corno lo apreciamos en­

el derecho del tanto que es atribuido al arrendatario para -

el caso de un nuevo arriendo o venta del inmueble arrendado. 

6. La situaci6n que actualmente prevalece en relaci6n­

a esta clase de arrendamientos, ha demostrado aue el Estado­

debe instrumentar nuevos mecanismos para estimular la inver­

si6n en esta área, tales como 1a reducción de la tasa irnposi 

tiva a esta clase de arrendamientos, estímulos fiscales, -

exenci6n de algunos tr~ites administrativos, entre otros, 

porque tomando en cuenta que el techo que ha de proteger a 

la familia debe ser independiente de otros locales, que debe 

satisfacer las condiciones mínimas de seguridad e higiene t~ 

les como contar con un buen sistema de drenaje, agua potable, 

instalaci6n eléctrica oculta y en general dotar a la vivien­

da de los elementos para que ésta proteja al núcleo familiar 
de los factores climáticos así corno de las enfermedades, lo­

cual implica que las viviendas en arrendamiento que cumplen­

con todos estos requisitos generalmente se encuentran local~ 
zadas en zonas residenciales, en donde las rentas son estra­

tosfér~cas e inalcanzables para la mayor parte de la pobla-­

ci6n. Es por ello que el Estado como ente soberano, no debe 

de legislar restringiendo el derecho del arrendador, porque­

al hacerlo provoca una contracción de la inversión en este 

campo, lo cual repercute en la escasez de viviendas para 

arrendamiento y por tanto, el principio consagrado en el ar­

tículo cuarto, párrafo cuarto de la Constituci6n General de­
la República ya mencionado al inicio de las presentes concl~ 

sienes, se volverá inalcanzable y de difícil realizaci6n. 
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